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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido
--Gómez Urrutia, José Antonio
--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:24, en presencia de 22 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 1ª., y 2ª, ordinaria, en 14 y 15 de marzo del año en curso, respectivamente, no han sido observadas.



El acta de la sesión 3ª, ordinaria, en 21 de marzo del presente año, se encuentran en secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios



De Su Excelencia la señora Presidenta de la República, mediante el cual, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 25 de la Carta Fundamental, comunica su ausencia del territorio nacional en las siguientes fechas, con el propósito que en cada caso se señala:



El día 10 de abril en curso, en visita oficial a la ciudad de Asunción, República de Paraguay, y



El día 11 de abril, en visita de Estado en la ciudad de Brasilia, República Federativa del Brasil.



Agrega que durante su ausencia será subrogada, con el título de Vicepresidente de la República, por el Ministro titular de la Cartera del Interior, señor Andrés Zaldívar Larraín.



--Se toma conocimiento.



De la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que dio su aprobación al proyecto de ley que concede un reajuste extraordinario a las pensiones más bajas y enmienda leyes que indica (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín Nº 4.131-13) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, y a la de Hacienda.



De la señora Contralora General de la República subrogante, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable señor Chadwick, relativo a las personas u organismos que han celebrado contratos a honorarios con la Dirección de Deportes de la Sexta Región.



Del señor Director General de Aeronáutica Civil, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor Kuschel, sobre las razones por las que se habría autorizado la operación de compañías aéreas cuyos pilotos no cumplen con las horas de vuelo requeridas.



Del señor Presidente del Directorio de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, mediante el cual responde un oficio dirigido en nombre del Honorable señor García, respecto de los procedimientos utilizados por esa entidad para la adquisición de durmientes.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informe



De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que faculta para regularizar construcciones, en el plazo que indica, en inmuebles donde funcionen jardines infantiles (con urgencia calificada de “suma”) (boletín Nº 4.088-04) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Queda para tabla.

Moción



De los Honorables señores Chadwick, Coloma, Longueira, Novoa y Pérez, que amplía el plazo para reclamar por el avalúo de bienes raíces no agrícolas (boletín Nº 4.134-05) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Hacienda.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Honorables señores Prokurica, Allamand, Espina, García y Horvath, con la que presentan un proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas a fin de prohibir que se establezcan o contemplen limitaciones de grado en razón del sexo de los integrantes de las plantas de Oficiales, Empleados Civiles y personal del Cuadro Permanente y de Gente de Mar.



--Se declara inadmisible por referirse a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme a lo dispuesto en el número 2º del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

El señor PROKURICA.- Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, se acaba de consignar que fue declarado inadmisible un proyecto que presentamos con otros señores Senadores para modificar la Ley Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas a fin de permitir que las mujeres sean generales y almirantes.



Solicito que, en nombre del Senado, se pida al Ejecutivo que lo patrocine.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se enviará el oficio correspondiente.



--Así se acuerda.
El señor NARANJO.- Señor Presidente, en la Cuenta se incluye el informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo sobre un proyecto que posibilita regularizar construcciones en inmuebles donde funcionen jardines infantiles, el cual fue aprobado ayer en dicho órgano técnico por unanimidad y sin ninguna modificación a lo ya establecido por la Cámara de Diputados.



Por consiguiente, pido que, si es posible, sea tratado en la presente sesión, porque es de fácil despacho.

El señor SABAG.- Ello también fue solicitado por la unanimidad de los Comités.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, la iniciativa referida será incorporada en la tabla de hoy.



--Así se acuerda.

DESIGNACIÓN DE EDECÁN DEL SENADO
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Antes de entrar en el Orden del Día, solicito el acuerdo de la Sala para la designación, como nuevo Edecán del Senado, del Capitán de Navío en retiro señor Santiago Jaman Matic.



Conforme a mis atribuciones, debo plantear en esta instancia la proposición respectiva, pero también la formulé a la Comisión de Régimen Interior, que la aprobó por unanimidad.

La señora MATTHEI.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Sí, señora Senadora.

La señora MATTHEI.- ¿No sería mejor, antes de adoptar una decisión, tener los datos respectivos y votar el asunto en una sesión posterior? Porque resulta muy difícil aprobar o rechazar el nombramiento de una persona de la cual no se sabe absolutamente nada. Al menos, es mi caso. 



Entonces, apelo a la gentileza de Su Señoría para que acceda a postergar esta votación o ratificación.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Puedo hacerle llegar los antecedentes, Su Señoría.



El nombramiento se propuso en la Comisión de Régimen Interior y fue aprobado por la unanimidad de los Comités.

La señora MATTHEI.- ¿Tuvieron plazo para estudiarlo o lo decidieron en la misma sesión?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- La verdad es que yo podría haber hecho la presentación directamente. Pero, como un acto de deferencia, pedí el asentimiento de la Comisión de Régimen Interior.



Remitiré los antecedentes a quienes los soliciten. Pero, desgraciadamente, no puedo postergar la decisión.

El señor COLOMA.- ¿Para qué efecto?

El señor LARRAÍN.- ¿Vamos a votar con posterioridad?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Lo puedo explicar después.



Tiene la palabra el Senador señor Romero.

El señor ROMERO.- Debo informar a Sus Señorías que en la reunión celebrada hoy por la Comisión de Régimen Interior tuvimos la oportunidad de conocer los antecedentes de la persona que está proponiendo el señor Presidente del Senado.



En lo que a mí respecta, considero que cumple los requisitos necesarios para desempeñar el cargo, como lo han hecho todos los Edecanes de la Cámara Alta, quienes nos han prestigiado siempre.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Conocimos todos los antecedentes presentados en la Comisión de Régimen Interior por el señor Presidente del Senado.



Es más: el Honorable señor Arancibia, representante de la UDI, hizo una intervención muy clara -porque conoce perfectamente a los postulantes- y estuvo en absoluto acuerdo con la proposición de Su Señoría, que fue aprobada por unanimidad.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- ¿A partir de cuándo entra en funciones el nuevo Edecán?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Desde el 1º de abril.

El señor HORVATH.- Es decir, ya asumió, ¡con efecto retroactivo….!

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Es la fecha reglamentaria.

El señor HORVATH.- O sea, esto es una “regularización”, no una “consulta”.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Para su conocimiento, señor Senador, de acuerdo con la última reforma al Reglamento del Personal, el Edecán cesa en su cargo “el 31 de marzo del año en que se inicia un nuevo Período Legislativo”. 



A fin de que no coincidiera con el día del juramento de los nuevos Senadores, se trasladó el cese del cargo a la fecha indicada. Lo mismo sucederá el 31 de marzo de 2010.



Yo podría haber hecho la presentación antes. Pero preferí realizarla en la primera reunión de la Comisión de Régimen Interior, como una deferencia hacia Sus Señorías, y darla a conocer a la Sala una vez conseguida la aprobación de todos los Senadores que integran dicho organismo. Por eso estoy anunciándola hoy día.



En consecuencia, queda aprobada la proposición.



Por cierto, remitiré los antecedentes a quienes los soliciten.

OBLIGATORIEDAD DE EDUCACIÓN PARVULARIA 

EN SEGUNDO NIVEL DE TRANSICIÓN
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Con relación al proyecto, en primer trámite constitucional, iniciado en mociones de diversos señores Senadores, que modifica el numeral 10º del artículo 19 de la Carta Fundamental a fin de establecer la obligatoriedad y gratuidad del segundo nivel de transición de la educación parvularia, se fijó plazo para presentar indicaciones y no se formuló ninguna. Dicho plazo fue ampliado. Como el texto aprobado en general satisfacía a todos los señores Senadores, no llegaron indicaciones.



De acuerdo con el Reglamento, corresponde dar por aprobada esa iniciativa, dejando constancia del quórum.


--Los antecedentes sobre los proyectos (3682-07 y 1737-07 refundidos) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyectos de reforma constitucional: (moción de los señores Naranjo y Ominami; señora Frei y señores Ruiz-Esquide y Páez y de los ex Senadores señores Díaz y Hormazábal).


En primer trámite, sesión 1ª, en 5 de octubre de 2004.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 46ª, en 8 de noviembre de 2005.


Discusión:



Sesiones 56ª, en 4 de enero de 2006 (queda para segunda discusión); 59ª, en 18 de enero de 2006 (se aprueba en general).

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor RUIZ-ESQUIDE.- En varias oportunidades hemos insistido en el despacho de este proyecto. Y me parece que, habiéndose cumplido los trámites que señaló el señor Secretario, deberíamos darlo por aprobado, pues no hubo ninguna indicación. Además, cuando se votó en la Comisión de Constitución, primero en general y luego en particular, existió unanimidad, de lo cual me siento muy grato.



Gracias.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se da por aprobado en particular el proyecto con 28 votos afirmativos.

La señora MATTHEI.- ¿Me permite, señor Presidente? 



Estoy a favor de la iniciativa; qué duda cabe. El problema radica en lo siguiente: cuando se establece constitucionalmente una obligación como ésta, ¿qué validez tiene si no están las platas para proveer de profesores, parvularias, salas cuna, etcétera? 



A mí me llama la atención que muchas veces, cuando nosotros hacemos planteamientos sobre medidas que significan mayor gasto fiscal, se declaran inconstitucionales, inadmisibles. En cambio, esta reforma pasa sin siquiera saber cuál es la visión del Ejecutivo, que es el que después debe proveer los dineros, los recursos humanos, etcétera. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, esta reforma constitucional, que tiene que ver con la educación preescolar, es una manifestación de voluntad política, de voluntad programática del Senado. Dice relación muy directa a una de las prioridades que ha fijado el Gobierno de la nueva Presidenta: el establecimiento de un sistema de protección social que vaya desde la infancia hasta la edad adulta.



Vamos a instalar en los próximos días la Comisión Especial Mixta de Presupuestos. Pienso que, sobre la base del consenso existente aquí en tal sentido, podemos trabajar con el Ejecutivo para los efectos de que las normas en comento no queden como declaraciones generales, sino que se transformen en medidas de política específica a través de la dimensión presupuestaria correspondiente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, si nos vamos a dedicar a introducir en la Constitución deseos programáticos, quiero preguntarle inmediatamente si declarará inconstitucional o no una iniciativa de ley que presentaré pasado mañana para dar salud gratuita a los mayores de 45 años.



Y vamos inventando: que haya habitación gratis, etcétera. Se me pueden ocurrir diez proyectos como ése en cinco minutos.



Entonces, quiero saber si nos lanzaremos en este tipo de reformas constitucionales, que en el fondo son declaraciones programáticas sueltas, donde no hay plata ni nada y con las que se hace creer a la gente que se logran hartas cosas. Porque imagino que todos van a salir de aquí diciendo que consiguieron educación parvularia gratuita para todos los niños.



Señor Presidente, creo que, al final, esto es demagogia. ¡Es demagogia! Porque, o las cosas se hacen como es debido, dictando las leyes correspondientes, con financiamiento y planes precisos, o vamos metiéndole cosas a la Constitución. Y le aseguro que nos llenaremos de proyectos de este tipo en los próximos días.



Pienso, entonces, que deberíamos tener un criterio establecido, para ver cómo se tratan estos asuntos a futuro.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, éste es un debate innecesario. Existe un acuerdo desde el punto de vista formal. El proyecto fue aprobado en la Comisión por todos sus miembros, incluidos los pertenecientes al partido político de la señora Senadora. Hemos estado contestes en cuanta discusión ha habido en la Comisión de Salud, y desde hace muchos años, en que la modificación en comento es necesaria. Dimos un plazo…

La señora MATTHEI.- En Salud nunca hemos visto el proyecto.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Éste es un tema de Educación.



¡Tampoco fue visto en Vivienda, según entiendo…!

El señor PROKURICA.- ¡Ni en Trabajo…!

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Tampoco.



Incluso, discutimos la posibilidad de postergar el despacho de la iniciativa y dar más tiempo para analizarla. Porque hubo una idea, que luego no se materializó, en el sentido de agregar un artículo transitorio que daba un plazo al Ejecutivo -precisamente para responder a la preocupación de la Senadora señora Matthei-, de tres o cuatro años, a los efectos de implementar el sistema, recoger los recursos necesarios y asignarlos en la forma prevista.



En segundo término, es verdad que la educación parvularia es necesaria; pero también es indispensable su obligatoriedad, para permitir el acceso a ella de todos por igual y con la seguridad absoluta de que bajo cualquier gobierno se considerará como problema de país. Conforme a nuestras últimas informaciones, la existencia de este nivel educativo y de las salas cunas guarda absoluta relación con los resultados más exigentes del SIMCE que estamos tratando de obtener en la educación chilena.



Por lo tanto, si todos los Senadores -o por lo menos su inmensa mayoría- estuviéramos de acuerdo con este proyecto, podríamos obviar las opiniones de quienes se oponen, que son menos que los que lo respaldan.



Ahora bien, yo soy extremadamente bueno para las bromas. Y me gusta mucho hacer humor en el Senado, con miras a que normas tan serias como las que aquí se plantean no nos transformen en “tontos graves”. Pero no puedo dejar pasar la afirmación de que esta proposición de reforma es demagógica.



No tengo la inventiva de la señora Senadora que en cinco minutos puede producir 50 proyectos. Debo reconocerlo: soy más tardo. Entonces, es una complicación escuchar el tipo de argumentaciones a que la señora Senadora -no sólo aquí, sino también en las Comisiones- nos tiene acostumbrados.



Yo no acepto que me digan que soy un demagogo, porque estoy tratando de resolver un problema con la mayor seriedad, incluso resguardando la posibilidad de que sea financiado.



En los últimos años, la Cámara Alta se ha transformado gracias a su esfuerzo permanente por hacer las cosas con seriedad y respeto.



Aquí no hay ningún Senador ni Senadora que tenga la verdad grabada en la frente como un tatuaje. Anteayer la Honorable señora Matthei declaró en la Comisión de Salud, en referencia a quien la preside, que no estaba dispuesta a que se formularan observaciones que le parecieran peyorativas. Yo, tampoco.



Por lo tanto, señor Presidente, le pido que de aquí en adelante nos esforcemos para no seguir utilizando un lenguaje acre, carente de cortesía. Porque no se trata de ser o no ser amigo, sino de cortesía entre nosotros. Y quienes no estén en condiciones de seguir esa línea deberán quedar expuestos a que los demás Senadores califiquemos sus conductas de otra manera.



No voy a seguir discutiendo con la señora Senadora,…

El señor NARANJO.- ¡El proyecto está aprobado!

El señor RUIZ-ESQUIDE.-…porque la experiencia me indica que no vale la pena.



He dicho.

El señor COLOMA.- ¡Eso no fue de caballero…!

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¡No importa!

El señor PÉREZ VARELA.- Tampoco fue cortés.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, quiero hacer presente un punto de Reglamento.



Entiendo que este debate se halla fuera de lugar, porque, conforme al Reglamento, esta iniciativa -o cualesquiera otras que se hallen en la misma situación- ya está zanjada. Hay plazos fijados por la misma Corporación que ya vencieron. Y las palabras del señor Secretario, más que respuesta a una consulta, son una información relativa a que el proyecto está aprobado en particular reglamentariamente.



Entonces, señor Presidente, me gustaría pedir la palabra para referirme a otro tema que amerita el pronunciamiento de la Sala.

El señor COLOMA.- La Cuenta está terminada.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, lamento que a algunos señores Senadores no les guste mi lenguaje. Pero yo mantengo lo que expresé. 



Si queremos aprobar iniciativas que efectivamente se apliquen, deben proveerse los fondos y los recursos humanos necesarios para llevarlas a cabo.



De lo contrario, podríamos empezar a llenar la Constitución de ideas que nos gustaría que rigieran en Chile. ¿A quién no le gustaría? El punto es que hay muchas ideas más. Y mediante la inserción de ideas vagas y sin financiamiento claro de alguna manera estamos desvirtuando todo el significado de la Carta Fundamental. 



Lo que señalo es aplicable a cualquier otro proyecto. Podríamos agregar muchas otras materias. Por ejemplo, sobre salud. Existen personas -qué duda cabe- que padecen enfermedades terminales y no cuentan con los remedios necesarios; o niños que, aun cuando sufren síndromes gravísimos, no son atendidos. Hemos visto a gente que se ha encadenado con sus hijos porque carecen de tratamientos o de los medicamentos requeridos para salir adelante.



Por consiguiente, solicito que se fije una regla para que en lo futuro sólo aceptemos reformas constitucionales cuya materialización se base en normas legales que permitan llevarlas a la práctica. En la medida en que ello no se cumpla, estaremos efectivamente ante una demagogia.

El señor OMINAMI.- Entonces, vote en contra.

El señor LETELIER.- Claro: vote en contra.

V. ORDEN DEL DÍA

NÚMERO E INTEGRACIÓN DE COMISIONES DEL SENADO. 
INFORME DE COMISIÓN ESPECIAL
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Informe de la Comisión Especial encargada de estudiar el número e integración de las Comisiones del Senado.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Los Comités designaron como miembros de la Comisión Especial a los Honorables señores Flores, Larraín, Navarro, Romero, Sabag y Vásquez. Y, conforme a lo dispuesto por el señor Presidente del Senado, ella fue presidida por el Vicepresidente de la Corporación, Honorable señor Naranjo.



La Comisión Especial sesionó el 3 de abril de este año, oportunidad en que el Honorable señor Flores fue reemplazado por el Senador señor Muñoz Barra.



Dicho organismo, teniendo presente la necesidad de concentrar algunas de las Comisiones permanentes conforme a su especialidad y carga de trabajo, resolvió por unanimidad sustituir el inciso primero del artículo 27 del Reglamento para establecer 16 Comisiones permanentes.



Asimismo, concordó en proponer que cada Senador deberá pertenecer, a lo menos, a dos Comisiones, salvo el señor Presidente de la Corporación, quien integrará solamente la de Régimen Interior. 



Con todo, los Senadores que formen parte de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento -que pasaría a denominarse también de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía- y los de la Comisión de Hacienda sólo estarán facultados para integrar una Comisión.



El texto del proyecto de acuerdo sobre modificación del Reglamento que propone la Comisión Especial se transcribe en el informe.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, acogiendo el acuerdo político que se adoptó cuando se integraron las diversas Comisiones del Senado, se estipuló que, dentro de un plazo prudente, una Comisión Especial se abocaría a analizar la posibilidad de fusionar determinado número de Comisiones.



En ese ánimo, nos reunimos el lunes 3 de abril para abordar este cometido. Y tuvimos en consideración diversos criterios y reflexiones. Uno de ellos respondía básicamente a preguntarnos cómo hacíamos funcionar adecuada y eficientemente el Senado, sin afectar su calidad legislativa, con un número menor de Senadores, y a partir de eso, cómo garantizábamos que ninguno de ellos sufriera una sobrecarga legislativa.



Cabe señalar que, según el número actual de Comisiones, una cantidad importante de Senadores participa en tres.



De igual forma, tuvimos en consideración cómo proceder a la fusión de Comisiones sin que ello afectara las líneas gruesas de su especificidad técnica. Y, cuando se propuso la fusión, se tuvo muy en cuenta ese criterio.



Quiero señalar que se ha hecho un esfuerzo serio y responsable, aunque, por cierto, todo puede mejorarse. Y no tengo ninguna duda de que más de algún señor Senador va a plantear fusiones distintas de las aquí propuestas. 



Lo único que quiero pedir a esta Honorable Sala es que no vea en la unión de Comisiones el propósito de defender intereses particulares, sino la intención de velar por la labor del Senado. Porque muchas veces se mira con esos ojos: cómo van mis intereses personales dentro del trabajo legislativo. Aquí hemos hecho un esfuerzo importante por pensar en la Corporación, en cómo puede desempeñar sus funciones de manera más seria, responsable y eficiente, sin afectar la calidad legislativa, de tal manera que su prestigio no se vea dañado.



Por eso, propongo a los señores Senadores que aprueben esta modificación al artículo 27 del Reglamento, consistente en establecer las siguientes Comisiones:



1ª. De Gobierno, Descentralización y Regionalización. No hay cambios.



2ª. De Relaciones Exteriores. Tampoco varía.



3ª. De Constitución, Legislación, Justicia, Reglamento, Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía. En este caso se fusionan dos Comisiones. 



4ª. De Economía, Pesca y Acuicultura. También aquí hay una fusión parcial de Comisiones.



5ª. De Hacienda. Se mantiene intacta.



6ª. De Educación, Cultura, Deportes, Ciencia y Tecnología. Aquí solamente se ha incorporado el concepto “Deportes”.



7ª. De Defensa Nacional. Se mantiene.



8ª. De Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones.



9ª. De Agricultura.



10ª. De Salud y Medio Ambiente.



11ª. De Trabajo y Previsión Social. Sigue igual.



12ª. De Minería y Energía. El mismo caso anterior.



13ª. De Vivienda, Urbanismo y Bienes Nacionales. Se agrega  la de Bienes Nacionales.



Y se mantienen las Comisiones de apoyo: de Régimen Interior, Revisora de Cuentas y de Ética.



Además, se convino en el criterio de que cada Senador debiera integrar a lo menos dos Comisiones, con excepción de quienes pertenezcan a la de Hacienda o a la de Constitución, Legislación, Justicia, Reglamento, Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, quienes solamente podrán formar parte de una.



Si se hace un cálculo matemático, se advertirá que quedan disponibles 28 Senadores. Como el Presidente de la Corporación sólo participa en la Comisión de Régimen Interior, la cifra baja a 27, para 55 cupos en las Comisiones técnicas. Por tanto, eso garantiza que cada Senador sea miembro de dos Comisiones, con la excepción de uno, que podría quedar en tres. Es decir, se mantienen el espíritu y los criterios que tuvimos en consideración al elaborar la proposición que ahora presentamos a la Sala.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath. 

El señor HORVATH.- Señor Presidente, pese a la unanimidad con que se aprobó la presentación de la Comisión Especial, en esta Sala los Senadores tenemos percepciones distintas.



Es efectivo: el hecho de que se haya ido un grupo importante de Senadores, los institucionales -ahora, en total, somos 38-, en términos generales hace aumentar la carga -por así decir- de trabajo individual. Sin embargo, si recurrimos a la experiencia del funcionamiento de las Comisiones -incluso, se podría hacer un análisis estadístico de él desde 1990 hasta la fecha-, descubriremos que, en los hechos, la gran mayoría de ellas desarrolló su labor con tres Senadores, por distintas razones.



Otro punto importante atañe a la filosofía misma de las Comisiones, las cuales necesariamente deben estar vinculadas con sus pares de la Cámara de Diputados y con los Ministerios del Ejecutivo. Se trata de una sintonía que en ese sentido resulta indispensable. Por lo tanto, agrupar Comisiones sin tener esto en vista puede producir una suerte de colisión que hay que evitar y evaluar con anticipación.



En lo personal -y se puede indagar la situación de cada uno de los señores Senadores-, integro tres Comisiones y hasta la fecha no he tenido ningún drama.



Por otro lado, también habría que analizar los días en que efectivamente funcionan las Comisiones. Me parece que lo están haciendo los martes y miércoles en la mañana, y a veces en la tarde; en pocas ocasiones, los lunes, y casi nunca los jueves. Así que, si se hace un estudio respecto de los días en que dichos organismos pueden reunirse, igualmente nos encontraremos con sorpresas. 



Ahora, si entramos al detalle de la proposición, puedo observar -por haber tenido más vinculación con algunas Comisiones-  ciertas cosas que no dejan de llamar la atención. 



Por ejemplo, no creo posible el funcionamiento de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura -que ha examinado los proyectos que han sido objeto de más modificaciones desde 1990 hasta la fecha, que posee una carga de trabajo importante y que, además, necesita tener presencia en las distintas caletas de pescadores artesanales, en las zonas de acuicultura, en las áreas donde se desarrolla la pesca industrial- con la de Economía. 



Sobre el particular, si bien existe sintonía a nivel de Ejecutivo -porque la Subsecretaría de Pesca pertenece al Ministerio de Economía-, el argumento que señalé al principio juega en contra. Pero, en los hechos, la referida institución es casi un ministerio, por la cantidad de atribuciones y recursos con que cuenta, e incluso, por la discrecionalidad con que actúa. 



A mi juicio, ahí ya se presenta un problema. Y la nueva Comisión propuesta no funcionará sólo por esta especie de economía aparente derivada de la reducción de organismos permanentes. 



En el caso de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, creo que la propuesta de fusión planteada es negativa e inconveniente, por decirlo en términos muy sencillos.



Dicho organismo técnico debería tener cierta jerarquía, si uno lo piensa de aquí a futuro. Y no se trata sólo de un deseo…

El señor VÁSQUEZ.- Comisión de Salud y Medio Ambiente, señor Senador.

El señor HORVATH.- Tiene razón, Su Señoría. Es la pretensión, pero actualmente es de Medio Ambiente y Bienes Nacionales. 



Asimismo, hubo propuestas para juntarla con la de Agricultura, lo que también es inconveniente. 



Sin embargo, debo agregar que todo proyecto, de la naturaleza que sea, produce efectos en el medio ambiente, entendido éste como entorno físico, ecosistémico, cultural y social. 



Por esa razón, la situación debería ser al revés. Así como la Comisión de Hacienda ve todas las iniciativas con consecuencias en lo económico, la de Medio Ambiente tendría que verificar todos los proyectos con efectos ambientales. Hacia allá deberíamos encaminarnos y no a reducir su ámbito.



Por otro lado, la unión de Bienes Nacionales con Vivienda produce un efecto dañino, porque las reparticiones correspondientes, con muy pocas herramientas, no han podido manejar el tema del urbanismo; más bien se han dedicado a las soluciones de vivienda. Así que en menor medida podrían encargarse de lo relativo al territorio, y menos aún, de todo lo que significa Bienes Nacionales.



Me he permitido revisar los proyectos que en este momento se encuentran para estudio en la Comisión de Medio Ambiente, y no sólo son abundantes en cantidad, sino también en cuanto a su diversidad y a las dificultades que presentan. 



También he analizado el Programa de Gobierno del Comando de Michelle Bachelet en lo relativo a medio ambiente y desarrollo sustentable, el cual, aparte la definición de políticas y de medidas administrativas, contiene: 



-Mejoramientos y enmiendas sustanciales en el marco regulatorio, como la modificación y perfeccionamiento de la Ley de Bases del Medio Ambiente; la sistematización del Código Ambiental; gran cantidad de leyes vinculantes, como una Ley Marco de Ordenamiento Territorial, una Ley de Conservación de Suelos y Aguas, una ley de cierre de faenas mineras, una ley de áreas silvestres protegidas, una Ley del Bosque Nativo, una ley de protección de la biodiversidad, del patrimonio genético y del uso de transgénicos. 



-Cambios en la institucionalidad, como la definición del rango y jerarquía de la nueva autoridad ambiental (primero, un Ministro, y después, la creación de un Ministerio del Medio Ambiente); la separación del rol fiscalizador, a través de una Superintendencia de Fiscalización Ambiental; la diferenciación de las funciones técnicas de las políticas (importante, porque hemos visto a veces tomar graves decisiones, por influencia política, al margen del sustento técnico); la creación del Servicio Nacional de Parques; en fin. 



Es un programa más que nutrido.



Por consiguiente, pienso que no tiene sentido reducir la Comisión de Medio Ambiente al hacerla compartir su trabajo con la de Salud.



Efectivamente, el ámbito del medio ambiente posee un componente importante que se refiere a la calidad de vida. Y dentro de éste hay un subcomponente relativo a la salud de las personas. Pero el medio ambiente es mucho más que eso. Incluye, por ejemplo, las normas secundarias, a las que se debe dar cumplimiento para no afectar los ecosistemas, los modos naturales.



Por lo tanto, creo que se está cometiendo un error en esta materia. Llamo a seguir analizando las dos áreas que he señalado y a fijar plazo para presentar indicaciones, a fin de que a través de ellas se lleven las cosas a buen término y, de esa forma, se efectúe un trabajo como corresponde en el Senado.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, entiendo que se abrirá un plazo para que los Senadores podamos formular indicaciones al proyecto de acuerdo.



Quiero hacer a lo menos una observación, no obstante compartir en gran medida lo señalado por el Senador señor Horvath respecto de algunas Comisiones que se fusionan y que, a mi juicio, finalmente pueden no corresponder a los ámbitos de competencia ideales que se deben conformar. 



Hay un tema que me preocupa de modo especial: la prohibición que se establece para los Senadores que integren dos Comisiones puntuales: la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y la de Hacienda, para impedirles formar parte de otra.



El espíritu de la iniciativa es que, por regla general, cada Senador integre obligatoriamente dos Comisiones. Como las dos mencionadas tienen una carga muy alta de trabajo, se pretende que a sus miembros se les exima de pertenecer a una segunda. 



Esto favorece a quienes conforman las Comisiones de Constitución o de Hacienda. Pero esto no debería ser obligatorio, sino optativo, pues habrá quienes estimen que sí pueden desarrollar perfectamente su labor en más de una. Ahora, si alguno no pudiera cumplir en la segunda Comisión, es obvio que el peso de los hechos lo hará irse de ella.



Reitero no me parece correcto que a los miembros de las Comisiones de Hacienda y de Constitución que crean poder trabajar en otras adicionales se les impida hacerlo. Es indudable que ello tiene por objeto liberarlos de la obligación de pertenecer a dos Comisiones. Pero si alguno, legítimamente, de acuerdo con su bancada, desea participar en dos, tres o más de tales organismos técnicos porque así lo estima conveniente y ésa es la distribución que se hace en su respectiva sala, no se le debe prohibir. Lo que sí conviene es eximirlo del máximo que se señala.



En su momento espero concurrir a la Comisión Especial para explicar lo que he expuesto, porque considero insólito que se establezca la obligación a algunos Senadores de pertenecer, única y exclusivamente, a una sola Comisión. Si alguno de ellos quiere integrar otras y se halla en condiciones de cumplir su función en forma adecuada, bienvenido sea que lo pueda hacer.



Eso es todo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, seré muy breve, porque me sumo completamente a lo expresado por el Senador señor Espina.



Como al parecer esta tarde vamos a aprobar en general el proyecto de acuerdo y luego será factible formular indicaciones, quiero adelantar que, a mi juicio, la disposición discutida quedaría mejor redactada si se consignara que quienes integren cualquiera de esas dos Comisiones deberán pertenecer “en lo posible” a una Comisión, de manera tal que ojalá puedan dedicarse exclusivamente a una de ellas, en razón del recargo de trabajo que siempre tienen.



En consecuencia, la norma que se propone no puede ser obligatoria, por lo cual presentaremos la indicación pertinente al inciso final del artículo 1º.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, yo concurrí a la Comisión Especial y en principio aprobé el proyecto de acuerdo. Pero en definitiva no lo firmé, por cuanto, hecha una revisión por la bancada radical-socialdemócrata, concluimos que era necesario introducirle mejoras. Por lo tanto, finalmente no fue aprobado por unanimidad.



Hago esta aclaración, no sólo para explicitar el punto, sino, también porque ello me permitirá formular indicaciones cuando corresponda.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, en primer lugar, comparto el planteamiento de los Senadores señora Alvear y señor Espina. Me parece que cada uno de nosotros debe tomar la decisión de participar en una o más Comisiones, independiente de que sea la de Hacienda o la de Constitución, porque todas son importantes. Aquí no rige un principio jerárquico; no hay Comisiones de primera ni de segunda categoría. No podemos avalar ese criterio, pues no es sano.



En segundo término, será muy difícil ponerse de acuerdo si cada cual mira esto en función de su propio interés. 



Creo que la propuesta resulta razonable. Y, sólo para rebatir a mi amigo el Senador señor Horvath, debo manifestar que Bienes Nacionales tiene mucho más que ver, en una visión moderna, con la vivienda, el urbanismo y el ordenamiento territorial que con temas de medio ambiente. Y, además, es coherente en cierta manera con lo que van a ser las políticas del Ejecutivo.



En cuanto al medio ambiente, resulta muy difícil sectorizarlo y parcelarlo en un espacio determinado. Sería imposible, porque, como sostuvo con razón el Honorable señor Horvath, todo se halla relacionado con este tema.



El medio ambiente se encuentra ligado con algo fundamental, que son los riesgos a que están afectos los ciudadanos: lo atinente al agua; a la contaminación acústica, del suelo -por plaguicidas- o del aire; vale decir, todos los medios en los cuales nos desenvolvemos están radicados en la Autoridad Sanitaria (antiguo SESMA).



Por lo menos, ahí hay un foco -yo diría- que tiene alguna conexión con el órgano del Ejecutivo desde donde se plantean esos aspectos.



Señor Presidente, si no miramos el problema más allá de los intereses personales, será imposible calzar y adecuar las expectativas de cada uno de nosotros acerca de cómo debieran ser las Comisiones.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, sin duda, el debate sobre la fusión de Comisiones da cuenta de una cuestión más de fondo, esto es, la capacidad real que tiene el actual número de Senadores para acometer la carga legislativa proveniente tanto del Ejecutivo como de las mociones.



Por lo tanto, entiendo que ésta es una propuesta transitoria, toda vez que, de no mediar en el futuro y a corto plazo una modificación que permita que la Corporación se encuentre integrada por un número apropiado de Senadores, claramente no podremos enfrentar el volumen de trabajo que significa fusionar las Comisiones de Salud y de Medio Ambiente. Sólo en estas dos áreas mencionaré, a modo de ejemplo, las siguientes iniciativas: la reforma de la institucionalidad medioambiental; el proyecto sobre derecho de los pacientes, y toda la discusión sobre las isapres.



La experiencia en la Cámara de Diputados muestra que la Comisión de Medio Ambiente es independiente de la de Salud. Allá se da el caso de que la misma Secretaria, doña Jacqueline Peillard, atiende ambos órganos técnicos. Por lo tanto, existe complementariedad, pero no un trabajo único, pues estas dos entidades son de profundo contenido y de gran carga laboral.



En tal sentido, considero que este ritmo, sobre todo en las Comisiones que se han visto recargadas, va a llevar necesariamente a una incidencia negativa en la eficacia y calidad del trabajo legislativo. 



El problema de fondo debe ser abordado mediante las modificaciones y el debate político respecto del número adecuado de Senadores para una institucionalidad como la nuestra, independientemente del sistema a través del cual se los elija.



En consecuencia, tratándose de una transitoriedad, pero teniendo la experiencia de que lo transitorio termina siendo definitivo, será preciso poner mucha atención en las modificaciones, para cautelar lo que siempre se ha dicho: que el Senado realiza un trabajo de revisión, más detenido, que garantiza una buena legislación.



Comparto los argumentos del Senador señor Girardi. De fusionarse las Comisiones de Medio Ambiente y de Salud, la presión que implicará para ese nuevo órgano la excesiva carga laboral que deberá enfrentar atentará contra la calidad, eficiencia y agilidad del trabajo legislativo.



Por lo tanto, propongo revisar la propuesta. 



Yo concurrí al acuerdo en la Comisión porque estimamos indispensable someterla rápidamente al conocimiento de la Sala, donde augurábamos que iba a haber un gran debate, atendidas las particulares y, por supuesto, legítimas observaciones de los señores Senadores. 



Espero que se fije plazo para presentar indicaciones. Y más aún: como la cuestión está radicada sólo en una o dos Comisiones, creo posible hacer un esfuerzo, a través de los Comités, con el objeto de propiciar a lo más una o dos indicaciones, para aminorar el debate y no dispersar el centro de atención, que son las Comisiones que sí merecen observaciones. Sin  duda, algunas de ellas son las de Salud y de Medio Ambiente. Ignoro si hay otras. Pero hacer una discusión sobre toda la propuesta me parece excesivo.



Cada día que pase los proyectos tratados en estos órganos técnicos dificultarán aún más la fusión posterior, por lo relativo a la prioridad. ¿Qué vamos a discutir primero? Si están en trámite, por ejemplo, el proyecto que crea el Ministerio del Medio Ambiente y el que regula los derechos de los pacientes, ¿cuál de los dos tendrá preeminencia en una Comisión fusionada?



Siento que allí puede generarse un conflicto, pues la Comisión de Medio Ambiente, según entiendo, mantendría sus cinco Senadores en el nuevo órgano, pero no así la de Salud -y pido que se aclare ese punto-, lo cual acarreará problemas para resolver las prioridades de trabajo sobre iniciativas que se encuentran en tramitación legislativa.



Por lo tanto, no es menor buscar consenso para facilitar el trabajo y los acuerdos necesarios.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, si hay algo difícil de hacer, es el ejercicio que hemos intentado en la Comisión Especial: reducir Comisiones y tratar de que la carga de trabajo sea equivalente entre todos los Senadores.



Así, por ejemplo, algunos colegas, como la Honorable señora Alvear y el Senador señor Espina, con razón plantearon su inquietud respecto de la restricción que se aplicaría a quiénes integrarán los órganos técnicos de Hacienda y de Constitución.



El único criterio que ha operado no es el carácter jerárquico, sino el de la carga de trabajo.



Los antecedentes estadísticos sobre el funcionamiento de las referidas dos Comisiones son demasiado elocuentes a lo largo de estos 16 años: se ha mantenido la tónica del exceso laboral de ellas en comparación con las otras. En consideración a eso, se pensó en tal restricción, que ya fue debatida en la Comisión que estudió la reforma del Reglamento del Senado.



Pero se trata de una materia muy discutible.



Enseguida, respecto de las fusiones, en el debate habido en la Comisión Especial se ensayaron varias fórmulas. Algunos propusieron juntar tal con cual; otros, hacerlo así, y otros, asá. En realidad, hay ene criterios. Y es un trabajo extremadamente difícil.



Tratamos de mantener el criterio de la vecindad con los Ministerios para que no se destruyera. Por eso se propone fundir la Comisión de Economía con la de Pesca. Entiendo que alguien pueda considerar que son temas distintos y que tienen suficiente carga de trabajo; pero, por último, se trata de sectores productivos que están vinculados, desde el punto de vista del Gobierno, por la misma Cartera. Pero este criterio también puede ser rebatido, como ya lo ha hecho un Honorable colega, con argumentos perfectamente razonables.



Cuando oigo a algunos Senadores defender su punto de vista, les encuentro razón. Pero me pasa lo mismo cuando escucho a otros sostener lo contrario. Ello, porque no se trata de cuestiones en las cuales alguien tenga la verdad definitiva, pues éstas son materias provisorias.



Sin embargo, la decisión que debemos tomar se refiere a si vamos a reducir la cantidad de Comisiones, a propósito de la disminución del número de Senadores, para que haya una carga equivalente de trabajo que nos permita funcionar. Ésa es la decisión.



Hay otra alternativa: probar cómo operamos sin modificar nada. O sea, por qué no funcionamos durante seis meses con la actual estructura de Comisiones y con la distribución de carga de trabajo que ya convinimos. Ése es un camino. Veamos si funciona. A lo mejor no resulta necesario hacer cambios.



La otra opción es, previendo que esto nos complicará, aprobar la idea de legislar y en la discusión particular ensayar otra distribución de Comisiones. En fin, buscar nuevas fórmulas.



Sin embargo, debemos decidir qué camino tomamos. Me parece que existen muy buenas razones para una y otra alternativa. 



Personalmente, habiendo participado en la Comisión Especial y firmado el proyecto de acuerdo, no tengo inconveniente en suspender su tramitación y probar por un tiempo -seis meses, por decir algo- para ver si el Senado de 38 miembros funciona adecuadamente con su actual estructura. Porque, hasta ahora, el único problema lo constituye el traslapo de horarios: como existe un menor número de  Senadores, debemos participar en más Comisiones y muchos de nosotros nos complicamos con los horarios.



Pese a ello, creo que podemos hacerlo. 



Para evitar una discusión eterna, sugiero que mantengamos esta otra opción en el debate. No nos encerremos en la idea de aprobar el proyecto de acuerdo en general -después, en la discusión particular, nos podríamos embotellar- si acaso no tenemos la claridad y la decisión para achicar el número de Comisiones y reducir, de alguna manera, la carga de trabajo individual.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.-  Señor Presidente, coincido con los planteamientos del Senador señor Larraín en el sentido de que, tal como está, la iniciativa se halla en condiciones de ser aprobada en general, para después ser mejorada por la vía de las indicaciones.



A pesar de que yo también firmé el proyecto de acuerdo en la Comisión Especial, tal vez podríamos probar algunos meses -cuatro o cinco- y ver cómo funciona el Senado con el actual sistema. Y los porfiados hechos nos dirán si es aconsejable continuar de esta manera. Tenemos tiempo para ello.



Además, si bien quienes integraron esta Comisión Especial y acordaron la determinación propuesta pertenecían a distintos sectores políticos, cabe reconocer que el proyecto no se debatió con amplitud con los Senadores de las bancadas a las cuales se pretendía representar.



Repito: a lo mejor es posible funcionar con la actual estructura durante tres o cuatro meses y tal vez esa experiencia nos permita saber si debemos asumir con mayor velocidad un proyecto de esta naturaleza.



Coincido un tanto con el Senador señor Larraín, y aclaro que no hay una segunda interpretación en mi postura por haber sido firmante del proyecto de acuerdo. Muchas veces aquí se hacen luces con los planteamientos que realizan los diferentes sectores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, tras la lectura que hice de la proposición que nos ocupa, quería felicitar a los señores Senadores que trabajaron en ella, porque me parece que el proyecto de acuerdo resulta bastante razonable. Además, dar este paso constituye una necesidad.



Pero veo que surgen críticas, incluso de quienes participaron en la Comisión. Me tienta decir: "Si yo no estuve dentro de ella, me resulta difícil entregar una posición".



Por eso, deseo hacer dos o tres reflexiones.



En primer lugar, hoy día le Senado se compone de 38 miembros, y debemos abocarnos a esta realidad. La propuesta que se nos presenta resuelve eso y está bien planteada. ¿Para qué entramos en más detalles? La realidad es ésa. De ahí a que nos digan que la situación cambiará y que tendremos un Senado ideal de 50 ó 48 miembros puede pasar un año, dos años o quizás más.



Ésta es la realidad que debemos abordar, y eludirla no es el camino correcto: hay que enfrentarla.



Por lo tanto, correcciones más, correcciones menos, me parece que la proposición que se nos hace puede y debe funcionar.



En segundo término, deseo manifestar dos criterios centrales.



Aquí debe haber Comisiones permanentes. Más allá del parámetro que se ocupe -puede ser por ministerios o por áreas; eso se verá-, ellas deben existir. Y las que aquí se nos sugieren constituyen realidades a las que debemos hacer frente.



Yo no veo cómo se puede reemplazar, por ejemplo, la 3ª Comisión del proyecto, que es la de Constitución, Legislación, Justicia, Reglamento, Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía. ¡Es una realidad! Tampoco aprecio cómo sustituir la de Economía, Pesca y Acuicultura. Se podrá discutir si acaso es bueno que queden las tres áreas juntas, pero es un hecho que debemos abordar. Y así sucesivamente. 



En consecuencia, el esfuerzo que se ha hecho para dejar 16 Comisiones permanentes se ajusta a la realidad.



La segunda tesis que deseo sentar es la siguiente. 



Hay Comisiones mandadas -como es lógico- por su especificidad: la de Defensa se halla regida por la especificidad de la defensa nacional; la de Minería, por la especificidad propia de minería. Sin embargo, en los hechos debemos abordar proyectos que, además de tratar materias como las señaladas, dicen relación a finanzas públicas, a asuntos constitucionales o -como manifestó el Senador señor Horvath- a cuestiones medioambientales. Este aspecto accesorio forma parte de la  realidad que debemos estudiar.



En consecuencia, tales iniciativas tendrán que ser analizadas en la Comisión de Minería y también en la Hacienda; o en la de Defensa y también en la de Hacienda; o en la de Agricultura y, además, en la de Medio Ambiente.



En ese entendido, la fuerza de los hechos indica que no existen Comisiones más importantes que otras. Comparto el juicio del Senador señor Girardi: aquí todas las Comisiones son iguales; pero, por la fuerza de los hechos, algunas tienen más trabajo. Son y van a ser necesariamente las que, además de su materia específica propiamente tal, deberán que pronunciarse sobre otras, como sucede con la de Constitución, Legislación y Justicia, cuando debe analizar el aspecto legal o constitucional de iniciativas del área de la agricultura o la minería. Lo mismo ocurre con la Comisión de Hacienda. Y qué decir de la de Medio Ambiente, cuyo ámbito prácticamente entrecruza hoy en día todo lo relacionado con el tratamiento y explotación de los recursos naturales y su manipulación, en cualquiera de sus grados, en lo que afecte la salud de las personas. No es que esas tres Comisiones sean las  más importantes, sino que enfrentarán una mayor carga de trabajo, por la razón recién anotada. Por eso, me parece razonable que se establezca que los Senadores que las integran queden eximidos de participar en otras. Pero, en todo caso, ello debe decidirse de acuerdo con el resultado de los hechos. 



Algo similar ocurre con el Presidente del Senado. No cabe duda de que, por la majestad del cargo o por sus actividades, no puede estar sujeto al tratamiento normal de sus pares. No es que sea un Senador de mayor importancia, sino que su función posee una relevancia institucional que sobrepasa o excede la de los demás. Pero no podría tener tal investidura sin ser Senador. Y ahí está el sentido que nos iguala.



En consecuencia, señor Presidente, soy partidario de aprobar en general el proyecto, que me parece bueno, y de abrir un plazo para las indicaciones. Ahí veremos cómo nos vamos adecuando a esta nueva realidad. Ojalá que fuera distinta en un lapso breve y que, en lo posible, el número de Senadores correspondiera a las necesidades institucionales actuales del país y no a lo que a veces políticamente resulta.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, a esta altura del debate es posible deducir que el objetivo central tenido en vista al desarrollar este trabajo es la distribución de la carga de las labores que desempeña cada miembro del Senado.



Sin embargo, todo buen estibador ha de saber distinguir entre peso y volumen. Acá no se reparó en aspectos esenciales. A título de ejemplo, puedo señalar que la Comisión de Pesca incide en dos actividades económicas: la acuicultura y la pesca extractiva, las cuales, sumadas, representan el segundo renglón de exportación del país.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- El tercero.

El señor ÁVILA.- El tercero, corrige el Senador señor Zaldívar, quien puede hablar con mucha más propiedad que yo sobre la materia.



Como decía, la verdad es que, en este esfuerzo -que, por cierto, resulta sumamente valorable-, no se ponderó un conjunto de circunstancias que no pueden dejar de analizarse, por tratarse de la racionalización del trabajo legislativo en el Senado. Ya el Honorable señor Horvath mencionaba la relevancia que está adquiriendo en el país la cuestión medioambiental. Y se anuncian numerosos proyectos que necesariamente han de pasar por el tamiz del órgano de estudio correspondiente.



Se ha señalado que el intento de reducir las Comisiones responde a un factor que -ya se anticipaba- pesaría notablemente en todo el desarrollo de nuestra labor durante los próximos cuatro años. Pero los esfuerzos deben ir en aras de conseguir mejoras, rendimientos más efectivos y, desde luego, respuestas institucionales acordes con las necesidades y exigencias que plantea el desarrollo del país.



Me parece que sería una irresponsabilidad estancar quizás por cuánto tiempo iniciativas que revisten urgencia en sí mismas por las materias que abordan. Y, al estar asociadas a otras Comisiones, que también deben generar respuestas tan urgentes como las que señalo, a la postre sufriremos un retardo legislativo en asuntos bastante sensibles, lo cual, por supuesto, influirá en la relación del Parlamento con el Ejecutivo.



Por eso, considero que esta situación debe ser revisada muy a fondo. Y, por las diferentes opiniones aquí entregadas -que han ilustrado de manera muy eficaz un debate al cual, por cierto, no estamos acostumbrados-, nos resulta novedoso abocarnos a estas materias, porque han constituido parte del bagaje institucional de nuestra Corporación durante largo tiempo y por inercia se ha trabajado como hoy lo estamos haciendo; pero ello obedece también a una cierta lógica, a la que no puede escapar el análisis que realicemos al momento de efectuar una racionalización.



Por el momento, señor Presidente, y sin perjuicio de dar tiempo para la discusión de la propuesta, soy partidario de mantener la actual estructura de Comisiones y esperar un tiempo razonable para hacer una evaluación con mayores antecedentes acerca de la adaptabilidad que cada cual tenga en función de lo que hoy existe. Una vez conseguido algún resultado podríamos volver a la discusión de la materia.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, quiero manifestar mi alborozo por este debate. ¡Yo pensaba que sólo en el Partido Socialista las discusiones reglamentarias despertaban tanto interés! Pero advierto que no es así. 

El señor CHADWICK.- Hasta en la UDI lo están despertando.
El señor ESCALONA.- Eso me da un alivio bastante grato, señor Presidente.



Adhiero de alguna manera a las palabras del Senador señor Ávila en lo relativo a un asunto que al menos en mi Región no pasaría inadvertido. Porque allí, el último año, la acuicultura sobrepasó los 1.700 millones de dólares en exportaciones. De manera que ahora resultaría incomprensible que esa área quedara sin una instancia de estudio específico. Si el Senado decidiera eliminar su Comisión de Pesca, yo tendría que limitar mis viajes hasta Osorno. Porque, en realidad, la actividad pesquera es esencial para la zona, además de tener un impacto importante en todo el país. Se ha demostrado su gran significación. Al mismo tiempo, motivó, según se ha señalado, iniciativas que actualmente están en discusión. Y se van a enviar importantes proyectos de ley en el curso del próximo tiempo, según se ha anunciado.



De hecho, hace pocos meses, todas las candidaturas presidenciales manifestaron su compromiso con la necesidad, por ejemplo, de legislar sobre la pesca artesanal. Entonces, no encuentro una explicación razonable para subsumir  la Comisión de Pesca en la de Economía. O sea, en este caso, el cambio es inconducente.



Por mi parte, pregunto: después de tantos esfuerzos políticos para llegar a un acuerdo sobre la conformación de las Comisiones, que la Sala aprobó por unanimidad, ¿para qué modificar en lo que hubo consenso hace sólo 15 días? Ésa es la interrogante que surge.

El señor SABAG.- ¿Me permite la palabra, señor Presidente, para sugerir una moción de orden?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Hay tres inscritos para intervenir.

El señor SABAG.- Es que estamos todos de acuerdo.

El señor COLOMA.- ¡No!

El señor SABAG.- En general.

El señor LARRAÍN.- ¡No!

El señor SABAG.- ¿Ni siquiera en eso?



Su Señoría lo aprobó.

La señora MATTHEI.- Esto es como las contribuciones: todos pagan, pero nadie está de acuerdo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, del debate habido entiendo algo distinto de lo que piensa el Senador señor Sabag: una mayoría importante de la Sala está dispuesta a reflexionar más sobre la  eventual enmienda a la Comisión de Constitución, sin que ello suponga aprobar en general la iniciativa. Cuando esto último sucede, es porque hay concordancia en una línea de discusión.



Después de escuchar las intervenciones de distintos señores Senadores, uno puede concluir  que el proyecto genera más bien dudas, por lo cual pareciera mejor esperar y ver cómo funciona el sistema y luego analizar las adecuaciones que requiere.



Deseo referirme básicamente a dos principios, uno de los cuales es el relativo al realismo; el otro se refiere a la sinceridad con que debemos actuar respecto de los efectos políticos que el cambio implica -como lo acaba de decir el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra-, lo que, a mi juicio, es correcto.



Me parece que, desde el punto de vista del realismo, conviene ver primero cómo funciona el actual sistema. De alguna manera, ahora estaríamos anticipándonos en cuanto a una probable sobrecarga de trabajo en algunas Comisiones y, por tanto, el cambio, desde la perspectiva de una política pública, no sería necesariamente útil, dúctil y rápido. Es decir, estamos adelantándonos.



Pienso que, en esa lógica, el sentido común recomienda primero saber cómo funciona el sistema y dónde se producen los cuellos de botella, para después estudiar de qué manera ir a una afinación más exacta de él.



Algunas de las proposiciones, como la fusión de las Comisiones de Medio Ambiente y de Salud, son discutibles. No se trata de interferir el trabajo, sino de velar por hacerlo más eficiente.



Por consiguiente, a mi juicio, el espíritu que se advierte es esperar tres o cuatro meses con el objeto de ver cómo funcionan las Comisiones y luego activar el debate sobre la materia.



Si vamos a modificar las cosas, hagámoslo absolutamente bien.



Como es lógico, el cambio igualmente tiene algunas variables políticas, en las que está involucrado el segundo de los principios mencionados, referente a la sinceridad. Y, en tal sentido, estimo que, si tenemos la intención de introducir nuevas modalidades en la forma de constituir las Comisiones, también debemos considerar los efectos políticos que eso supone.



En cuanto a cómo se eligen los integrantes de las Comisiones, hasta ahora, en teoría, se ha hecho por la vía del voto acumulativo. En la práctica, siempre hemos llegado a acuerdos, aunque no exentos de nerviosismo ni de dudas sobre el funcionamiento de cada una de ellas.



Por eso, si vamos a efectuar un esfuerzo efectivo en términos de velar por que el sistema opere bien, también debemos, de alguna manera, sincerar la realidad y aplicar lógica en la composición permanente de las Comisiones, que es la proporcionalidad. El que no exista esa lógica ha dificultado en muchos aspectos su adecuado quehacer al inicio de cada legislatura.



Por tanto, pese a compartir lo planteado por diversos señores Senadores en cuanto a esperar que funcionen las Comisiones antes de modificarlas, estimo fundamental entender desde ya que, si somos realistas, también debemos sincerar realidades, pues institucionalmente nadie puede prever cómo va a funcionar en el futuro el Senado ni qué pasará en tres o cuatro años más.



Si apreciamos realmente nuestra Corporación, debemos tratar de superar los asuntos que van quedando pendientes legislatura tras legislatura, los cuales se arreglan, muchas veces, a última hora y no siempre bien.



En consecuencia, creo interpretar a muchos señores Senadores en cuanto a que, en relación con la iniciativa en debate, lo mejor es postergar su despacho y tratar de acumular experiencia, lo cual es muy importante en la vida.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- A propósito de la experiencia, señor Presidente, tengo la impresión de que no siempre ella es una compañera que vaya  al lado nuestro para resolver bien las cosas.



Cabe recordar que hace exactamente tres años discurríamos  acerca de cómo dividir la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. Se pensaba que lo lógico era dejar Constitución y Legislación, por un lado, y Justicia y Reglamento, por otro. Y ahora sucede que se propone agregarle Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



Entiendo  que quienes integran ese órgano de estudio también deseen participar en  otras Comisiones. Pero aquélla y la de Hacienda -algo nos enseña la experiencia-, en la práctica, la mayor parte de las veces tienen que rever los proyectos provenientes de otras, los que, a su vez,  deben analizarse de nuevo si vuelven a ellas.



A mi juicio, quienes pertenezcan a las Comisiones de Hacienda y de Constitución, Legislación, Justicia, Reglamento, Ciudadanía, Nacionalidad y Derechos Humanos no tendrán otra alternativa que ejercer sólo en ellas sus funciones, a fin de que puedan realizar un trabajo serio.



Por otra parte, echo de menos que en el Reglamento o, tal vez, en un apartado de él no se haya incluido lo referente a algo que estamos haciendo prácticamente en clandestinidad, aunque la época de ésta ya pasó. Me refiero a que debemos acordar definitivamente que las Comisiones sesionen también los lunes y jueves, ya que algunas lo hacen una  vez a la semana -digámoslo francamente-, por una hora y media o dos horas, lo que no es aceptable. Debiéramos disponer que igualmente lo hagan esos días y que cada Senador integre como mínimo dos. Creo que tal mecanismo permitiría resolver, entre lunes y jueves, eventuales atochamientos, como consecuencia de la proposición hecha.



Pienso que la Comisión Especial ha realizado un gran esfuerzo. Por cierto, es discutible lo relativo a las Comisiones de Pesca, de Bienes Naciones y de Medio Ambiente. Pero, en mi opinión, debemos avanzar y no retroceder, máxime cuando, como producto de situaciones que todos conocemos, resulta absolutamente difícil que funcione adecuadamente el Senado.



Por lo tanto, propongo que los miembros de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y de Hacienda hagan el esfuerzo de trabajar exclusivamente en cada una de ellas. Después veremos la manera de redactar la norma correspondiente. 



Del mismo modo, sugiero que, en definitiva, sinceremos lo atinente al funcionamiento del Senado y digamos que los lunes, martes, miércoles y jueves será obligatorio que él trabaje.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Romero.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, pienso que este debate no debiera desembocar necesariamente en una especie de declaración de estado de emergencia nacional o de asamblea, pues sólo se trata de una materia que dice relación a cómo vamos a funcionar.



En mi concepto, debemos darnos un espacio de reflexión, porque en la práctica desagregamos esta parte de la propuesta de modificación de todo el Reglamento, por lo que resulta fundamental para la Sala conocerla y analizarla.



Junto con coincidir con el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra, deseo recordar lo planteado por mí cuando dejé la Presidencia de la Corporación, en el sentido de que, en mi concepto, el Senado necesitaba trabajar más. Y ésta es una realidad que se irá imponiendo en la medida en que hagamos camino al andar.



Sin embargo, si queremos ser pragmáticos y realistas en esta materia, hemos de mirar lo del Reglamento en forma global. Porque no debiéramos dejar de lado, por ejemplo, lo que tiene que ver con los tiempos de que disponemos para intervenir. En el primer discurso podemos usar de la palabra hasta por 15 minutos. Ahí está el reloj control. Para tranquilidad de Sus Señorías, ahora no los voy a usar. Pero, si alguien quisiera hacerlo, reglamentariamente estaría en su derecho. De modo que no me parece razonable que nos preocupemos sólo de una parte del Reglamento, pues debemos hacerlo en su totalidad.



Propongo concretamente que la Sala acuerde que esta materia vuelva a la Comisión Especial, con el encargo de que las observaciones de los señores Senadores sean hechas llegar como una suerte de indicación -por así decirlo- ex oficio, para así tenerlas presentes, y en seguida efectuar un análisis y despachar esta materia. Porque el debate de todas las modificaciones reglamentarias está prácticamente terminado.



Entonces, una vez que tengamos esas indicaciones, revisadas a la luz de los antecedentes planteados, podremos entregar al Senado una propuesta integral respecto de las modificaciones al Reglamento.



Pareciera ser lo más razonable.



Hoy día siento que no hay un espacio de acuerdo para tomar una decisión. Creo que cometeríamos un error si presionáramos sobre el particular. 



Por tal razón, planteo derechamente que esta materia vuelva a la Comisión -soy uno de sus miembros-, con el objetivo de que lo señalado sea parte de la propuesta global de modificación del Reglamento, que se halla virtualmente en sus últimos trámites. Nosotros podríamos hacernos cargo de revisar esta materia, de acuerdo con lo que hemos escuchado en la Sala.



Ésta es mi proposición concreta, a objeto de abreviar el debate.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Longueira, último inscrito.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, quiero sumarme a quienes han pedido que este asunto vuelva a la Comisión Especial para un mejor análisis.



He escuchado acá algunos argumentos que no sé en qué se fundamentan.



Ante todo, se dice que lo propuesto acrecentaría la carga legislativa. Me parece que fusionar Comisiones no tiene por qué necesariamente incrementar esa carga, toda vez que ella aumenta en función de los proyectos que ingresen, de las mociones que elaboramos. Por lo tanto, lo único que haría el fusionar las Comisiones sería mejorar la estructura horaria con que estamos funcionando.



Ahora, estimo súper importante, para los efectos de la opinión pública, no argumentar que la Corporación no puede trabajar con 38 Senadores. Lo que sucede es que estamos poniendo una restricción, que no es menor, al circunscribir el trabajo legislativo a dos días. En realidad, causaría bastante hilaridad en el país dicho razonamiento. Y de repente parecía que estábamos discutiendo el cambio del sistema binominal, pues algunos decían: “Bueno, esto va a ser medio transitorio”.



Eso no está tan claro. Es otra discusión.



Pero no me parece que el argumento que se sustente aquí sea que el Senado no puede funcionar con 38 miembros, toda vez que le es perfectamente posible hacerlo. Creo que opera bastante mejor con 38 que con 50. A quienes venimos de la Cámara Baja, integrada por 120 Diputados, nos parece mucho más grato el trabajo legislativo acá, con sólo 38 Senadores.



Por consiguiente, no considero válido dicho argumento. Y no ayuda a prestigiar la labor legislativa el señalar que el Senado no puede funcionar con el número actual.



Propongo que no demos el salto de fusionar automáticamente cuatro Comisiones. Obviamente, algunas tienen relevancia, y es difícil -porque ya estamos instalados en ellas- que los Parlamentarios dejen de pensar en los temas que les interesan en las Comisiones que participan. Es más fácil fusionar dos que tengan menos trabajo y después seguir con otras; es decir, actuar en forma más paulatina. A lo mejor fusionamos dos y no las cuatro que se pensaban.



Sin embargo, el problema radica en que, al integrar tres Comisiones -pienso que ocurre con la inmensa mayoría de los Senadores-, estaríamos limitados en cuanto a horarios. Y es lo que tratamos de resolver al fusionar dos. Por eso, quizás debiéramos avanzar en las más obvias, más fáciles, y no en las más emblemáticas, como son las de Salud y de Medio Ambiente. Puede ser que las propuestas sean complejas en algunos casos. Por eso, a mi juicio, es mejor ir fusionando de a poco. 



Ahora, no tiene por qué haber una relación estricta entre los Ministerios y las Comisiones. Está claro que, si se fusionan dos o tres Secretarías de Estado, tendrán que encasillar los proyectos en las Comisiones que aquí establezcamos. De hecho, se produjo una reducción de Ministerios en el pasado, cuando se nombraron triministros, y no necesariamente -al menos en la Cámara de Diputados- hubo una disminución automática o eliminación de Comisiones. No se fusionaron las tres Comisiones involucradas. 



Por lo tanto, no me parece que tenga que ser una a una la relación Ministerio-Comisión. Lo importante es que logremos funcionar en los días que hemos fijado.



Lamentablemente, la opinión pública percibe que los días en que no estamos aquí no hacemos nada. Y, en verdad, uno trabaja harto más en esas ocasiones.



En representación de los Senadores nuevos, pido que no nos cambien las condiciones con las cuales postulamos: la Cámara Alta sesionaba martes y miércoles, a diferencia de la Cámara de Diputados, que lo hacía tres días.



Yo trabajo seis días a la semana, bastante más que muchos chilenos. Pero, desgraciadamente, la gente tiene una opinión distinta de la nuestra. Por eso, no me parece válido abonar esa imagen y decir que no podemos legislar con 38 Senadores, porque, sin duda, nosotros mismos nos estamos colocando otras limitaciones.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Señores Senadores, si me lo permiten, deseo hacer un pequeño comentario.



Nosotros, como Mesa, hemos incentivado esta discusión precisamente por la demanda que ha provenido de todos los Comités. En todas las reuniones de Comités, siempre se ha planteado el tema. Ayer, justamente, en varias Comisiones hubo topones.



Conocemos perfectamente la experiencia durante estos 16 años. Es decir, también hay que modificar el Reglamento.



Si no hubiere objeción, podríamos dar plazo hasta el 17 del mes en curso para presentar indicaciones; y que la Comisión siga trabajando. Estamos conscientes de que tenemos un problema.



Fui Presidente de la Comisión de Obras Públicas. Y funcionábamos conjuntamente con la de Transportes. Nunca pudimos sesionar a la misma hora, porque la Secretaría era la misma. Entonces, hay casos en que se puede ir avanzando sin crear mayores conflictos.



Además, la Comisión debe continuar con su labor, porque tiene que estudiar el texto del nuevo Reglamento que entregó la Mesa anterior.

El señor ORPIS.- ¿Se entiende que se volvería a discutir esta materia en la Comisión?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Así es, señor Senador.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Volvería a Comisión para un nuevo informe, fijándose como plazo para formular indicaciones el 17 del mes en curso.

.El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Si le parece a la Sala, se procederá en los términos señalados.



--Así se acuerda.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, comparto plenamente lo que ha señalado. Me parece un buen camino.



Ahora, no sé si es procedente señalar lo siguiente: tal vez en el trabajo de la Comisión Especial que va a modificar la materia en análisis podría incluirse, si no tiene contemplado tratarlo, el cambio del horario de trabajo de la Corporación.



Todos los señores Senadores que he escuchado han planteado que ésa es una de las soluciones o, por lo menos, uno de los temas que es preciso introducir.

El señor LONGUEIRA.- ¿De la Sala, Su Señoría?

El señor RUIZ-ESQUIDE.- De la Sala y de las Comisiones.



Es decir, tiene que ver con la forma como lo estamos haciendo ahora, en que sesionamos los martes y miércoles por la tarde.



Hay muchos señores Senadores -y comparto la idea- que piensan que probablemente debamos aumentar el número de horas de trabajo en la Sala, y tal vez en las Comisiones, con el objeto de evitar tanto topón.



Quizá, podemos discutir mejor las cosas. No se trata de reducir la duración de los discursos en las sesiones, sino de contar con el tiempo necesario para intervenir, sin que signifique hacerlo in aeternum.



Y, por último, también creo que hay un problema vinculado con la imagen del Senado. Y, a este respecto, no estamos presentando bien a la Corporación.



Creo que el Honorable señor Longueira fue quien señaló que mucha gente estima que después del trabajo que realizamos acá no hacemos nada más. Y eso no es bueno.



Entonces, lo único que pediría es que el tema a que hice mención pudiera verse en la Comisión para que introdujera esta alternativa en su informe.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se procederá del modo indicado.



Acordado.

--------------
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, antes de que iniciáramos este debate, había solicitado la palabra para referirme a un asunto relativo a la Cuenta.



Se envió a las Comisiones de Hacienda y de Trabajo el proyecto de ley que reajusta las pensiones menores de 100 mil pesos (las mínimas y las asistenciales) cuya urgencia fue calificada de “discusión inmediata”.



Ahora bien, es nuestro deseo -y esto se habló con el Senador señor Ominami, Presidente de la Comisión de Hacienda- que las referidas Comisiones puedan trabajar unidas para elaborar el correspondiente informe dentro de los plazos reglamentarios y contar con él el próximo martes.



Sin embargo, dicha proposición requiere el acuerdo de la Sala 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, yo me opongo a ese planteamiento, porque no veo ninguna justificación para que la iniciativa tenga urgencia de “discusión inmediata”. Me parece que ése es un plazo absurdo para un proyecto de tal envergadura. Además, no se ocasionará ningún perjuicio a los beneficiarios al fijarse un lapso más extenso, por cuanto ya se encuentra establecida la fecha en que recibirán el aumento.



En consecuencia, en bien de la labor legislativa, creo no se justifica tratar la iniciativa con esa urgencia y que deben cumplirse los trámites respectivos. 



Soy miembro de la Comisión de Trabajo, y me gustaría que el proyecto fuese analizado por ella y que después pasaran a la de Hacienda los artículos correspondientes.



La verdad es que el Ejecutivo no debería hacer mal uso de las urgencias. Muchas veces se nos critica que legislamos mal, que no discutimos bien, que no escuchamos a la gente. Y, en este caso, no observo ninguna razón para que una iniciativa de esta importancia sea tramitada con una urgencia que obliga al Senado a despacharla en tres días hábiles.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, sin perjuicio de nuestras opiniones acerca de la facultad constitucional que compete al Ejecutivo para determinar las urgencias, debo precisar que ella ya se encuentra fijada. En tal virtud, entiendo que los referidos órganos técnicos deberán sesionar fuera de los horarios habituales. La razón de que el asunto vaya a Comisiones unidas -en eso consiste la propuesta- es evitar que la Comisión de Trabajo sea citada el lunes en la mañana.



Allí radica la única diferencia.



La idea consiste en facilitar la labor de los señores Senadores. Pero si no hay acuerdo, tendré que convocarla a la hora que corresponda. Como la Comisión de Hacienda fue citada para las 3 de la tarde del próximo lunes, la de Trabajo deberá estudiar el proyecto antes. 



Repito: la sugerencia de que sea tratado en Comisiones unidas tiene por objeto simplificar nuestra labor.



Por eso, señor Presidente, por su intermedio, solicito al Honorable señor Longueira que procure entender que la proposición es para facilitar el trabajo de los señores Senadores, puesto que algunos tienen dificultad para sesionar el lunes en la mañana. 



Estoy tratando -insisto- de facilitar las cosas para que no se generen topones. Lo relativo a la urgencia no depende de esta Corporación.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, considero muy importante que el Ejecutivo sienta que debe poner urgencia a los proyectos, pero otorgando plazos suficientes para escuchar y debatir. Por lo tanto, si los Parlamentarios oficialistas siempre van a estar allanando el camino para que el Gobierno utilice una urgencia que carece de toda justificación, la verdad es que nunca habrá un cambio de espíritu en tal sentido.



A mí lo que más me gustaría -pienso que nadie desea postergar la iniciativa de manera innecesaria- sería que pudiese existir un plazo suficiente para discutir, toda vez que ello no ocasionará ningún perjuicio a los beneficiados.



Por lo tanto, mantengo mi posición, que es la que siempre he sustentado. 



Me parece que la urgencia de “discusión inmediata” debe usarse en forma excepcional. Y no veo fundamento alguno para que este proyecto sea tramitado de la manera como lo hizo la Cámara de Diputados, lo cual, obviamente, genera un malestar en todos los Parlamentarios. 



A mi juicio, ésas son las cosas que desprestigian al Congreso frente a la opinión pública. Porque muchas veces uno observa en los medios de comunicación -ha ocurrido en forma reciente con las tarifas de las concesionarias- que nos cargan responsabilidades, en circunstancias de que no tenemos ninguna. En nuestro país se ha convertido en hobby el responsabilizar al Congreso, a los Senadores y Diputados, de las malas legislaciones o de problemas que muchas veces son propios del Ejecutivo.



En consecuencia, señor Presidente, aunque parezca desagradable, no daré mi venia a la proposición planteada, por cuanto me parece que es el Ejecutivo el que debe modificar su criterio y no nosotros.

El señor LETELIER.- Entonces, tendré que citar a la Comisión para el lunes en la mañana.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, está claro  -y esto lo discutimos en la reunión de Comités- que a todos nos importa que el proyecto se encuentre despachado antes del 1º de mayo, que sea ley en esa fecha. Por consiguiente, si es posible hacerlo dentro de ese tiempo, me parece bien.



La propuesta formulada tiende a facilitar la labor parlamentaria. El acuerdo adoptado -que fue ratificado por los Comités- es que todos aspiramos a que la iniciativa se transforme en ley a partir del 1º de mayo, con el objeto de que las personas puedan recibir desde esa fecha los beneficios que en ella se establecen. Si eso se conserva, ¡extraordinario!



Ahora, si las diferencias en los ritmos del trabajo legislativo complicaran el despacho del proyecto, ese criterio podría cambiar. Pero si mantenemos el espíritu de sacarlo en esa fecha haciendo los esfuerzos necesarios, sería extraordinariamente positivo, porque nos compromete a todos.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, estimo que lo expresado por el Senador señor Longueira es bastante claro: debemos hacer bien nuestro trabajo legislativo. Me parece que tenemos que ayudar a respetar los fueros del Senado. Además, no se atrasará el despacho de la iniciativa por el hecho de tratarla el próximo martes.



No sé si ya ingresó a la Cámara Alta…

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se dio cuenta de ella, señor Senador.

El señor LARRAÍN.- Siendo así, es factible constituir las Comisiones. Éstas pueden funcionar mañana y el lunes, y el proyecto quedará despachado en la sesión del próximo martes o a más tardar el miércoles.



Por lo tanto, no veo que haya dificultad en tal sentido.



Pido tener cierta cordura y respetar los fueros del Senado.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¿Retira la moción el Honorable señor Letelier? De lo contrario, habría que votarla.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, la retiro, en el entendido de que habrá que citar a la Comisión de Trabajo para que sesione el próximo lunes antes de las 3 de la tarde. 



Sólo estaba tratando de facilitar las cosas al Honorable señor Allamand, quien tiene un compromiso para ese día en la mañana. Pero como mi planteamiento no ha contado con la comprensión de Sus Señorías, convocaré al referido órgano para el lunes, probablemente, a las 9.



Gracias, señor Presidente.

El señor LONGUEIRA.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, no deseo que en esta Sala quede la impresión de que uno no facilita las cosas.



Por eso, pido al Honorable señor Letelier que plantee al Ejecutivo el retiro de la urgencia y que posteriormente la reponga, a fin de disponer hasta el jueves de la próxima semana para estudiar el proyecto.



El Ejecutivo es el que no facilita las cosas al poner una urgencia absurda para discutir una iniciativa legal de esta envergadura. No somos nosotros. Por consiguiente, no podemos aparecer aquí como que no estamos haciendo un gesto de colaboración. ¡No! Las cosas absurdas son absurdas para el que tiene la facultad de colocar las urgencias.



Yo soy absolutamente partidario de que el Ejecutivo establezca las urgencias, salvo en los períodos electorales, porque las usa para estos objetivos. No tengo inconveniente en que lo haga al menos durante esta etapa. 



En todo caso, no somos nosotros los responsables de no facilitar las cosas.



Para los Senadores oficialistas es bastante más simple pedir al Ministro de Hacienda que nos otorgue un plazo hasta el próximo jueves, y el proyecto quedará despachado antes del 1º de mayo, como es el deseo del Ejecutivo y de nosotros.

El señor OMINAMI.- ¿Cuándo vence la urgencia?

El señor MUÑOZ BARRA.- Este sábado.

El señor SABAG.- Señor Presidente, ¿el Honorable señor Letelier retiró la petición?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Sí, señor Senador.

El señor OMINAMI.- Perdón, señor Presidente. Creo que de todas maneras, por lo que me acabo de informar, habrá que solicitar al Ejecutivo el retiro de la urgencia y que la haga presente de nuevo, pues ella vence el sábado.

El señor LARRAÍN.- ¡Lógico! A lo absurdo, nadie está obligado.

El señor OMINAMI.- Pero igual se debe pedir el retiro de la urgencia y que después se reponga.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Bien, continuamos con el siguiente punto.

REGULARIZACIÓN DE CONSTRUCCIONES EN

INMUEBLES DESTINADOS A JARDINES INFANTILES

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Conforme a lo acordado por la Sala al comienzo de esta sesión, corresponde tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que faculta para regularizar construcciones en inmuebles donde funcionen jardines infantiles, en el plazo que se indica, con informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4088-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 3ª, en 21 de marzo de 2006.


Informe de Comisión:


Vivienda, sesión 5ª, en 5 de abril de 2006.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Señores Senadores, el objetivo principal de esta iniciativa es el establecimiento de un procedimiento excepcional para que los propietarios o meros tenedores de los inmuebles en que funcionen jardines infantiles cuyas edificaciones o ampliaciones hayan sido construidas antes del 31 de diciembre de 2005, con permiso de edificación o sin él, y que no cuenten con recepción definitiva puedan regularizar esta situación dentro del plazo de dos años, contado desde la publicación de la ley.



La Comisión de Vivienda y Urbanismo deja constancia en su informe de que los Comités la autorizaron para discutir el proyecto en general y particular a la vez, y de que fue aprobado tanto en general cuanto en particular por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señores Cantero, Longueira, Naranjo, Pérez Varela y Sabag), en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.



El texto de la iniciativa se transcribe en la parte pertinente del informe.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general la iniciativa.



Ofrezco la palabra al Senador señor Sabag, Presidente de la Comisión de Vivienda y Urbanismo.

El señor SABAG.- Señor Presidente, este proyecto es muy simple y, como lo manifestó el señor Secretario, fue aprobado ayer en forma unánime por los miembros del referido órgano técnico.



La urgencia para el despacho de la iniciativa deriva -lo manifestó ayer la Ministra de Vivienda- de que la falta de regularización en los jardines infantiles perjudica a alrededor de 75 mil preescolares sólo en los pertenecientes a la Fundación Integra, pues, debido a que estudian en establecimientos a los que no se les reconoce la calidad de tales por no tener los permisos municipales correspondientes, no pueden acceder a los seguros de accidentes personales.



A lo señalado por el señor Secretario, estoy en condiciones de agregar que, para que las edificaciones respectivas sean regularizadas, deben cumplirse los siguientes requisitos:



a) Que no se hubiesen presentado reclamaciones de los vecinos por incumplimiento de las normas urbanísticas vigentes;



b) Que se hubiere cumplido con las normas de seguridad contra incendios contempladas en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, y



c) Que no estuvieren emplazadas en áreas de riesgo ni en aquellas declaradas de utilidad pública por el instrumento de planificación territorial.



Otro de los objetivos es eximir del pago de derecho de edificación las regularizaciones acogidas a la ley en proyecto.



Por último, la iniciativa establece normas de procedimiento ante la Dirección de Obras Municipales, de manera que, si este organismo no se pronuncia dentro del plazo de 90 días, contado desde la presentación de la solicitud, ésta se tendrá por aprobada.



Señor Presidente, el proyecto en debate ha recibido aprobación unánime en todos sus trámites. El Ejecutivo necesita que se despache con suma urgencia. La Comisión, en consecuencia, pide a la Sala dar su asentimiento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, en principio, no me agrada una “ley del mono” para regularizar la situación del espacio físico donde se atiende a niños de una edad tan delicada y que requieren el mejor entorno, el mejor ambiente y, por supuesto, los mejores profesionales.



Me correspondió en una oportunidad visitar, junto con un señor Diputado, el sector de La Florida. Recorrimos una gran cantidad de jardines infantiles. Había algunos de verdad deprimentes; se trataba de espacios de 2 por 3 metros, sin ventanas, sin patios.



Ahora bien, esos establecimientos se abren como una manera de ayudar económicamente a personas que se dedican a cuidar niños de muy corta edad. Es decir, se trata de inmuebles sin ninguna condición desde los puntos de vista pedagógico, incluso sanitario, etcétera. Y la situación no se refiere sólo a lugares físicos que carecen de condiciones adecuadas, sino además a personal sin ninguna idoneidad.



Insisto: se trata de una prestación de servicios. Porque también existe la realidad de muchas madres que trabajan, en especial en los sectores populares, y que no disponen de los recursos indispensables para pagar por el cuidado de sus hijos. Por tanto, se crea un problema de tipo social, económico.



Por eso miro con mucho interés el anuncio del Gobierno en orden a establecer una política de obligatoriedad para la educación preescolar, que va a determinar recursos y una estructura moderna, como corresponde a un país que desea mejores resultados en su educación y en su capacitación.



Por cierto, la iniciativa en discusión no va a solucionar los problemas de los 75 mil niños de que se trata, por una razón bien concreta: ésta es la ampliación de una ley anterior que entregó estas mismas posibilidades. Y no me cabe ninguna duda de que los lugares donde estudian esos preescolares no reunieron de ninguna manera las condiciones que establece la iniciativa, las que, en buena hora, son muy fuertes y -yo diría- respetables en cuanto a exigencias.



Como uno de los elementos a considerar, se señala que, por no estar regularizada la situación de dichos jardines infantiles, los 75 mil preescolares en referencia no pueden postular al seguro escolar que beneficia a una gran cantidad de niños a lo largo del país.



Voy a entregar mi voto favorable. Sin embargo, estoy absolutamente seguro de que las municipalidades no van a poder extender los permisos -otro objetivo central de la iniciativa- y quedará una gran cantidad, quizás superior al 50 por ciento, que no va a cumplir las condiciones. Entonces, tendrá que prepararse el Ministerio respectivo para ver cómo solucionará el problema de los establecimientos que, a pesar de la buena disposición del proyecto, no podrán regularizar su situación.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Los Senadores de la UDI vamos a respaldar esta iniciativa, que -entiendo- se encuentra dentro de las 36 medidas de la Presidenta de la República para sus primeros 100 días de gobierno. Por lo tanto, con gusto concurriremos a que se cumpla una de ellas.



La verdad es que el proyecto amplía un plazo que ya existía. Y, tal como se ha dicho, su urgencia radica en que hoy todos los menores de que se trata no tienen seguro escolar, pues el reglamento pertinente dispone que, para que éste opere, los establecimientos deben contar con los permisos de construcción, de los que carece la gran mayoría de ellos.



Por lo tanto, se prorroga un plazo que ya tuvieron, de dos años. Y es importante señalarlo, pues lo más probable es que en el 2008 discutamos otro proyecto de prórroga por otro par de años.



Entonces, dejemos constancia en la historia de la ley en proyecto de que ésta es la prórroga de un plazo de dos años que ya se tuvo para cumplir los requisitos en comento.



Señor Presidente, nos vamos a sumar a la aprobación de la iniciativa precisamente por el problema que existe hoy con los niños que carecen de cobertura de seguro escolar.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, como se ha señalado, lo que se busca es prorrogar el plazo para regularizar construcciones en inmuebles donde funcionan jardines infantiles, a fin de permitir el acceso al seguro escolar contra accidentes.



Contrariamente a la preocupación de un Senador que me antecedió, pienso que se persigue regularizar la situación de establecimientos que ya están funcionando.



Desde esa perspectiva, el proyecto dispone una serie de requisitos. Por ejemplo: plano de ubicación; plantas de arquitectura; planos de estructuras; certificado de dominio vigente de la propiedad; informe técnico de un profesional arquitecto o ingeniero civil sobre el estado estructural del edificio; certificado de higiene ambiental; descripción de instalaciones de electricidad, agua potable y alcantarillado; informe de un profesional competente sobre las condiciones generales de seguridad contra incendios y de evacuaciones de personas.



Y se incorporan otros elementos: cumplimiento de normas de seguridad contra incendio de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones; que el inmueble esté de acuerdo con las normas urbanísticas vigentes, etcétera.



En definitiva, se persigue precisamente que se regularice y que se sometan a la ley establecimientos que hoy están funcionando de hecho.



Ojalá la ley en proyecto permita solucionar de una vez por todas el problema y no tengamos que establecer nuevas prórrogas.



Señor Presidente, Renovación Nacional expresa su votación a favor de la iniciativa.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará la idea de legislar.



--Se aprueba en general el proyecto; por no haberse formulado indicaciones, se aprueba también en particular, y queda despachado en este trámite.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

--------------


--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor BIANCHI:



A la señora Ministra de Planificación y Cooperación, solicitándole INFORMACIÓN SOBRE EXISTENCIA DE ESTUDIOS PARA REGIONALIZACIÓN DE TABLA DE EVALUACIÓN DE FICHA CAS O FICHA FAMILIA; al señor Ministro de Obras Públicas, requiriéndole antecedentes en cuanto a ESTADO DE PROYECTO DE AMPLIACIÓN DE PASO KIRKE, EN PROVINCIA DE ÚLTIMA ESPERANZA, y a ESTUDIO DE AMPLIACIÓN DE PUERTO EN COMUNA DE PUERTO NATALES; a la señora Ministra de Salud, pidiéndole información acerca de ALCANCES BENÉFICOS DE PROYECTO DE AMPLIACIÓN DE HOSPITAL DE PUERTO NATALES; al señor Ministro de Agricultura, consultándole si se consideran CAMBIOS EN POLÍTICAS DE DISTRIBUCIÓN DE INGRESOS GENERADOS POR PARQUES NACIONALES; y a la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, requiriéndole información sobre MONTOS DESTINADOS A SUBSIDIOS DE AGUA POTABLE Y GAS EN REGIÓN DE MAGALLANES EN PERÍODO 2000-2006 y solicitándole antecedentes acerca de RECURSOS PARA PROGRAMAS DE EMPLEO EN PUERTO NATALES DURANTE 2006 Y RAZONES DE EVENTUAL DISMINUCIÓN RESPECTO DE 2005 (los cinco últimos, de la Duodécima Región).



Del señor CANTERO:



A los señores Contralor General de la República y Gerente de AFP Cuprum, referentes a PROBLEMAS CON PENSIÓN Y DESAHUCIO DE DON JOSÉ DELAIGUE ZAMORANO (Segunda Región); al señor Subsecretario de Telecomunicaciones, solicitándole ADOPCIÓN DE MEDIDAS PARA IMPLEMENTACIÓN DE TELEFONÍA E INTERNET EN ESCUELAS DE MORRILLOS (Cuarta Región); al señor Superintendente de Seguridad Social, requiriéndole información sobre ESTADO DE APELACIÓN DE DON JUAN CORTÉS BARRAZA RESPECTO DE INDEMNIZACIÓN POR AÑOS DE SERVICIO (Segunda Región); a la señora Contralora Regional de Valparaíso, pidiéndole ESTUDIO DE ANTECEDENTES SOBRE SOLICITUD DE DOÑA GUILLERMINA ORELLANA MORÁN RELATIVA A CALIFICACIÓN; a las Secretarías Ministeriales del Trabajo y de Salud de la Segunda Región, con respecto a RESOLUCIÓN 3982 DE SERVICIO DE SALUD ANTOFAGASTA; a la Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales de Antofagasta, atinente a EVENTUAL ADQUISICIÓN DE TERRENO PARA IMPLEMENTACIÓN DE MINICLUB DE RODEO EN TOCOPILLA; y al señor Director Nacional del Instituto de Normalización Previsional, solicitándole antecedentes  sobre APELACIÓN DE DON FRANCISCO ONEL RODRÍGUEZ EN CUANTO A CÁLCULO DE SU PENSIÓN.



Del señor GARCÍA:



Al señor Contralor General de la República, pidiéndole información sobre CALIDAD JURÍDICA DE CONTRATOS DE TRABAJO Y LEGALIDAD DE DESPIDO DE FUNCIONARIOS DE LICEO EX MANUEL DE SALAS (Región Metropolitana) y ESTADO DE PRESENTACIÓN DE ALCALDE DE CARAHUE, y solicitándole REMISIÓN DE ANTECEDENTES EN FORMATO ELECTRÓNICO. Al señor Ministro de Obras Públicas, pidiéndole antecedentes acerca de ESTADO DE EJECUCIÓN DE PROYECTOS DE VIALIDAD DE NOVENA REGIÓN y requiriéndole URGENTE REPOSICIÓN DE DEFENSAS DE RIBERA IZQUIERDA DE RÍO TOLTÉN. Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, solicitándole PRONUNCIAMIENTO SOBRE INSTALACIÓN DE ANTENA DE TELEFONÍA CELULAR EN VILLARRICA. Al señor Subsecretario del Interior, planteándole APORTE EXTRAORDINARIO PARA DOTAR DE ANTENA A CUERPO DE BOMBEROS DE TOLTÉN.  Y al señor Presidente del Directorio de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, solicitándole COMPLEMENTACIÓN DE RESPUESTA A OFICIOS RELATIVOS A DENUNCIAS SOBRE ABUSOS EN LICITACIÓN Y COMPRA DE DURMIENTES.


Del señor HORVATH:



A las señoras Ministra Secretaria General de la Presidencia, Ministra de Salud, Directora Ejecutiva de la CONAMA e Intendenta de la Región del Biobío, requiriéndoles ANTECEDENTES SOBRE ESTUDIOS DE IMPACTO AMBIENTAL DE RESIDUOS DE PLANTA DE CELULOSA NUEVA ALDEA (Octava Región); a los señores Ministro del Trabajo y Previsión Social, Director Nacional del Instituto de Normalización Previsional y Superintendente de Seguridad Social, solicitándoles información acerca de RAZONES LEGALES PARA RECHAZO A SOLICITUD DE VIUDAS SOBRE INCLUSIÓN DE DESAHUCIO EN BONO DE RECONOCIMIENTO; y a los señores Director Nacional del SAG, Director Ejecutivo de la CONAF y Directores Regionales de La Araucanía de ambas instituciones, referente a EVENTUAL VENTA DE FUNDO LAS HORTENSIAS A EMPRESA MADERERA (Novena Región).



Del señor LARRAÍN:



A los señores Ministro del Interior y del Trabajo y Previsión Social, exponiéndoles PREOCUPACIÓN POR ASIGNACIÓN DE TRABAJOS TEMPORALES EN PROVINCIAS DE LINARES Y CAUQUENES; al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole INSTALACIÓN DE PERALTE EN PASO SUPERIOR COPIHUE Y CRONOGRAMA DE OBRAS EN PROVINCIAS DE LINARES Y CAUQUENES (todos de la Séptima Región); al señor Ministro de Obras Públicas y a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, pidiéndoles INFORMACIÓN REFERENTE A APLICACIÓN DE LEY SOBRE ACCESOS PARA DISCAPACITADOS; a la señora Ministra de Salud, solicitándole ESTUDIO PARA INCORPORACIÓN EN PLAN AUGE DE TRATAMIENTO ANTIESCARAS PARA DISCAPACITADOS; al señor Intendente de la Región del Maule, relativo a APORTE DEL FNDR PARA CONSTRUCCIÓN DE ESCUELA “ESPERANZA”, EN COMUNA DE LONGAVÍ, y a IMPEDIMENTO PARA UTILIZACIÓN DE JARDÍN INFANTIL “LAS ARDILLITAS”, DE PARRAL; al señor Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas del Maule, concerniente a CONTRATO DE CONSTRUCCIÓN DE PUENTE SIFÓN Y PAVIMENTACIÓN DE CAMINO PUENTE SIFÓN-RUTA LOS CONQUISTADORES; y al señor Prefecto de Carabineros de Linares, relativo a DEVOLUCIÓN DE VEHÍCULO POLICIAL A RETÉN DE COPIHUE.



Del señor OMINAMI:



A la señora Directora Ejecutiva de la CONAMA, solicitándole CONSIDERACIÓN DE EXIGENCIA DE ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL PARA PROYECTO “CENTRO DE RECICLAJE ORGÁNICO ANDINO”, EN COMUNA DE SAN ESTEBAN (Quinta Región).



Del señor PROKURICA:



Al señor Contralor General de la República, solicitándole información sobre ESTADO DE INVESTIGACIÓN REFERENTE A DEUDAS DE MUNICIPIO DE TIERRA AMARILLA (Tercera Región). Y a los siguientes Ministros y Ministras: del Interior; de Relaciones Exteriores; de Bienes Nacionales; de Hacienda; Secretaria General de la Presidencia; Secretario General de Gobierno; de Economía, Fomento y Reconstrucción; de Planificación y Cooperación; de Educación; de Justicia; del Trabajo y Previsión Social; de Obras Públicas; de Salud; de Vivienda y Urbanismo; de Agricultura; de Minería y Presidenta de la Comisión Nacional de Energía; de Transportes y Telecomunicaciones, y de Bienes Nacionales, requiriéndoles INFORMACIÓN SOBRE MONTO DE GASTOS DE SUS CARTERAS ENTRE 11 DE SEPTIEMBRE DE 2005 Y 15 DE ENERO DE 2006.



Del señor RUIZ-ESQUIDE:



Al señor Subsecretario del Interior, solicitándole antecedentes sobre PROYECTOS CORRESPONDIENTES A OCTAVA REGIÓN CON CARGO A PROGRAMA “FONDO SOCIAL DE LA PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA” AÑOS 2005 Y 2006.

-----------------
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Socialista.



Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

REPAROS A FUNCIONAMIENTO DE 

TELEVISIÓN NACIONAL DE CHILE. OFICIOS

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, el 27 de febrero de este año, el Consejo Nacional de Televisión aplicó una multa a Televisión Nacional de Chile por no cumplir en algunos meses de 2005 la exigencia de transmitir una hora semanal de programas culturales en horario de alta audiencia.



Hay que hacer notar que se multó sólo a Televisión Nacional de Chile. Ninguno de los otros canales nacionales abiertos fue objeto de esa sanción.



Y me informan que en el mes de marzo se le reiteró la multa por incumplimiento de la normativa referida, que es muy mínima. Como expresé, obliga a todos los canales de señal abierta del país a transmitir por lo menos una hora semanal de programas culturales en horario de alta audiencia.



La prensa publicó la sanción, pero la noticia pasó casi desapercibida y no ha merecido mayores comentarios.



Sin embargo, a mi juicio, ése es un síntoma que da cuenta de uno de los mayores extravíos de la misión que los chilenos exigimos a nuestra televisión pública.



La medida reiterada del Consejo Nacional de Televisión es una señal de alarma que va más allá del hecho puntual. 



En estos primeros años del siglo XXI, percibimos que la televisión de toda la ciudadanía ha perdido fuerza como canal que incentiva la creatividad. Lejos están los días en que año tras año aparecía al menos un programa que aportaba novedades a la pantalla nacional y en que Televisión Nacional de Chile ejercía cierto liderazgo positivo e innovador en el conjunto del sistema.



Tampoco Televisión Nacional está cumpliendo sus obligaciones propias, como aquella que establece la ley respecto de su rol como promotora del pluralismo en los programas de información, análisis y debate político. Hace tiempo que abandonó el esfuerzo por elevar los niveles de conciencia ciudadana sobre los asuntos públicos. Los programas de debate con los candidatos al Parlamento en períodos de elecciones son un paliativo insuficiente a esta tarea, que debería ser permanente.



Además, hay una evidente falencia en la normativa que rige a Televisión Nacional de Chile, en el sentido de que es uno de los pocos entes públicos que no se hallan obligados a dar cuenta a nadie del cumplimiento de la misión que se les exige legalmente.



La Cámara Alta es el órgano al cual la ley encarga la aprobación o rechazo de la propuesta presidencial de los integrantes del Directorio de dicha empresa pública. Muchos Senadores, de distintas tiendas políticas, entendemos esta tarea, no sólo como una salvaguardia del pluralismo político y cultural de sus miembros, sino también como la responsabilidad, que compartimos, de velar porque Televisión Nacional de Chile cumpla su misión propia.



Sin embargo, los procedimientos de supervisión son prácticamente inexistentes. Apenas cada cuatro años convocamos a las personas nominadas por la Presidencia de la República para conocer qué piensan acerca de la empresa que van a dirigir y así formarnos una opinión respecto de sus criterios y calidades para el cargo.



Faltan instancias para que Televisión Nacional se haga responsable de la misión que se le entrega.



Es evidente que su Directorio tiene que ser autónomo. Pero no puede ser autárquico. 



El Banco Central tiene un altísimo nivel de autonomía -de las mayores en el mundo para un ente de esa índole-, pero concurre al Senado anualmente, por mandato de la ley, para dar cuenta de su gestión, hacerse responsable de ella y recoger la opinión de este cuerpo colegiado. Incluso, se han acordado reuniones cada tres meses entre el Presidente y el Consejo del Instituto Emisor y la Comisión de Hacienda. Todo ello, en el entendido de que la autonomía de un ente público supone también dar cuenta periódica y pública al Estado y a la ciudadanía.



Nada de ello ocurre con Televisión Nacional de Chile. Y es hora de enmendarlo y de iniciar el debate sobre la reforma a su actual estatuto legal.



En los próximos días propondré una moción para introducir en el estatuto jurídico de Televisión Nacional la obligación de dar cuenta periódica al Senado del cumplimiento de la misión que la ley le encarga.



La Presidenta de la República ya designó al nuevo Presidente del Directorio de Televisión Nacional de Chile -ello está dentro de sus atribuciones exclusivas-, y en los días venideros propondrá al Senado el nombre del reemplazante de uno de sus directores, don José Pablo Arellano, quien asumió la Presidencia Ejecutiva de CODELCO.



Me parece que el nombramiento de un nuevo director es una buena ocasión para que todos los actores involucrados pongan atención en los aspectos de fondo que debemos discutir para garantizar que la televisión pública cumpla el rol que le encomiendan la ley y el acuerdo nacional que dio origen a la reforma pertinente al comienzo de la transición.



Un país que avanza hacia nuevas formas de hacer política, donde las autoridades requieren nutrirse de la diversidad de opiniones y percepciones de los ciudadanos para cumplir con el “Nuevo Trato” de que tanto se habla, plantea también nuevos desafíos a sus medios de comunicación. Y, en esa perspectiva, la televisión del Estado es un instrumento privilegiado.



Por ello, a mi juicio, Chile merece una televisión pública que no sólo cumpla con la ley -actualmente no lo hace-, sino que además sea ejemplo de medio de comunicación que fortalece nuestra identidad cultural y la conciencia democrática de los ciudadanos.



Considero que, a este respecto, se debe iniciar un debate público amplio. Y espero que el Senado sea una de las sedes donde lo desarrollemos.



Señor Presidente, solicito enviar copia de esta intervención al Presidente de Televisión Nacional de Chile, al Director Ejecutivo, al Directorio, como asimismo a los Presidentes de los Sindicatos de Trabajadores.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el tiempo que resta al Comité Socialista, tiene la palabra el Honorable señor Navarro.
MEDIDA CONTRA CONTAMINACIÓN: FRENO A EXPANSIÓN DE

REGIÓN METROPOLITANA. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, conocimos en los días recién pasados un informe de una Auditoría Internacional sobre Calidad del Aire en Santiago. Y ha provocado gran alarma la constatación de que, pese a los esfuerzos realizados por el Gobierno -sin duda, significativos- para mejorar los combustibles y establecer un Plan de Descontaminación de la Región Metropolitana, el problema sigue vigente y, aún más, tiende a agravarse.



Entre 1998 y 1999, una Comisión de la Cámara de Diputados efectuó un profundo análisis sobre dicho Plan de Descontaminación y formuló sugerencias en torno a cómo invertir los casi mil millones de pesos que costaba su implementación. Y hubo un conjunto de conclusiones generales y particulares, que la Cámara Baja propició (estoy hablando básicamente de 1999).



El informe elaborado por la Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente de esa Corporación establece en el punto VIII (Conclusiones Generales):



“En consecuencia, cabe concluir que todo plan de prevención y descontaminación debe antes de nada asegurar tales derechos por sobre todo otro tipo de consideraciones político económicas” (derecho a la vida, derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación).



Y luego señala: “El modelo institucional en que se basa Conama carece de una autoridad para coordinar, fiscalizar y sancionar, que le permita exigir que cada institución del gobierno y del Estado introduzcan la variable ambiental a las políticas, normas y acciones que son de su competencia.”.



Había allí un claro diagnóstico y una clara evaluación en cuanto a que la institucionalidad de la CONAMA no iba a permitir que ese Plan se encaminara hacia el éxito.



Con relación a los Instrumentos de Gestión Ambiental, el informe de la Comisión manifiesta que tanto la educación como la investigación son materias no desarrolladas suficientemente, aun cuando constituyen el pilar fundamental de la implementación de todo sistema de regulación ambiental.



Agrega dicho documento: “El tema de la participación ciudadana, tampoco ha sido suficientemente desarrollado. En consecuencia, cabría considerar el estudio de una modificación que permitiera una amplia participación de la comunidad durante todo el proceso de evaluación de impacto ambiental y no solamente en su inicio.”.



En el punto IX establece un conjunto de consideraciones, conclusiones y proposiciones. A saber: 



“En consecuencia, la Comisión concluye en primer lugar, que las autoridades representadas por la Conama y Corema han actuado poco diligentemente, dejando pasar excesivamente el tiempo sin que se adopten medidas urgentes para salvaguardar la salud de los habitantes de la Región Metropolitana.”.



En la segunda conclusión expresa:



“El problema de la contaminación que afecta a Santiago constituye un problema mucho más complejo que una mera cuestión de emisiones más o emisiones menos, por lo que se ha estimado que la fórmula que contempla el PPDA es equívoca, puesto que sólo tiene por objeto abocarse específicamente a bajar los índices atmosféricos, dejando de lado otros aspectos de igual o mayor importancia.”.



Del mismo modo, se estima que las fiscalizaciones no pueden ser a posteriori, a través de la entrega de un simple documento anual, sino que a priori, mediante medidas preventivas más eficaces y de fiscalización en terreno.



Este extenso documento, que tiene más de 400 páginas, da a conocer conclusiones que ya en 1999 la Comisión de Medio Ambiente de la Cámara de Diputados sugirió a la autoridad ambiental llevarlas a cabo.



¿Qué tenemos hasta la fecha? Que, no obstante haberse desarrollado parte importante del Plan de Descontaminación, sin duda subsisten problemas estructurales en la Región Metropolitana, a los que ahora me referiré.



Esta Región, “según el último censo poblacional de 2002, es la más poblada y densa del país, concentrando el 40.1 por ciento de su población total (aproximadamente 6 millones de habitantes).”.



La Secretaría Ministerial de la Vivienda ha estimado que “el crecimiento demográfico proyectado de la ciudad de Santiago es de 2,1 millones de nuevos habitantes en los próximos 25 años, lo que equivale a la construcción de 700 mil” nuevas viviendas.



“Asociado al crecimiento poblacional se ha producido una extensa expansión horizontal de la ciudad de Santiago, principalmente hacia la periferia sur y sudoeste. El área de la ciudad conformada por el casco urbano (zonas consolidadas y zonas parcialmente construidas) aumentó de 55 mil hectáreas en 1990 a 65 mil hectáreas en 1995. La ciudad de Santiago, que se caracteriza por una extremada segregación socio-espacial y funcional, presenta problemas estructurales que dificultan su funcionamiento.”.



“Según la última encuesta Origen-Destino (EOD) de viajes, en el Gran Santiago se realizan 16,4 millones de viajes diarios. De ellos, 10,1 millones corresponden a viajes motorizados, lo que muestra una fuerte dependencia de estos medios de transporte.”.



Pero lo más importantes es que “La fuerte expansión horizontal de la ciudad de Santiago en las últimas décadas está íntimamente ligada con el fenómeno de la contaminación atmosférica que vivimos, básicamente por dos razones: como se ha señalado, una ciudad muy extensa genera viajes de una gran longitud; segundo, los nuevos barrios periféricos se caracterizan por tener calles y veredas sin pavimentar.”.



Eso ya lo sostenían los informes en 2002. 



Y, sin duda, el informe y la auditoría internacional de marzo de 2006 vienen a corroborar extensas informaciones de carácter científico, como las emanadas del doctor Andrei Tchernitchin, en su condición de perito del titular del Vigésimo Noveno Juzgado Civil de Santiago (es, además, Secretario Ejecutivo de la Comisión de Medio Ambiente del Colegio Médico en la Región Metropolitana), que están referidas a los efectos a que se ven sometidos los santiaguinos por la exposición aguda a material particulado PM10, incluido el más fino, el PM2,5, que todavía no se regula ni se norma en nuestro país. Particularmente, se revela que en la Región Metropolitana hay un aumento de las muertes prematuras que se producen al primer, segundo y tercer día después de la exposición, con una correlación positiva entre el aumento de mortalidad y la concentración de dichas partículas, de manera que cada elevación del nivel de partículas PM10 en 10 microgramos por metro cúbico y por encima de 50 microgramos por metro cúbico determina un incremento de la mortalidad de uno por ciento.



Estas cifras, que pudieran parecer datos estadísticos y matemáticos, se corroboran cada año con motivo de la entrada del invierno, cuando los niveles de contaminación aumentan y se disparan las muertes por afecciones broncopulmonares, en especial en la población más vulnerable, es decir, en los niños y adultos mayores con problemas crónicos permanentes.



Según las mediciones hechas en Santiago, ha quedado de manifiesto que respecto de las principales fuentes de contaminación del aire -monóxido de carbono, ozono y material particulado- aún no se ha definido una norma nacional para el PM2,5. Las mediciones de esta fracción más fina de partículas indican que -tanto el promedio anual como el promedio de los máximos sobre 24 horas- las cifras están muy por encima de los estándares internacionales. Ninguna fuente de emisiones debe ser excluida en la reducción de la contaminación atmosférica de Santiago. Y aún carecemos de normas importantes para las fuentes móviles.



El informe que se detalla precisa el impacto en la salud de la población de Santiago según la relación salud-calidad del aire, la cual está adoleciendo de una grave omisión en cuanto a lo expuesto en el Plan de Descontaminación Ambiental. En tal sentido, se proponen medidas que debieran ser atendidas particularmente por los Parlamentarios de la Región Metropolitana, pero también por los de Regiones, que observamos la inversión de mucho dinero en el desarrollo de la Región Metropolitana, pero con nulo avance en las medidas preventivas.



El informe de auditoría internacional de marzo de 2006 recomienda formar un Grupo Asesor en la Calidad del Aire, con el objeto de coordinar el trabajo de información de salud y para la comunidad.”.



Asimismo, se propone que “En el mediano plazo, todo el transporte público debe estar equipado con filtros de partículas de alta eficiencia y esto permitirá que en el largo plazo, todos los buses emitan menos NOx.”.



Quiero destacar que el actual sistema de certificación no asegura que los vehículos satisfagan las normas en el largo plazo y que se deben desarrollar esfuerzos en materia de calefacción domiciliaria.



“En general, el equipo auditor es escéptico respecto de los sistemas de compensación bajo las condiciones actuales de administración de la calidad del aire en Chile.”. Ello, refiriéndose al proyecto de ley enviado por el Gobierno, en el que se incorporan compensaciones; es decir, la eliminación de las fuentes, para permitir la continuidad de las ya permanentes y con nuevas o antiguas emisiones.



Sin duda, las recomendaciones del informe de auditoría deben ser tomadas en cuenta por la nueva autoridad ambiental. Y esperamos que la recién designada Directora de la CONAMA -y en especial con la creación del Ministerio del Medio Ambiente- pueda abocarse a establecer las correcciones pertinentes, pues se ha debilitado el sistema de fiscalización.



“Actualmente, alrededor de 45 inspectores intentan controlar cerca de 4.000 mil fuentes estacionarias.”. Por eso, cuando el Intendente de la Región Metropolitana, don Víctor Barrueto, señala que deben instalarse más de esos dispositivos, hemos dicho con fuerza que no se requiere aumentarlos, sino la aplicación de sistemas permanentes de fiscalización que impidan que las reglas se violen. En particular, es indispensable un rediseño estructural del crecimiento de Santiago.



Yo abogo porque las recomendaciones que formuló la Cámara de Diputados en 1999 respecto del congelamiento del crecimiento de Santiago efectivamente se pongan en práctica. Los expertos de las Universidades de Chile y Católica de Chile, así como la comunidad científica nacional, han señalado reiteradamente que Santiago se ahoga, que es una macro región que cada año suma 200 mil nuevas personas producto de la migración interna, lo que está saturando su crecimiento.



En ese sentido, creo que el debate que sigue pendiente, especialmente en el Poder Legislativo -Senado y Cámara de Diputados-, es si el país está dispuesto a seguir invirtiendo en la Región Metropolitana, pero sin formular políticas para frenar o congelar su crecimiento. Porque el incremento de esta situación es exponencial: a mayor crecimiento de la Capital, más fondos deben asignársele para combatir la contaminación. En definitiva, se trata de dineros que son recaudados en todo el país y que, más aún, se destinan a un plan de descontaminación que ha resultado ser ineficaz, de acuerdo con el informe de auditoría internacional que hemos conocido.



Espero que la Comisión de Medio Ambiente del Senado pueda invitar a la recién nombrada Directora de la CONAMA y podamos conocer en detalle la evaluación que hace hoy la autoridad ambiental de esta auditoría internacional, fundamentalmente respecto de las medidas que requieren inversión. Porque no estoy dispuesto a aprobar ningún presupuesto para dicha implementación en la Región Metropolitana si no se justifican plenamente las medidas que propician la detención de la expansión de Santiago y sus comunas aledañas.



Señor Presidente, solicito que se oficie a la CONAMA a fin de que nos envíe todos los informes relativos a la evaluación que ha hecho y los de la autoridad sanitaria correspondiente acerca del Plan de Prevención y Descontaminación Atmosférica para la Región Metropolitana.



Asimismo, pido que nos remita la versión íntegra del Programa de Asesoría Externa de que se ha tenido conocimiento y los costos que él ha implicado para dicha Comisión.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El Comité Mixto (Partido Por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata) no hará uso de su tiempo.



En el turno del Comité Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el Honorable señor Longueira.
AMPLIACIÓN DE PLAZO PARA RECLAMAR POR AVALÚO DE 
BIENES RÁICES NO AGRÍCOLAS. OFICIO

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, en la Cuenta de hoy se comunica que un grupo de Senadores presentamos una moción con el objetivo de postergar hasta el 31 de mayo del presente año el vencimiento del plazo para reclamar por el alza de contribuciones fruto de la Ley de Rentas Municipales 2. Y quisiera solicitar que se oficie al señor Ministro de Hacienda para que ojalá el proyecto sea calificado de “discusión inmediata”, ya que así lo amerita, en la medida en que el término fijado venció el 31 de marzo y es evidente que, si no cuenta con una urgencia que permita que este último se halle vigente para todos los contribuyentes, no tiene ningún sentido.



El fundamento de la iniciativa obedece a que el Servicio de Impuestos Internos entregó en enero a los municipios las modificaciones, los reavalúos, los factores nuevos y todos los indicadores, que resultan muy complejos de entender para el contribuyente común y corriente. De acuerdo con el Código Tributario, los antecedentes deben exhibirse durante un mes, y los contribuyentes contamos con un plazo de reclamación que se prolonga hasta el último día del mes siguiente. Por lo tanto, ese término venció el 31 de marzo recién pasado.



¿Por qué se justifica, en esta ocasión, extenderlo? Subrayo que el proyecto lo dispone solamente para el proceso actual, pues no se enmiendan los plazos establecidos en el Código mencionado. La respuesta es que el reavalúo ha causado un impacto muy grande. De los primeros mil contribuyentes que reclamaron, Impuestos Internos acogió 72 por ciento de las solicitudes, de acuerdo con lo publicado en la prensa. Por lo tanto, es evidente que existe un porcentaje de errores muy significativo. Y mucha gente no dispuso del tiempo ni de la información adecuados para poder exponer su caso.



La verdad es que Impuestos Internos opera con la lógica de que todos los contribuyentes saben manejarse a través de Internet. Es cierto que los participantes en la Operación Renta presentan un porcentaje muy alto de uso de ese instrumento; pero estamos hablando de más de un millón 500 mil propietarios de bienes raíces. Y es evidente que en una cifra de tal magnitud se incluye gente, especialmente de la tercera edad, que ignora cómo emplearlo o que no cuenta, por cierto, con acceso a ese sistema. Por lo tanto, no constituye un medio válido para informarse ni para reclamar y es preciso recurrir a las oficinas de Impuestos Internos, muchas de las cuales colapsaron en el período.



Numerosas personas no recibieron tampoco los antecedentes apropiados. Y la carta enviada por el Servicio solamente señalaba cuánto aumentarían las cuotas uno y dos del primer semestre de 2006, pero no en cuánto lo harían las contribuciones desde 2006 hasta 2010. Porque la Ley de Rentas Municipales 2 estableció un criterio de incremento en el sentido de que esas primeras dos cuotas no podían superar el 25 por ciento, y las subsiguientes, hasta 2010, el 10 por ciento cada una. En consecuencia, muchos creen que sus contribuciones disminuyeron, porque las cuotas uno y dos son más bajas que lo cancelado en el último semestre de 2005; pero cuando obtienen la información de cuál es la cuota del último semestre de 2010 se enteran de que terminarán pagando, en cinco años, aparte los sistemas de reajuste existentes, 70 por ciento más.



Repito que los contribuyentes, entonces, no han recibido los antecedentes adecuados. Impuestos Internos no les entregó aquellos que posee respecto de cuál es la variación de los montos durante esos cinco años. Y, dado que las fechas de las distintas etapas transcurrieron durante el verano -mucha gente enfrenta en el mes de marzo el pago de una serie de otras obligaciones: los permisos de circulación, la entrada a los colegios, en fin-, numerosas personas no contaron con el tiempo ni la información necesarios para presentar las reclamaciones.



Por ello presentamos la moción. Pero la verdad es que la iniciativa carece de todo sentido si finalmente el Ejecutivo no le asigna urgencia. Y creo que a los contribuyentes les asiste el derecho a reclamar frente a un error o un abuso que puedan existir en un cobro sin ninguna justificación.



Se ha registrado un alza, impactante para algunos –como ha sucedido en la Región Metropolitana, por ejemplo, en la zona de Puente Alto, en La Florida-, que es fruto del Metro y dice relación a personas de la tercera edad, a jubilados. En villas que se construyeron en sectores entonces alejados, el crecimiento de la ciudad y la extensión del Metro han valorizado los terrenos. Mas los propietarios no han visto reajustadas en ningún minuto sus pensiones y sí aumentadas dos o tres veces las contribuciones respectivas, fruto de plusvalías que bienvenidas sean, pero que no se traducen, obviamente, en un ingreso que pueda financiar dicho tributo.



Por lo tanto, señor Presidente, me parece que un proyecto como aquel al cual he hecho referencia amerita un tratamiento rápido, ojalá el correspondiente a una urgencia calificada de “discusión inmediata”, porque ya el plazo venció. Y por ello, dado que he llamado insistentemente por teléfono al señor Ministro y que éste todavía no responde, pido que se le envíe un oficio para que se asigne la urgencia mencionada a la moción de la cual se dio cuenta en el día de hoy.



Gracias.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del Honorable señor Longueira, conforme al Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el tiempo del Comité Renovación Nacional, ofrezco la palabra.
FALTA DE RESPUESTA A PROYECTO DE ACUERDO 
SOBRE TRAGEDIA DE ANTUCO. REITERACIÓN DE OFICIO

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, los medios de comunicación dan cuenta hoy de los traslados de urgencia, por intento de suicidio, de jóvenes que formaron parte del regimiento protagonista de la tragedia de Antuco.



Hace más de un año, Chile se vio conmovido por la verdadera catástrofe que constituyó la muerte de más de 40 conscriptos que cumplían con el servicio militar, drama que golpeó a sus familias y al país. Sin embargo, echo de menos, a pesar de todo lo que hemos insistido desde esta Corporación, que el Estado, que es el que debió amparar a esas familias y estar al lado de los afectados para compensarlos, como lo establecíamos en una iniciativa legal y en un proyecto de acuerdo aprobado por unanimidad en el Senado, siquiera haya dado respuesta a este último texto.



Lo anterior tuvo lugar ya hace más de cinco meses, cuando presentamos el proyecto de acuerdo y lo enviamos al señor Ministro de Defensa de la época. Lo que planteábamos era muy simple: llevar a cabo lo que el Estado había realizado en otra oportunidad. No era nada nuevo. Se trataba de compensar de alguna forma a las familias de aquellos soldados que habían fallecido cumpliendo el servicio militar obligatorio, que habían perdido la vida por su Patria, que habían entregado lo más importante que tenían: su existencia. Se ciñeron a su juramento.



Sin embargo, señor Presidente, hemos visto cómo el Estado se ha olvidado de esa gente, cómo la ha dejado sola. Y diría que la consecuencia es lamentable: la obliga a que lo demanden y determina, de alguna manera, la situación dramática que vemos hoy en los medios de comunicación.



Hace dos semanas intervine por la misma razón, antes de que ocurrieran los hechos. Y quiero pedir nuevamente que se oficie, en mi nombre y en el de quienes deseen concurrir a hacerlo, para que la señora Ministra de Defensa nos conteste, de una vez por todas, con relación al proyecto de acuerdo.



Ese texto decía relación a dar la misma respuesta que cupo al Estado de Chile respecto de quienes perecieron en la catástrofe de la “Janequeo”, nave de la Armada donde un grupo importante de marinos y oficiales perdieron sus vidas en el intento de ayudar a otra con ocasión de una dificultad en el mar. En ese caso, el Estado concurrió en ayuda de los familiares de las víctimas, lo que se consignó en un proyecto de ley de hace unos cincuenta años. Algo similar planteamos con un grupo de Senadores y fue respaldado por toda la Corporación.



Creo que ya es hora de terminar con esta situación. Aquí se ha compensado a mucha gente. Leía hoy día en los medios de prensa que numerosas familias que ha sufrido, por distintas razones, se han hecho merecedoras de iniciativas de este tipo. Nadie lo ha discutido. Se han apurado para compensar, en materia de derechos humanos, a políticos, a dirigentes, a diversas personas que han sufrido.



¿Las familias de los jóvenes de Antuco no merecen que el Estado de Chile las compense? ¿No tienen el mismo derecho que los que sufrieron atropellos de sus derechos humanos?



Francamente, pienso que el nuevo Gobierno, que es presidido por una ex Ministra de Defensa, debiera respondernos -el anterior no lo hizo-, porque el Senado merece que por lo menos se le tenga en cuenta en una propuesta absolutamente justa y necesaria para esas familias.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, en conformidad al Reglamento, con la adhesión del Honorable señor Cantero.
DECLARACIÓN DE DIRECTORA DEL TRABAJO SOBRE 
ABUSOS LABORALES EN SECTOR PÚBLICO

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, deseo destacar la declaración que ha hecho en el día de hoy la Directora del Trabajo, quien manifestó que el organismo a su cargo perdería toda legitimidad si no atendiera también las solicitudes sobre abusos presentadas por trabajadores del sector público.



Voy a contar dos casos que yo mismo denuncié el año pasado. 



Fui a todos los órganos del Estado; hablé con el Subsecretario del Trabajo; hablé con las autoridades regionales de la Dirección del Trabajo; hablé con todas las autoridades que deben proteger a los trabajadores. Todas se encogieron de hombros. Incluso, la Contraloría no quiso defender a funcionarios de un hospital de mi Región ni, por consiguiente, a los que estaban en la misma situación a lo largo de todo el país. Se trata de personas que fueron incorporadas a programas especiales del sector salud, contratadas a veces por los respectivos secretarios ministeriales y que se desempeñaban en establecimientos hospitalarios desde hacía diez, once o catorce años, y luego tuvieron la posibilidad de ser incluidos, en la planta permanente o a contrata, en esos hospitales. ¿Pero saben qué les dijo el Estado de Chile?: “¿Quiere que lo contratemos? Renuncie a sus años de servicio”.



¿Ése es el Estado que protege a los trabajadores…?



Señor Presidente, me alegro mucho de la declaración de la Directora del Trabajo. Y espero que la hagamos cumplir. 



Voy a dar otro ejemplo.



Hace sólo una semana fue a mi oficina una trabajadora de un consultorio de salud de Copiapó que había perdido su empleo. Me mostró sus documentos y me explicó que a ella y a otras personas la municipalidad las contrata cada tres meses: finiquita sus contratos, las vuelve a incorporar, y así sucesivamente. 



¿No son ésos los mismos abusos que se denuncian en el sector privado…?



Entonces, les digo derechamente a Sus Señorías: me alegro mucho de que la Directora del Trabajo haya formulado esa declaración y me alegro mucho de que lo haya hecho públicamente. Y espero reunirme con ella para poder representarle esta situación. Porque no es justo que se reclame cuando es un privado el que viola los derechos de los trabajadores y no se diga nada tratándose del sector público. Porque no se pronunciaron ni el Ministerio del ramo, ni la Subsecretaría respectiva, ni la Dirección del Trabajo, ni las organizaciones fiscales que agrupan a los trabajadores del Estado, ni la Contraloría (ésta dice no poder hacer nada contra el Estado empleador).



Reitero: me complace sobremanera la declaración de la Directora del Trabajo, cuya nominación me alegra mucho.



¡Voy a ser inflexible! Trataré de plantearle los referidos casos. Porque pienso que las renuncias a que se llevó a más de 200 trabajadores de hospitales del país son irregulares e ilegales, en la medida en que se vieron obligados a perder sus años de servicio. Para algunos, era todo lo que tenían. Porque son gente modesta. Muchos se desempeñaban en cargos inferiores y debieron renunciar a montos de un millón, de un millón y medio de pesos, porque llevaban quince años de servicio y les correspondían once meses de indemnización. Tuvieron que olvidarse de ese beneficio para poder seguir en el empleo.



Señor Presidente, creo que ya está bueno de encogerse de hombros ante los abusos laborales en el sector público.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Cantero.
PROGRAMA DE MEJORAMIENTO DE GESTIÓN MUNICIPAL 
APLICADO HASTA FINES DE 2003. OFICIO

El señor CANTERO.- Señor Presidente, en relación con los trabajadores del sector público, quiero expresar mi preocupación y solicitar que se oficie a la Subsecretaría de Desarrollo Regional para que informe al Senado acerca del programa de mejoramiento de gestión municipal, que se aplicó hasta diciembre de 2003. Deseo saber qué se hizo en ese ámbito y si está previsto reactivar el beneficio, pues resulta vital para mejorar las remuneraciones de un número muy importante de trabajadores del sector.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
ESTADO DE AVANCE DE IMPLEMENTACIÓN DE ARTÍCULO 110
DE CARTA FUNDAMENTAL. OFICIO

El señor CANTERO.- Señor Presidente, atendido el hecho de que el ámbito municipal tiene una población laboral del orden de los 40 mil funcionarios en todo Chile, deseo solicitar que la Subsecretaría de Desarrollo Regional me informe en qué estado se encuentra la discusión sobre el artículo 110 de la Constitución Política, precepto que se ha mantenido sin aplicación hasta ahora. 



Sabemos que ha habido reuniones tripartitas entre el Gobierno, la Asociación Chilena de Municipalidades y la Confederación de Funcionarios Municipales de Chile, aun cuando estos últimos reclaman que no han tenido la participación que corresponde.



Quiero que se detalle el estado de avance de las conversaciones y se explique por qué no se ha implementado el referido precepto de la Carta hasta la fecha. Además, deseo conocer la posición que adoptará dicha Subsecretaría en lo relativo a la aplicación de los Convenios Nos. 87, 98 y 110 de la OIT, respecto de la posibilidad de que los trabajadores del sector público negocien condiciones laborales, que -entiendo- es algo que está en entredicho y sin aplicación en el país.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:48.
Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción

SECRETARIA DEL SENADO

LEGISLATURA 354

ACTAS APROBADAS

SESION PRIMERA, EN MARTES 14 DE MARZO DE 2.006



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei. 



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asiste, asimismo, la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia, doña Paulina Veloso.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________________

CUENTA

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que, en sesión del día 11 de marzo en curso, eligió como su Presidente al Honorable Diputado señor Antonio Leal Labrín; como su Primer Vicepresidente al Honorable Diputado señor Jorge Burgos Varela, y como Segundo Vicepresidente al Honorable Diputado señor José Pérez Arriagada.



-- Se toma conocimiento.



Dos del señor Ministro del Interior:



Con el primero, contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre eventual responsabilidad de organismos públicos o municipales en el accidente ocurrido en el Lago Maihue.



Con el segundo, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo al estado de tramitación de las postulaciones a los beneficios establecidos en las leyes sobre reparación de las víctimas de violencia política y exonerados.



Dos de la señora Ministra de Educación:



Con el primero, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre la posibilidad de declarar Santuario de la Naturaleza a los humedales del río Murta y del río Baker, ubicados en el sector de Los Ñandis, Región de Aysén.



Con el segundo, da respuesta a un oficio enviado en nombre de la ex Senadora señora Carmen Frei, relativo a la posibilidad de destinar al Liceo Marta Nareas, de Antofagasta, dos casas, que le pertenecían, actualmente entregadas en comodato a otras instituciones públicas.



Dos de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo y de Bienes Nacionales, con los que contesta otros tantos oficios dirigidos en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativos a los gastos en publicidad efectuados por las Secretarías de Estado a su cargo durante el año 2005 y en la primera quincena de 2006, y a las razones que explican la postergación de la entrega de conjuntos de viviendas en las localidades de La Junta, Puyuhuapi y Puerto Cisnes, respectivamente.



Del señor Superintendente de Seguridad Social, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre retraso en pago de pensiones asistenciales y subsidios familiares a los beneficiarios de la Región de Aysén, especialmente en las localidades de Puerto Aguirre y Caleta Andrade.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Moción



Del Honorable Senador señor Ávila, con la que inicia un proyecto de ley sobre marcas comerciales no explotadas (Boletín N° 4.105-03).



-- Pasa a la Comisión de Economía.

________________________



A continuación, el señor Presidente anuncia que por tratarse de la Primera Sesión de la Legislatura y de conformidad a lo preceptuado en el artículo 63 del Reglamento de la Corporación, corresponde, además de dar cuenta de las comunicaciones dirigidas al Senado, designar los días y horas para las sesiones ordinarias semanales; aprobar la Tabla Ordinaria y la de Fácil Despacho y dar cuenta de la composición de los Comités.

 

Agrega el señor Presidente que las referidas materias y el Calendario de Semanas Regionales se contienen en los acuerdos adoptados por los Comités, que el señor Secretario General lee a continuación:

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

 

1) Proponer a la Corporación celebrar sesiones ordinarias los días martes y miércoles, de 16:00 a 20:00 horas,  y sesiones extraordinarias los jueves, de 10:30 a 13:30 horas, cuando sea necesario.



2) Aprobar como Calendario de Semanas Regionales para el año 2006, y para el mes de enero del año próximo, el siguiente:



MARZO: Desde el lunes 27 hasta el viernes 31.



ABRIL: Desde el lunes 24 hasta el viernes 28.



MAYO: Desde el lunes 22 hasta el viernes 2 de junio.



JUNIO: Desde el martes 27 hasta el viernes 30.



JULIO: Desde el lunes 24 hasta el viernes 28.



AGOSTO: Desde el lunes 21 hasta el viernes 25.



SEPTIEMBRE: Desde el miércoles 20 hasta el viernes 29.



OCTUBRE: Desde el lunes 23 hasta el viernes 27.



NOVIEMBRE: Desde el lunes 20 hasta el viernes 24.



DICIEMBRE: Desde el martes 26 hasta el martes 2 de enero de 


2007.



ENERO 2007: Desde el lunes 22 hasta el miércoles 31.



3) Someter a la aprobación de la Sala la siguiente proposición de Tabla Ordinaria y de Fácil Despacho

FÁCIL DESPACHO



Informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que modifica el artículo 13 del decreto con fuerza de ley Nº 120, de 1960, Ley Orgánica de Polla Chilena de Beneficencia. (Boletín Nº 2.815-05).

ORDEN DEL DÍA



1.- Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados sobre competencia desleal, con segundo informe de la Comisión de Economía (Boletín Nº 3.356-03).



2.- Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, sobre protección de derechos de la infancia y de la adolescencia, con nuevo segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (Boletín Nº 3.792-07).



3. Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que modifica el sistema de nombramiento y calificaciones de los ministros, jueces, auxiliares de la administración de justicia y empleados del Poder Judicial, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (Boletín Nº 3.788-07).



4.- Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que modifica la ley Nº 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero, con informe de la Comisión  de  Constitución,  Legislación,  Justicia y Reglamento (Boletín Nº 3.626-07).



4) Ampliar el plazo para presentar indicaciones al proyecto de reforma constitucional, en primer trámite, que establece la obligatoriedad de la educación parvularia en su segundo nivel de transición (Boletines números 3.682-07 y 1.737-07), hasta las 12:00 horas del día lunes 3 de abril próximo.



5) Constituir una Comisión Especial para estudiar el número e integración de las Comisiones, formada por un representante de cada Comité (este acuerdo se adoptó ad referéndum de los respectivos Comités).

- - -



En seguida, el señor Presidente manifiesta que el señor Secretario General dará cuenta de la composición de los Comités.



El señor Secretario General expresa que, al día de hoy, los representantes de los Comités Parlamentarios son los siguientes:



Partido Unión Demócrata Independiente: Honorables Senadores señores Jorge Arancibia Reyes y Jaime Orpis Bouchon.



Partido Renovación Nacional e Independiente: Honorables Senadores señores José García Ruminot y Antonio Horvath Kiss.



Partido Socialista: Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel y Carlos Ominami Pascual.



Partido Demócrata Cristiano: Honorables Senadores señores Jorge Pizarro Soto y Hosaín Sabag Castillo.



Partido Por la Democracia: Honorables Senadores señores Roberto Muñoz Barra y Fernando Flores Labra.



Partido Radical Socialdemócrata: Honorables Senadores señores Nelson Ávila Contreras y Guillermo Vásquez Úbeda.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor García, quien efectúa dos aclaraciones respecto de los acuerdos de Comités. La primera, en cuanto a la designación de un representante, por cada Comité, para la formación de una Comisión Especial para estudiar el número e integración de las Comisiones, en el sentido de que no constituye un acuerdo propiamente tal, porque es ad referéndum de la consulta que se formule a los Senadores que integran la Sala de Renovación Nacional. La segunda aclaración referida a los señores Senadores indicados como representantes del Comité Partido Renovación Nacional e Independiente, en orden a que ello dependerá de la correspondiente elección, de la que se informará oportunamente a la Mesa del Senado.

 

El señor Presidente señala que por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

           Secretario General del Senado

 SESION 2ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 15 DE MARZO DE 2.006



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.



Asisten los Honorables Senadores señoras señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, asimismo, la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia, doña Paulina Veloso, el señor Ministro de Justicia, don Isidro Solís, y el señor Subsecretario General de la Presidencia, don Edgardo Riveros.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________________

ACTAS



Las actas de las sesiones sexagésima, ordinaria, de 7 de marzo de 2006, sexagésima primera, extraordinaria, y sexagésima segunda, ordinaria, ambas de 8 de marzo de 2006, y la sesión de instalación del Senado, de 11 de marzo de 2006, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

___________________________

CUENTA

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha dado su aprobación a la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas, entre ambas Cámaras, durante la tramitación del proyecto de ley que modifica el artículo 13 del decreto con fuerza de ley Nº 120, de 1960, Ley Orgánica de la Polla Chilena de Beneficencia (Boletín Nº 2.815-05).



-- Queda para tabla.



Con el segundo, informa que ha dado su aprobación a la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas, entre ambas Cámaras, con ocasión de la tramitación del proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.419 en materias relativas a la publicidad y el consumo del tabaco. (Boletín Nº 3.825-11).



-- Se toma conocimiento, y se manda comunicar el proyecto a Su Excelencia la señora Presidenta de la República.



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, mediante el cual remite la información proporcionada por el Ministerio del Interior, respecto de las respuestas pendientes a consultas de los parlamentarios.



Dos de la señora Ministra de Educación:



Con el primero, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Cantero, sobre la postulación que realizó el Estado de Chile ante la UNESCO para que las Iglesias Coloniales del norte del país sean declaradas Patrimonio de la Humanidad.



Con el segundo, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre la consideración de los valores nacionales, patrimonio cultural, tradiciones y música patria en los programas de educación.



Del señor Ministro de Agricultura, por medio del cual contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Larraín, relativo a los problemas que afectan a los productores de berries de la Región del Maule y, en particular, a los de la comuna de Colbún.



Dos del señor Subsecretario de Pesca, con los que contesta otros tantos oficios dirigidos en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativos a los fundamentos de la disminución de la talla mínima legal para la extracción del erizo, y a programas de fomento del desarrollo pesquero en Caleta Tortel.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informe



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre responsabilidad fiscal (Boletín N° 4.000-05).



-- Queda para tabla.

___________________________



A continuación, el señor Presidente manifiesta que, de conformidad con el artículo 30 del Reglamento de la Corporación, el señor Secretario General dará cuenta de la propuesta para la conformación de las Comisiones del Senado.



El señor Secretario General expresa que la integración de las Comisiones del Senado, que propone el señor Presidente, es la siguiente:



Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización: Honorables Senadores señores Hosain Sabag Castillo, Ricardo Núñez Muñoz, Víctor Pérez Varela, Carlos Bianchi Chelech y Hernán Larraín Fernández.



Comisión de Relaciones Exteriores: Honorables Senadores señores Jorge Pizarro Soto, Jaime Gazmuri Mujica, Roberto Muñoz Barra, Juan Antonio Coloma Correa y Sergio Romero Pizarro.



Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: Honorables Senadores señora María Soledad Alvear Valenzuela y señores Pedro Muñoz Aburto, José Antonio Gómez Urrutia, Hernán Larraín Fernández y Alberto Espina Otero.



Comisión de Economía: Honorables Senadores señores Jorge Pizarro Soto, Roberto Muñoz Barra, Guillermo Vásquez Úbeda, Evelyn Matthei Fornet y José García Ruminot.



Comisión de Hacienda: Honorables Senadores señores Hosaín Sabag Castillo, Camilo Escalona Medina, Carlos Ominami Pascual, Jovino Novoa Vásquez y José García Ruminot.



Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: Honorables Senadores señores Mariano Ruiz-Esquide Jara, Ricardo Núñez Muñoz, Alejandro Navarro Brain, Andrés Chadwick Piñera y Carlos Cantero Ojeda.



Comisión de Defensa Nacional: Honorables Senadores señores Adolfo Zaldívar Larraín, Jaime Gazmuri Mujica, Jorge Arancibia Reyes, Juan Antonio Coloma Correa y Baldo Prokurica Prokurica.



Comisión de Obras Públicas: Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel, Mariano Ruiz-Esquide Jara, Víctor Pérez Varela, Sergio Romero Pizarro y Carlos Ignacio Kuschel Silva.



Comisión de Agricultura: Honorables Senadores señores Jaime Naranjo Ortiz, Guillermo Vásquez Úbeda, Juan Antonio Coloma Correa, Alberto Espina Otero y Andrés Allamand Zavala.



Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales: Honorables Senadores señores Pablo Longueira Montes, Antonio Horvath Kiss, Andrés Allamand Zavala, Alejandro Navarro Brain y Nelson Ávila Contreras.



Comisión de Trabajo y Previsión Social: Honorables Senadores señora María Soledad Alvear Valenzuela y señores Pedro Muñoz Aburto, Juan Pablo Letelier Morel, Pablo Longueira Montes y Andrés Allamand Zavala.



Comisión de Salud: Honorables Senadores señora Evelyn Matthei Fornet y señores Carlos Ignacio Kuschel Silva, Carlos Ominami Pascual, Mariano Ruiz-Esquide Jara y Guido Girardi Lavín.



Comisión de Minería y Energía: Honorables Senadores señores Ricardo Núñez Muñoz, Adolfo Zaldívar Larraín, José Antonio Gómez Urrutia, Jaime Orpis Bouchon y Baldo Prokurica Prokurica.



Comisión de Vivienda y Urbanismo: Honorables Senadores señores Jaime Naranjo Ortiz, Hosaín Sabag Castillo, Víctor Pérez Varela, Pablo Longueira Montes y Carlos Cantero Ojeda.



Comisión de Transportes y Telecomunicaciones: Honorables Senadores señores Roberto Muñoz Barra, Jorge Pizarro Soto, Jovino Novoa Vásquez, Jaime Orpis Bouchon y Antonio Horvath Kiss.



Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía: Honorables Senadores señores Jaime Naranjo Ortiz, Adolfo Zaldívar Larraín, Fernando Flores Labra, Andrés Chadwick Piñera y Carlos Ignacio Kuschel Silva.



Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura: Honorables Senadores señores Nelson Ávila Contreras, Camilo Escalona Medina, Jorge Arancibia Reyes, Antonio Horvath Kiss y Carlos Bianchi Chelech.



Comisión de Régimen Interior: Honorables Senadores señores Roberto Muñoz Barra, Hosaín Sabag Castillo, Alejandro Navarro Brain, Sergio Romero Pizarro y Jorge Arancibia Reyes.

- - -



El señor Presidente, en atención a que no se ha manifestado oposición a la propuesta precedentemente leída, la declara aprobada y señala que las Comisiones han quedado en condiciones de ser constituidas.

_______________

FÁCIL DESPACHO

Informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que modifica el artículo 13 del decreto con fuerza de ley Nº 120, de Hacienda, Ley Orgánica de la Polla 

Chilena de Beneficencia



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del informe de la Comisión Mixta de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que modifica el artículo 13 del decreto con fuerza de ley Nº 120, de Hacienda, Ley Orgánica de la Polla Chilena de Beneficencia, correspondiente al Boletín Nº 2.815-05.



Agrega que la controversia entre ambas Cámaras tuvo su origen en el rechazo, por parte de la Honorable Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de la enmienda efectuada por el Senado, en el segundo trámite constitucional.



El señor Secretario General expresa que en mérito de las consideraciones contenidas en su informe, la Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger y Ominami, y Honorables Diputados señores Dittborn, Kuschel, Navarro y Ortiz, acordó, como forma y modo de resolver la discrepancia entre ambas Cámaras, aprobar el artículo 1º, nuevo, aprobado por el Senado en el segundo trámite constitucional. En consecuencia, la Comisión Mixta sugiere aprobar la siguiente proposición:

“Artículo 1º



Consultar como tal el artículo 1º del texto propuesto por el Senado.”.

- - -



El señor Presidente solicita el asentimiento unánime de la Corporación para que pueda ingresar a la Sala el señor Subsecretario General de la Presidencia.



Así se acuerda.

- - -



A continuación, el señor Presidente pone en discusión la proposición de la Comisión Mixta y hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Ominami, Muñoz Barra, Navarro, Prokurica, Horvath, Sabag y Ruiz-Esquide.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide indica que cabe suprimir, en el número 2) del artículo 2º del proyecto de ley, la expresión “-Arauco”, en atención a que el Servicio de Salud aludido en dicho precepto corresponde al de Concepción y no comprende la zona de Arauco.



Cerrado el debate y puesta en votación, a mano alzada, la proposición de la Comisión Mixta, junto con la corrección sugerida por el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, es aprobada por 34 votos a favor y 4 abstenciones.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Congreso Nacional es el siguiente

PROYECTO DE LEY:

 

“Artículo 1°.- Modifícase el artículo 13 del decreto con fuerza de ley N° 120, de 1960, del Ministerio de Hacienda, que contiene la Ley Orgánica de la Polla Chilena de Beneficencia S.A., cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 152, del Ministerio de Hacienda, de 1980, de la siguiente manera:

 

1) Reemplázase en el numeral 1.-, la frase “Banco Nacional de Sangre”, por “Fondo Nacional de Salud”.
 

2) Deróganse los numerales 2, 5 y 11, modificándose la numeración correlativa subsiguiente y sustitúyese el actual numeral 9, que pasa a ser 7, por el siguiente:

 

“7.- Fundación de Beneficencia Aldea de Niños Cardenal Raúl Silva Henríquez 15%”.

 

3) Reemplázanse los guarismos previstos en los siguientes numerales, de la siguiente forma:

 

En el numeral 1.-, “2,5” por “3,0”; en el numeral 3.-, que pasa a ser 2.-, “2,5” por “6,0”; los numerales 4.- y 6.-, que pasan a ser 3.- y 4.-, “10” por “12”; en el numeral 7.-, que pasa a ser 5.-, “2” por “8”; en el numeral 8.-, que pasa a ser 6.-, “15,5” por “20”; en el numeral 10., que pasa a ser 8.-,“1” por “2”; en el numeral 12.-, que pasa a ser 9.-, “3” por “5”; en el numeral 13.- que pasa a ser 10.-, “6” por “10”; y en el numeral 14, que pasa a ser 11, “6”, por “7”.

 

4) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo, a ser inciso tercero y final:

 

“A partir de la fecha en que cualquiera de las entidades beneficiarias deje de desarrollar el fin principal para el cual fue instituida, que se declarará mediante decreto supremo fundado expedido a través del Ministerio de Hacienda o de Justicia, en el caso de las Corporaciones o Fundaciones, cesará en su derecho a participar del fondo a que se refiere este articulo y el porcentaje previsto a su respecto acrecerá al de los beneficiarios restantes, en proporción a la respectiva participación que a aquellos corresponda.”.

 

Artículo 2°.- Modifícase el inciso primero del artículo 6° de la ley N° 18.568, que establece normas sobre Lotería de Concepción, del siguiente modo:

 

1) Suprímense las siguientes referencias:

 

“-Fundación Graciela Letelier de Ibáñez – CEMA CHILE 3,0%” y “Corporación de Ayuda al Menor – CORDAM 3,0%”.

 

2) Reemplázanse los guarismos “2,0%” por “4,0%” y “4,0%” por “5,0”, correspondientes a Cruz Roja de Chile y al Servicio de Salud, Concepción para el Hospital “Guillermo Grant Benavente”, respectivamente.

 

Asimismo, sustitúyese el guarismo “3,0%”, correspondiente a la Corporación Nacional de Protección a la Ancianidad - CONAPRAN y a la Corporación de Ayuda al Niño Limitado –COANIL, por “4,5%”, respectivamente.

 

3) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo, a ser inciso tercero y final:

 

“A partir de la fecha en que cualquiera de las entidades beneficiarias deje de desarrollar el fin principal para el cual fue instituida, que se declarará mediante decreto supremo fundado expedido a través del Ministerio de Hacienda o de Justicia, en el caso de las Corporaciones o Fundaciones, cesará en su derecho a participar del fondo a que se refiere este articulo y el porcentaje previsto a su respecto acrecerá al de los beneficiarios restantes en proporción a la respectiva participación que a aquellos corresponda.”.

 

Artículo transitorio.- La presente ley comenzará a regir treinta días después de su publicación en el Diario Oficial.”.
______________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados sobre competencia desleal, con 

segundo informe de la Comisión de Economía



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre competencia desleal, con segundo informe de la Comisión de Economía, correspondiente al Boletín Nº 3.356-03.



Previene el señor Secretario General que el informe de la Comisión de Economía deja constancia que el artículo 13, que pasó a ser artículo 8º, debe ser aprobado con rango de ley orgánica constitucional, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 77 de la misma Carta Fundamental. Asimismo, se consigna que la Honorable Cámara de Diputados remitió esta iniciativa a la Excelentísima Corte Suprema, con el fin de recabar su parecer, dando cumplimiento a lo establecido en las normas pertinentes de la Ley Fundamental y en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, comunicando su opinión el Máximo Tribunal por oficio Nº 2.080, de 8 de octubre de 2003.



Agrega el señor Secretario General que la Comisión de Economía efectuó diversas modificaciones al proyecto aprobado en general, las que fueron acordadas por unanimidad.



El señor Secretario General expresa que, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, la Comisión de Economía deja constancia de lo siguiente:

 

I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: Artículo 13° , que pasó a ser artículo 8° .



II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 1 ,17 y 18.



III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 4, 5, 8, 9, 10, 14, 16, 20 y 21.



IV.- Indicaciones rechazadas: 12 y 22.



V.- Indicaciones retiradas: números 2, 3, 6, 7, 11, 13, 15 y 24.



VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: 19 y 23.

- - -



El señor Secretario General hace presente que la Comisión de Economía somete a consideración de la Sala el proyecto aprobado en general, con las siguientes modificaciones:

ARTÍCULO 1°



--Reemplazarlo por el siguiente:



“Artículo 1º.- Esta ley tiene por objeto proteger a competidores, consumidores y, en general, a cualquier persona afectada en sus intereses legítimos por un acto de competencia desleal.”. 

ARTÍCULO 2°



--Sustituirlo por el siguiente:



“Artículo 2°.- Una conducta podrá ser calificada como un acto de competencia desleal conforme a las disposiciones de esta ley aunque resulten procedentes respecto de esa misma conducta, y ante los tribunales competentes, una o más de las siguientes acciones:



a) Las reguladas en el decreto con fuerza de ley N° 1 de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, sobre libre competencia.



b) Las reguladas en la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores.



c) Las reguladas en la ley N° 17.336, sobre propiedad intelectual, o en la ley N° 19.039, sobre propiedad industrial.”. 

ARTÍCULO 3°



--Reemplazarlo por el siguiente:



“Artículo 3º.- En general, es acto de competencia desleal toda conducta contraria a la buena fe o a las buenas costumbres, que por medios ilegítimos persiga desviar clientela de un agente del mercado.”. 

ARTÍCULO 4°



--Sustituirlo por el siguiente:



“Artículo 4º.- En particular, y sin que la enumeración sea taxativa, se considerarán actos de competencia desleal los siguientes:



a) Toda conducta que aproveche indebidamente la reputación ajena, induciendo a confundir los propios bienes, servicios, actividades, signos distintivos o establecimientos con los de un tercero.



b) El uso de signos o la difusión de hechos o aseveraciones, incorrectos o falsos, que induzcan a error sobre la naturaleza, proveniencia, componentes, características, precio, modo de producción, marca, idoneidad para los fines que pretende satisfacer, calidad o cantidad y, en general, sobre las ventajas realmente proporcionadas por los bienes o servicios ofrecidos, propios o ajenos.



c) Todas las informaciones o aseveraciones incorrectas o falsas sobre los bienes, servicios, actividades, signos distintivos, establecimientos o relaciones comerciales de un tercero, que sean susceptibles de menoscabar su reputación en el mercado.  Son también ilícitas las expresiones dirigidas a desacreditarlos o ridiculizarlos sin referencia objetiva.



d) Las manifestaciones agraviantes que versen sobre la nacionalidad, las creencias, ideologías, vida privada o cualquier otra circunstancia personal del tercero afectado y que no tenga relación directa con la calidad del bien o servicio prestado.



e) Toda comparación de los bienes, servicios, actividades o establecimientos propios o ajenos con los de un tercero, cuando se funde en algún antecedente que no sea veraz y demostrable, o, cuando de cualquiera otra forma infrinja las normas de esta ley.



f) Toda conducta que persiga inducir a proveedores, clientes u otros contratantes a infringir los deberes contractuales contraídos con un competidor.



g) El ejercicio manifiestamente abusivo de acciones judiciales con la finalidad de entorpecer la operación de un agente del mercado.”.

ARTÍCULO 5°



Ha pasado a ser las letra c) y d) del artículo 4°. 

ARTÍCULO 6°



Ha pasado a ser la letra e) del artículo 4°. 

ARTÍCULO 7°



--Rechazarlo. 

ARTÍCULO 8°



--Rechazarlo. 

ARTÍCULO 9°



Ha pasado a ser la letra f) del artículo 4°. 

ARTÍCULO 10



Ha pasado a ser artículo 5°.



--Sustituirlo por el siguiente:



“Artículo 5º.- Contra los actos de competencia desleal pueden ejercerse, conjunta o separadamente, las siguientes acciones:



a) Acción de cesación del acto o de prohibición del mismo si aún no se ha puesto en práctica.



b) Acción declarativa de acto de competencia desleal, si la perturbación creada por el mismo subsiste.



c) Acción de remoción de los efectos producidos por el acto, mediante la publicación de la sentencia condenatoria o de una rectificación a costa del autor del ilícito u otro medio idóneo.



d) Acción de indemnización de los perjuicios ocasionados por el acto, sujeta a las disposiciones del Título XXXV del Libro IV del Código Civil.”. 

ARTÍCULO 11



Ha pasado a ser artículo 6°



--Reemplazarlo por el siguiente:



“Artículo 6º.- Cualquiera que resulte directa y personalmente amenazado o perjudicado en sus intereses legítimos por un acto de competencia desleal podrá ejercer las acciones señaladas en las letras a) a d) del artículo anterior.



Con todo, no habrá lugar a indemnización de perjuicios de acuerdo con esta ley si el demandado ya hubiese sido condenado a reparar el mismo daño de conformidad con otro ordenamiento legal.



Las asociaciones gremiales que tengan por función efectiva la defensa de los intereses de agentes del mercado podrán interponer, en interés de sus miembros lesionados por un acto de competencia desleal, las acciones contempladas en las letras a) a c) del artículo anterior.”. 

ARTÍCULO 12



Ha pasado a ser artículo 7°.



--Sustituirlo por el siguiente:



“Artículo 7º.- Las acciones de competencia desleal previstas en las letras a) a c) del artículo 5° prescriben en el plazo de un año contado desde la fecha en que finaliza la realización del acto de competencia desleal, o desde que fue conocido, si ello ocurrió con posterioridad. La acción de indemnización de perjuicios prevista en la letra d) del artículo 5° prescribe en el plazo de cuatro años contado del mismo modo. El ejercicio de alguna de las acciones previstas en las letras a) a c) del artículo 5° interrumpirá el plazo de prescripción de la acción de indemnización de perjuicios.”. 

ARTÍCULO 14



Ha pasado a ser artículo 9°.



--Sustituirlo por el siguiente:



“Artículo 9º.- Las acciones conferidas por esta ley se tramitarán de acuerdo con las normas del procedimiento sumario, contempladas en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil, sin que sea aplicable lo dispuesto en el artículo 681. Si se ejercen las acciones referidas en las letras a) a c) del artículo 5° y luego la acción indemnizatoria en juicio separado, los hechos establecidos en juicio entre las mismas partes respecto de aquéllas acciones se tendrán por probados en el juicio en que se haga valer esta última.



Contra la sentencia procederán todos los recursos que franquea la ley, de acuerdo con las reglas contenidas en el Código de Procedimiento Civil.



Si existe un indicio grave y preciso de amenaza o de ejecución de un acto de competencia desleal, el tribunal, a solicitud de parte, podrá ordenar su suspensión inmediata, sin perjuicio de las demás medidas precautorias previstas en Título V del Libro II del Código de Procedimiento Civil.”. 

ARTÍCULO 15



--Rechazarlo. 
- - -



A continuación, el señor Presidente, de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 124 del Reglamento del Senado, anuncia que dará por aprobada la disposición del proyecto de ley que no fue objeto de indicaciones ni de modificaciones en el segundo informe de la Comisión de Economía, esto es, el artículo 13, que pasó a ser artículo 8º, salvo que algún señor Senador, con el acuerdo unánime de los señores Senadores presentes, solicite someter a discusión y votación el precepto indicado.



El señor Secretario General indica que el artículo 8º debe ser aprobado con rango de ley orgánica constitucional.



Queda, en consecuencia, aprobada la referida disposición con el voto a favor de 33 señores Senadores, de un total de 38 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Bianchi.



A continuación, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor García, quien le solicita recabe la autorización de la Sala para poder explicar los objetivos del proyecto de ley y los acuerdos adoptados, a su respecto, por la Comisión de Economía, con la finalidad de obtener una mejor comprensión del mismo por los señores Senadores que se integran a la Corporación y, además, por haber sido modificado sustancialmente el texto despachado por la Honorable Cámara de Diputados.



Consultada la Sala así se acuerda.



En seguida, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Orpis, el que, en la misma línea postulada por el Honorable Senador señor García, explica algunas materias específicas de la iniciativa de ley.



Luego, el señor Presidente permite el uso de la palabra al Honorable Senador señor Gazmuri, quien también destaca los temas de mayor interés del proyecto en análisis en particular.



Seguidamente, el señor Presidente concede la palabra a los Honorables Senadores señores Romero y Vásquez, quienes efectúan diversas precisiones respecto de la materia regulada por el proyecto de ley.



Luego, el señor Presidente, en aplicación de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento de la Corporación, anuncia que se votarán sin debate las enmiendas despachadas por unanimidad, salvo que se renueven indicaciones o que algún señor Senador manifieste su intención de discutir las proposiciones de la Comisión.



Puestas en votación las referidas enmiendas, resultan aprobadas por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el siguiente

PROYECTO DE LEY:

“CAPITULO I

Normas Generales



Artículo 1º.- Esta ley tiene por objeto proteger a competidores, consumidores y, en general, a cualquier persona afectada en sus intereses legítimos por un acto de competencia desleal.



Artículo 2°.- Una conducta podrá ser calificada como un acto de competencia desleal conforme a las disposiciones de esta ley aunque resulten procedentes respecto de esa misma conducta, y ante los tribunales competentes, una o más de las siguientes acciones:



a) Las reguladas en el decreto con fuerza de ley N° 1 de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, sobre libre competencia.



b) Las reguladas en la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores.



c) Las reguladas en la ley N° 17.336, sobre propiedad intelectual, o en la ley N° 19.039, sobre propiedad industrial.

CAPITULO II

De la Competencia Desleal



Artículo 3º.-  En general, es acto de competencia desleal toda conducta contraria a la buena fe o a las buenas costumbres, que por medios ilegítimos persiga desviar clientela de un agente del mercado.



Artículo 4º.-  En particular, y sin que la enumeración sea taxativa, se considerarán actos de competencia desleal los siguientes:



a) Toda conducta que aproveche indebidamente la reputación ajena, induciendo a confundir los propios bienes, servicios, actividades, signos distintivos o establecimientos con los de un tercero.



b) El uso de signos o la difusión de hechos o aseveraciones, incorrectos o falsos, que induzcan a error sobre la naturaleza, proveniencia, componentes, características, precio, modo de producción, marca, idoneidad para los fines que pretende satisfacer, calidad o cantidad y, en general, sobre las ventajas realmente proporcionadas por los bienes o servicios ofrecidos, propios o ajenos.



c) Todas las informaciones o aseveraciones incorrectas o falsas sobre los bienes, servicios, actividades, signos distintivos, establecimientos o relaciones comerciales de un tercero, que sean susceptibles de menoscabar su reputación en el mercado.  Son también ilícitas las expresiones dirigidas a desacreditarlos o ridiculizarlos sin referencia objetiva.



d) Las manifestaciones agraviantes que versen sobre la nacionalidad, las creencias, ideologías, vida privada o cualquier otra circunstancia personal del tercero afectado y que no tenga relación directa con la calidad del bien o servicio prestado.



e) Toda comparación de los bienes, servicios, actividades o establecimientos propios o ajenos con los de un tercero, cuando se funde en algún antecedente que no sea veraz y demostrable, o, cuando de cualquiera otra forma infrinja las normas de esta ley.



f) Toda conducta que persiga inducir a proveedores, clientes u otros contratantes a infringir los deberes contractuales contraídos con un competidor.



g) El ejercicio manifiestamente abusivo de acciones judiciales con la finalidad de entorpecer la operación de un agente del mercado.

CAPITULO III

De las Acciones, Procedimiento, Tribunal Competente y Sanciones



Artículo 5º.- Contra los actos de competencia desleal pueden ejercerse, conjunta o separadamente, las siguientes acciones:



a) Acción de cesación del acto o de prohibición del mismo si aún no se ha puesto en práctica.



b) Acción declarativa de acto de competencia desleal, si la perturbación creada por el mismo subsiste.



c) Acción de remoción de los efectos producidos por el acto, mediante la publicación de la sentencia condenatoria o de una rectificación a costa del autor del ilícito u otro medio idóneo.



d) Acción de indemnización de los perjuicios ocasionados por el acto, sujeta a las disposiciones del Título XXXV del Libro IV del Código Civil.



Artículo 6º.- Cualquiera que resulte directa y personalmente amenazado o perjudicado en sus intereses legítimos por un acto de competencia desleal podrá ejercer las acciones señaladas en las letras a) a d) del artículo anterior.



Con todo, no habrá lugar a indemnización de perjuicios de acuerdo con esta ley si el demandado ya hubiese sido condenado a reparar el mismo daño de conformidad con otro ordenamiento legal.



Las asociaciones gremiales que tengan por función efectiva la defensa de los intereses de agentes del mercado podrán interponer, en interés de sus miembros lesionados por un acto de competencia desleal, las acciones contempladas en las letras a) a c) del artículo anterior.



Artículo 7º.- Las acciones de competencia desleal previstas en las letras a) a c) del artículo 5° prescriben en el plazo de un año contado desde la fecha en que finaliza la realización del acto de competencia desleal, o desde que fue conocido, si ello ocurrió con posterioridad. La acción de indemnización de perjuicios prevista en la letra d) del artículo 5° prescribe en el plazo de cuatro años contado del mismo modo. El ejercicio de alguna de las acciones previstas en las letras a) a c) del artículo 5° interrumpirá el plazo de prescripción de la acción de indemnización de perjuicios.



Artículo 8º.- Será competente para conocer de las causas de esta ley el juzgado de letras en lo civil del domicilio del demandado o del actor, a elección  de este último.



Artículo 9º.- Las acciones conferidas por esta ley se tramitarán de acuerdo con las normas del procedimiento sumario, contempladas en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil, sin que sea aplicable lo dispuesto en el artículo 681. Si se ejercen las acciones referidas en las letras a) a c) del artículo 5° y luego la acción indemnizatoria en juicio separado, los hechos establecidos en juicio entre las mismas partes respecto de aquéllas acciones se tendrán por probados en el juicio en que se haga valer esta última.



Contra la sentencia procederán todos los recursos que franquea la ley, de acuerdo con las reglas contenidas en el Código de Procedimiento Civil.



Si existe un indicio grave y preciso de amenaza o de ejecución de un acto de competencia desleal, el tribunal, a solicitud de parte, podrá ordenar su suspensión inmediata, sin perjuicio de las demás medidas precautorias previstas en Título V del Libro II del Código de Procedimiento Civil.”.

________________



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Sabag, quien le solicita recabe el asentimiento de la Sala para que las Comisiones, que así lo estimen necesario, puedan constituirse a partir de este momento.



Sobre el particular, el Honorable Senador señor Larraín sugiere que, para no interrumpir el funcionamiento de la Sala, las Comisiones se constituyan en la semana próxima, en sus horarios habituales.



El Honorable Senador señor Ominami agrega que se debe buscar la forma más adecuada para constituir las Comisiones, de manera de no interferir con el desarrollo de la sesión.



El señor Presidente indica que las Comisiones que lo deseen pueden constituirse a partir de las 18:30 horas.

____________

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S. E. el Vicepresidente de la República, en primer trámite constitucional, sobre protección de derechos de la infancia y de la adolescencia, con nuevo segundo informe de la Comisión de Constitución, 

Legislación, Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre protección de derechos de la infancia y de la adolescencia, con nuevo segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, correspondiente al Boletín Nº 3.792-07.



Previene el señor Secretario General que el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia que los artículos 10, 11, 17, 19, 48 y 52 deben ser aprobados con rango de ley orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en relación con los artículos 38, 77 y 118 de la misma Carta Fundamental. Asimismo, se consigna que por haberse introducido, en el nuevo segundo informe, modificaciones al artículo 17, que dicen relación con la organización y atribuciones de los tribunales, la iniciativa se remitió nuevamente a la Excelentísima Corte Suprema, en cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 77 de la Carta Fundamental y 16 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



El señor Secretario General indica que en sesión 56ª, ordinaria, de 4 de enero de 2006, se inició la discusión en particular del proyecto de ley y la Corporación aprobó, por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes, todos aquellos artículos del proyecto de ley sujetos a la aplicación del inciso primero del artículo 124 y del inciso sexto del artículo 133 del Reglamento del Senado, que no requerían de un quórum especial, quedando aplazada la votación respecto de los artículos 10, 11, 17, 19, 48 y 52 de la iniciativa de ley, que tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, cuyas enmiendas también fueron acordadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Agrega el señor Secretario General que en sesión 58ª, ordinaria, de 17 de enero de 2006, la Sala ratificó el acuerdo adoptado por los Comités, en orden a enviar esta iniciativa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, para un nuevo segundo informe. La referida Comisión efectuó una sola modificación al texto consignado en el segundo informe, la que fue acordada por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés) y consiste en reemplazar el artículo 17 por el siguiente:

 

“Artículo 17.- Acción especial de protección de derechos. Sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 20 de la Constitución Política de la República, todo niño, niña o adolescente o cualquiera a su nombre, podrá solicitar la protección de los Juzgados de Familia cuando por causa de actos u omisiones arbitrarios o ilegales sufra privación, perturbación o amenaza en el legítimo ejercicio de alguno de los derechos o garantías contemplados en la disposición constitucional antes citada.



Esta acción no procederá en aquellos casos relativos a las materias a que se refiere el artículo 8° de la Ley Nº 19.968.”.
- - -



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Espina.



El señor Presidente pone en votación los artículos 10, 11, 17, 19, 48 y 52 del proyecto de ley, los que resultan aprobados por 22 votos a favor, de un total de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el siguiente

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

DISPOSICIONES PRELIMINARES



Artículo 1°.- Objetivo de la ley. La presente ley tiene por objetivo garantizar la protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes y normar la situación de los menores de catorce años infractores de la ley penal.



Para ello, regula los mecanismos especiales que deberán desarrollar los órganos de la Administración del Estado, los tribunales de justicia y, en general, las entidades públicas y privadas, con el fin de prevenir las situaciones de vulneración de derechos de los niños, niñas y adolescentes y proteger y promover el ejercicio de los mismos.



En su interpretación se tendrán especialmente en cuenta las disposiciones de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño y su interés superior.



Artículo 2°.- Definición de niño, niña y adolescente. Para los efectos de esta ley, se considera niño o niña a toda persona que no ha cumplido los catorce años de edad, y adolescente, desde los catorce años hasta que cumpla los dieciocho años de edad.



En caso de duda acerca de si una persona es menor o mayor de dieciocho años, se le presumirá adolescente.


Artículo 3°.- Los niños como sujetos de derecho. Todos los niños, niñas y adolescentes son sujetos de derecho con autonomía progresiva para ejercerlos y asumir sus responsabilidades.



Artículo 4°.- Responsabilidad de los padres. Los padres son responsables de la crianza y cuidado de sus hijos e hijas, así como de orientarlos en el ejercicio progresivo de sus derechos y responsabilidades.



Artículo 5°.- Rol de la familia y la comunidad. La familia y la comunidad deberán promover y velar por el respeto de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.



Artículo 6°.- Principio de igualdad y no discriminación. Corresponde preferentemente al Estado adoptar las medidas necesarias para asegurar que todo niño, niña y adolescente sea protegido contra cualquier forma de discriminación arbitraria, de acuerdo a la Constitución y a la ley.



Artículo 7°.- Decisiones relativas a la crianza de los niños. Ninguna de las disposiciones de la presente ley autorizará a la comunidad a intervenir en las decisiones de los padres y de los representantes legales, relativas a la crianza de los niños.



Artículo 8°.- Cuenta de las actividades de la autoridad. Anualmente, la autoridad correspondiente rendirá cuenta de sus actividades en audiencia pública.



En la cuenta se referirá a los resultados obtenidos en las actividades realizadas en el período, incluyendo las estadísticas básicas que las reflejaren, el uso de los recursos otorgados y las dificultades que se hubieren presentado.



El Presidente de la República, mediante decreto supremo, reglamentará la forma en que se dará cumplimiento a esta obligación.



Artículo 9°.- Derecho del niño a ser oído. En todos los asuntos que les afecten, los niños, niñas y adolescentes gozarán del derecho a expresar su opinión libremente, la que deberá tenerse en cuenta, en función de su edad y madurez. Para ello, tendrán la oportunidad de ser escuchados en todo procedimiento judicial o administrativo que los afecte.

TÍTULO II

ACTUACIONES DE LOS ÓRGANOS DE LA ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO Y MUNICIPALIDADES EN EL ÁMBITO DE LA PROTECCIÓN DE DERECHOS DE LA INFANCIA Y ADOLESCENCIA



Artículo 10.- Protección administrativa general. Los órganos de la administración del Estado y las municipalidades deberán velar por el respeto de los derechos de los niños, niñas y adolescentes y adoptar todas las medidas tendientes a prevenir o superar las situaciones de vulneración de sus derechos, dentro del ámbito de sus competencias y siempre que cuenten con recursos financieros para tal efecto.



Artículo 11.- Solicitudes y reclamaciones. Todo niño, niña o adolescente que sufra cualquier vulneración en el ejercicio de sus derechos con ocasión de actuaciones de órganos de la administración del Estado, de sus autoridades o funcionarios, podrá, personalmente o a través de su representante legal o de cualquier persona a su nombre, presentar, por sí, solicitudes o reclamos, de conformidad con lo establecido en la ley Nº 19.880.



Si la vulneración fuera imputable a entidades privadas que se encuentren bajo la dependencia o supervisión de órganos de la administración del Estado o municipalidades, el niño, niña o adolescente, podrá, personalmente, a través de su representante legal o de cualquier persona a su nombre, presentar solicitudes y reclamaciones ante la entidad pública respectiva. Requerida su intervención, la entidad pública respectiva, dentro de sus facultades, adoptará de inmediato todas las medidas necesarias para superar la vulneración de derechos, y dará respuesta por escrito dentro de un plazo que no excederá de 15 días.

TÍTULO III

ACTUACIÓN DEL SERVICIO NACIONAL DE LA INFANCIA Y ADOLESCENCIA



Artículo 12.- Protección administrativa especial. En conformidad a la misión y funciones que la ley le asigna, corresponderá al Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia realizar las acciones destinadas a la prevención de situaciones de vulneración, protección integral y promoción de los derechos de los niños, niñas y adolescentes a que se refiere el artículo 2° del Decreto Ley N° 2.465.



Artículo 13.- Oferta y proyectos del Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia. Para los efectos de lo previsto en el artículo anterior, el Servicio dispondrá de una oferta de proyectos ejecutados directamente o a través de colaboradores acreditados. En especial, esta oferta consistirá en:



a) Oficinas de Protección de los Derechos de niños, niñas y adolescentes (OPD), en el ámbito local, destinadas a realizar acciones encaminadas a otorgar protección integral de sus derechos cuando se encuentren en una situación de exclusión social o de vulneración de los mismos. La organización de estas oficinas podrá ser comunal o intercomunal, de acuerdo a las necesidades y características de la población infantil y adolescente de cada comuna.



b) Programas dirigidos a ofrecer al niño, niña o adolescente la atención ambulatoria especializada necesaria para la adecuada protección, reparación o restitución de sus derechos. En los casos en que la intervención técnica lo amerite, podrán desarrollarse conjuntamente con una modalidad residencial.



c) Programas dirigidos a prevenir situaciones de vulneración de los derechos del niño, niña o adolescente que afecten su integración familiar, escolar o comunitaria.



d) Programas destinados a promover los derechos del niño, niña y adolescente.



e) Programas dirigidos a proporcionar al niño, niña o adolescente vulnerado en sus derechos, un medio familiar donde residir, a través de familias de acogida.



f) Programas de adopción de niños, niñas y adolescentes, conforme a la ley N° 19.620.



g) La elaboración de diagnósticos solicitados por el tribunal competente u otras instancias públicas o privadas que digan relación con una situación de vulneración de derechos que afecte a un niño, niña o adolescente.



h) Centros residenciales para la atención de los niños, niñas y adolescentes privados de su medio familiar.



Artículo 14.- Conocimiento y calificación de las situaciones de vulneración de derechos. Las Direcciones Regionales del Servicio y las Oficinas de Protección de Derechos del niño, niña o adolescente recibirán las denuncias o solicitudes formuladas a favor de los mismos.



Recibida una denuncia o solicitud de intervención o tomado conocimiento de una situación de vulneración de derechos, las Oficinas de Protección de Derechos y las Direcciones Regionales, por sí o con la colaboración de proyectos especializados, calificarán el caso con el objeto de orientar su actuación.



La calificación deberá realizarse en el menor plazo posible y preferentemente de manera ambulatoria. Con todo, si para realizar la calificación a que se refiere el presente artículo fuere indispensable la separación del niño de su medio familiar, deberá solicitarse una medida cautelar a su favor ante el Juzgado de Familia competente.



Artículo 15.- Acciones posteriores a la calificación. Una vez realizada la calificación o cuando ella no fuere necesaria por existir antecedentes suficientes, el Servicio, directamente o a través de sus colaboradores acreditados, prestará orientación y asistencia, propiciará acuerdos con los padres o quienes tengan el cuidado personal del niño, niña o adolescente para su ingreso a un proyecto, se coordinará con diversos actores tanto del ámbito público como privado para potenciar los recursos disponibles y, en general, realizará todas las acciones que estime pertinentes, de conformidad a sus atribuciones legales, con el objeto de superar la situación de vulneración de derechos.



Para el ingreso de un niño, niña o adolescente a la oferta programática no residencial se requerirá de la voluntad de los padres o personas que tienen legalmente su cuidado, sin perjuicio de lo cual la opinión de aquellos será escuchada y considerada, en función de su edad y madurez.



Cuando no concurra la voluntad de las personas indicadas en el inciso precedente o el caso así lo amerite, el Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia recurrirá a los Juzgados de Familia a fin que se adopte la medida de protección pertinente. Éstos podrán adoptar todas aquellas contempladas en los artículos 71 de la ley N° 19.968 y 34 y 35 de esta ley. Del mismo modo, deberá solicitar la intervención judicial cuando se trate de materias de su exclusiva competencia.



Artículo 16.- Registro. El Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia deberá llevar un registro de las acciones, intervenciones, derivaciones y egresos de los casos de los que tome conocimiento de acuerdo a los artículos anteriores. Los colaboradores acreditados que participen de dichas intervenciones deberán proporcionar la información respectiva al registro.



El registro del Servicio y los que pudieren desarrollar los colaboradores acreditados se someterán a lo dispuesto en la ley Nº 19.628, sobre protección de datos de carácter personal.

TÍTULO IV

ACCIONES DE PROTECCIÓN ESPECIAL ANTE LOS TRIBUNALES DE JUSTICIA

PÁRRAFO I

DE LA ACCIÓN ESPECIAL DE PROTECCIÓN DE DERECHOS DE LA INFANCIA Y ADOLESCENCIA



Artículo 17.- Acción especial de protección de derechos. Sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 20 de la Constitución Política de la República, todo niño, niña o adolescente o cualquiera a su nombre, podrá solicitar la protección de los Juzgados de Familia cuando por causa de actos u omisiones arbitrarios o ilegales sufra privación, perturbación o amenaza en el legítimo ejercicio de alguno de los derechos o garantías contemplados en la disposición constitucional antes citada.



Esta acción no procederá en aquellos casos relativos a las materias a que se refiere el artículo 8° de la Ley Nº 19.968.



Artículo 18.- Legitimación activa. Se aplicará a esta acción lo dispuesto en los artículos 18 y 19 de la Ley Nº 19.968.



Artículo 19.- Tribunal competente y plazo. La acción a que alude el presente párrafo deberá interponerse ante el Juzgado de Familia en cuya jurisdicción se hubiere cometido el acto o incurrido en la omisión arbitraria o ilegal que ocasione privación, perturbación o amenaza en el legítimo ejercicio de los derechos del niño, niña o adolescente, dentro del plazo fatal de 15 días corridos contados desde la ejecución del acto o la ocurrencia de la omisión, o, según la naturaleza de éstos, desde que se haya tenido noticias o conocimiento cierto de los mismos, lo que se hará constar en el proceso.



Artículo 20.- Interposición. La acción especial de protección se interpondrá por escrito, por cualquier medio, sin formalidad alguna, pudiendo incluso presentarse verbalmente, en cuyo caso se levantará el acta respectiva.



En la acción deberá constar el nombre completo y el domicilio del solicitante; la persona a favor de quien se interpone, con su nombre, apellido y domicilio si se conociere; la identificación de la persona o entidad que ha incurrido en la acción u omisión, si fuere posible; la relación de los hechos que motivan la acción y los fundamentos jurídicos en que ésta se apoya, y las peticiones concretas que se formulan al Tribunal.



Además, el actor acompañará a la solicitud, si procediere, los antecedentes pertinentes, individualizará aquellos de los cuales tiene conocimiento pero no dispone, con la indicación de la persona o lugar en que se encuentran, y podrá solicitar el ejercicio de las facultades previstas en el artículo 22 de la ley N° 19.968.



Artículo 21.- Admisibilidad. Presentada la acción, el Tribunal examinará si ha sido interpuesta en tiempo y si tiene fundamentos suficientes para acogerla a tramitación. Si su presentación ha sido extemporánea, adolece de manifiesta falta de fundamento o se refiere a materias previstas el artículo 8° de la ley Nº 19.869, la declarará inadmisible desde luego por resolución someramente fundada, la que no será susceptible de recurso alguno, salvo el de reposición ante el mismo Tribunal, el que deberá interponerse dentro de tercero día.



Artículo 22.- Error u omisión. Cuando se haya omitido alguno de los antecedentes señalados en el inciso segundo del artículo 20 o se haya incurrido en un error manifiesto respecto a ellos, el Tribunal los subsanará de oficio. De no ser posible, ordenará subsanar dichos errores u omisiones dentro de un término no inferior a cinco ni superior de diez días, siempre que sean imprescindibles para su conocimiento y resolución.



Vencido el plazo indicado en el inciso anterior sin haberse subsanado, el Tribunal declarará inadmisible la acción de plano.



Artículo 23.- Acumulación de autos. Si respecto de un mismo acto u omisión se dedujeren dos o más acciones, aún por distintos niños, niñas o adolescentes afectados, se acumularán todas las acciones en el Juzgado de Familia al que hubiere ingresado la primera de ellas, para ser resueltas en una misma sentencia.



Artículo 24.- Conocimiento preferente. La acción especial de protección se substanciará en forma preferente a cualquier otro asunto, con excepción de las medidas que se adopten en el ejercicio de la potestad a que alude el Párrafo II del presente Título.



Artículo 25.- Potestad cautelar. Para el ejercicio de la potestad cautelar será aplicable lo dispuesto en el artículo 22 de la ley N° 19.968.



Artículo 26.- Informe. Cuando se admitiere a tramitación la acción especial de protección, el Tribunal ordenará que informen, por la vía que estime más rápida y efectiva, la persona o personas, funcionarios o autoridad que según la acción o en concepto del Tribunal, sean los causantes del acto u omisión arbitraria o ilegal que haya podido producir privación, perturbación o amenaza del libre ejercicio de los derechos que se solicita proteger, fijando un plazo breve y perentorio para emitir el informe y señalando que conjuntamente con éste, el obligado a evacuarlo remitirá todos los antecedentes que existan en su poder sobre el motivo de la acción.



La referida solicitud y el informe requerido deberán despacharse por escrito, por el medio más rápido posible.



Si el informe no fuere evacuado dentro del plazo determinado, se resolverá la acción sin más trámite, salvo que el Tribunal estime conveniente y necesario practicar alguna medida para mejor resolver, la que deberá cumplirse en un plazo no superior a cinco días.



Artículo 27.- Facultad de hacerse parte. La autoridad, funcionario o persona requerida para informar, junto con presentar su informe y acompañar los antecedentes solicitados, podrá hacerse parte en el proceso.



Cualquier otra persona que tenga un interés legítimo en el resultado de la acción, podrá hacerse parte hasta antes del vencimiento del plazo para presentar el informe.



Artículo 28.- Audiencia. Si del o los informes evacuados el Tribunal pudiere concluir la efectividad de la amenaza, privación o perturbación del derecho reclamado en los términos dispuestos en el artículo 17 y no se hubiere planteado controversia en los hechos o el derecho, acogerá la acción especial de protección de derechos, en cuyo caso procederá conforme los artículos siguientes.



En caso contrario, dictará una resolución citando a las partes a audiencia, la que deberá realizarse en el más breve plazo posible, y a la que éstas deberán concurrir con todos sus medios de prueba.



La audiencia tendrá por objeto oír a las partes, recibir antecedentes adicionales y resolver la acción. Se llevará a efecto en un solo acto, pudiendo prorrogarse en sesiones sucesivas si fuere necesario.



Artículo 29.- Facultades del Tribunal que acoge la solicitud de protección. Si el Tribunal accede a la solicitud, podrá adoptar todas las medidas que juzgue necesarias para asegurar la debida protección del afectado.



Artículo 30.- Sanciones por incumplimiento de la resolución judicial. Si la persona, el funcionario o el representante o jefe del órgano del Estado, tenga éste la calidad de titular, interino, suplente o subrogante o cualquiera otra, no evacuare los informes o no diere cumplimiento a las diligencias, resoluciones o sentencias dentro de los plazos que el Juez determine conforme a lo establecido en los artículos precedentes, podrá imponer al renuente, oyéndolo o en su rebeldía, alguna o algunas de las siguientes medidas:



a) Amonestación privada;



b) Censura por escrito;



c) Multa a beneficio fiscal que no sea inferior a una ni exceda de cinco unidades tributarias mensuales, y

 

d) Suspensión de funciones hasta por cuatro meses, tiempo en el cual el funcionario gozará de medio sueldo. Todo ello además de la responsabilidad penal en que pudieren incurrir dichas personas.



Artículo 31.- Supletoriedad. En todo lo no regulado por este párrafo, serán aplicables las disposiciones contenidas en el Título III de la ley Nº 19.968.

PÁRRAFO II

DE LA APLICACIÓN JUDICIAL DE MEDIDAS DE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS NIÑOS, NIÑAS O ADOLESCENTES



Artículo 32.- Procedencia. Las medidas de protección a favor de un niño, niña o adolescente procederán cuando concurra alguna de las causales señaladas en el artículo siguiente, en conformidad a lo previsto en el párrafo I del Título IV de la ley Nº 19.968, que crea los Juzgados de Familia.



Artículo 33.- Causales. Las medidas contempladas en este párrafo se adoptarán ante situaciones de vulneración de los derechos del niño, niña y adolescente causadas por:



a) Ausencia de los padres o las personas responsables de su cuidado personal;



b) Incapacidad o imposibilidad, transitoria o permanente, de los padres o de las personas responsables para ejercer su cuidado personal, en lo que se refiere al ejercicio de sus derechos, deberes y obligaciones;



c) Incumplimiento voluntario o negligente de las obligaciones de protección de padres o personas responsables de su cuidado personal, cuando ello comprometa su vida, integridad física o psíquica;



d) Ser víctima de maltrato, abuso o explotación sexual, y



e) La necesidad urgente de proporcionarle atención de salud para proteger su vida e integridad física, en caso de adicciones extremas.



Artículo 34.- Medidas de protección. Concluido el procedimiento respectivo, el Juez podrá adoptar, mediante resolución fundada, las siguientes medidas de protección o alguna de las contempladas en la ley N° 19.968, sobre Tribunales de Familia, a favor de los niños, niñas o adolescentes:



a) Mantenerlo bajo el cuidado de sus padres, guardadores o personas a cuyo cargo estuviere, instándolos a tener una mayor preocupación sobre la conducta del niño o adolescente y advirtiéndoles que la reiteración de hechos que pongan en peligro la vida, integridad física o psíquica del propio niño, niña o adolescente o de terceros o los bienes de éstos podría motivar la aplicación de medidas más severas;



b) Asistencia a programas o servicios de apoyo, orientación, intervención o reparación ofrecidos por entidades públicas o privadas;



c) Tratamiento médico, psiquiátrico o psicológico;



d) Confiarlo al cuidado de un familiar o de un tercero;



e) Ingreso a programa de familias de acogida, y



f) Ingreso a un centro residencial.



El Juez podrá decretar una o varias de las medidas establecidas en el presente artículo. Para resolver, se deberá tomar en cuenta la gravedad de los hechos que ameriten su aplicación, el grado de autonomía y capacidad del niño, niña o adolescente, la presencia de redes de apoyo y la posibilidad del adecuado ejercicio de los roles protectores por parte de los adultos responsables de su cuidado.



Estas medidas deberán decretarse por un plazo determinado, no superior a un año, y podrán renovarse por períodos iguales, mediante resolución fundada, sin perjuicio de las normas especiales contenidas en este párrafo. En todo caso, el Tribunal escuchará, en cualquier tiempo, al niño, niña o adolescente, a sus padres y a quienes sean responsables de la ejecución de la medida y podrá suspender, modificar o dejar sin efecto tal medida conforme a las reglas de los incidentes.



El Tribunal, las instituciones y centros o programas encargados de dar cumplimiento a la medida decretada deberán informar al niño, niña o adolescente a lo menos acerca de la naturaleza y extensión de la medida tomada a su respecto.



El Tribunal sólo podrá aplicar a un niño, niña o adolescente una medida de internamiento obligatorio en un establecimiento hospitalario, psiquiátrico o de tratamiento especializado de rehabilitación de la adicción a las drogas, al alcohol u otras de igual gravedad, según corresponda, en la medida que se requiera de los servicios que éstos ofrecen y ello sea indispensable frente a una amenaza a su vida o salud. Esta medida se impondrá sólo por el plazo estrictamente necesario para superar la situación de amenaza y no podrá exceder de 90 días. Concluido este plazo, la medida podrá prorrogarse, incidentalmente, por resolución fundada.



Artículo 35.- Medidas aplicables a los padres o personas a cargo del cuidado personal. El Juez podrá adoptar las siguientes medidas respecto de los padres, personas responsables del cuidado del niño, niña o adolescente o que convivan con él:



a) Asistencia a programas o servicios ambulatorios de apoyo u orientación ofrecidos o financiados por organismos públicos o privados;



b) Tratamiento médico, psiquiátrico o psicológico;



c) Obligación de matricular al niño, niña o adolescente en un establecimiento educacional y velar por su asistencia;



d) Obligación de impedir que el menor realice trabajos prohibidos por la ley y de precaver cualquier explotación laboral por terceros;



e) Prohibición de mantener relaciones directas o regulares con el niño, niña o adolescente por tiempo determinado, y



f) Expulsión del agresor o agresora de la vivienda común en casos de maltrato grave, abuso o explotación sexual.



Dichas medidas deberán decretarse por un plazo determinado, que no podrá exceder de un año, que podrá renovarse por períodos iguales mediante resolución fundada pronunciada en procedimiento incidental. El Tribunal podrá decretar una o más de ellas simultáneamente y en conjunto con las previstas en el artículo anterior.



En el caso de las medidas establecidas en las letras a) y b) precedentes, se deberá contar con el consentimiento del afectado. De no contar con este consentimiento, el Juez podrá decretar todas las medidas contempladas en la ley.



Artículo 36.- Confiar el cuidado a un familiar o tercero. Confiar el cuidado a un familiar o tercero es aquella medida de protección transitoria decretada por el Juez, que consiste en la entrega del cuidado de un niño, niña o adolescente con el objeto de procurarle un núcleo de convivencia familiar.



Procederá la entrega del cuidado transitorio siempre que la causal que lo justifique sea temporal o cuando de los antecedentes del proceso se concluya que el niño, niña o adolescente podrá retornar, una vez vencido el plazo decretado por el Tribunal, a su entorno familiar.



El Tribunal también podrá confiar este cuidado a personas que no tengan un vínculo de parentesco con el niño, niña o adolescente, con las que éstos tengan una relación de afecto y confianza. En este caso, el Tribunal siempre deberá requerir una evaluación especializada del niño, niña o adolescente y de las personas que soliciten o se propongan para asumir su cuidado.



El Tribunal podrá renovar esta medida por una sola vez y hasta por un año, cuando las circunstancias que dieron lugar a ésta se mantengan.



Cuando hubieren transcurrido los plazos anteriores y no fuere posible que el niño, niña o adolescente vuelva al cuidado de sus padres, el Tribunal podrá adoptar, de acuerdo al procedimiento especial para la aplicación judicial de medidas de protección dispuestas para los niños, niñas y adolescentes en la ley N° 19.968, sobre Tribunales de Familia, una medida de entrega de cuidado personal indefinido, que dará a las personas a quienes se haya entregado el cuidado del niño, las facultades del cuidado personal a que se refiere el Código Civil.



Tratándose del cuidado personal con fines adoptivos, sólo procederá en conformidad a lo dispuesto en el artículo 19 de la ley Nº 19.620 y bajo ninguna circunstancia podrá decretarse en el ámbito proteccional.



Artículo 37.- Ingreso a programa de familias de acogida. El ingreso a un programa de familias de acogida es aquella medida de protección transitoria decretada por el Juez, que consiste en la entrega del cuidado de un niño, niña o adolescente a un programa desarrollado por el Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia o a través de los organismos acreditados ante él, que proporcionará a éste un núcleo de convivencia familiar.



Renovada la medida por dos períodos y siempre que la situación que motivó a decretarla no hubiere sido superada, el Tribunal podrá mantenerla y renovarla cada vez, en lo sucesivo, hasta por dos años.



El Director del programa o el Tribunal, si aquél no lo hubiere informado, deberá comunicar a la Dirección Regional respectiva del Servicio la medida decretada cuando se hubieren cumplido los plazos y configurado las causales establecidas en los numerales 1 y 2 del artículo 12 de la ley Nº 19.620, para que se inicien los procedimientos que correspondan, sin perjuicio de lo prescrito en el artículo 13 de la misma ley.



Artículo 38.- Ingreso a centro residencial. La medida de ingreso a un centro residencial es aquella consistente en el ingreso y permanencia de un niño, niña o adolescente en los establecimientos calificados como tales por el Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia, que procederá como medida de último recurso y cuando su cuidado no pueda ser confiado a un familiar.



Al adoptar esta medida, siempre se deberá privilegiar el derecho del niño, niña o adolescente a vivir en una residencia cercana a su familia y comunidad, salvo su interés superior.



Para decretar la renovación de esta medida y sin perjuicio de la obligación de informar periódicamente que deberán cumplir los establecimientos residenciales, el Tribunal llamará a una audiencia de seguimiento de la misma. A dicha audiencia deberán concurrir los padres, si fueren habidos, y el director del establecimiento o quien éste designe. El niño, niña o adolescente siempre deberá ser oído, en la misma audiencia, por separado, y su opinión será considerada en función de su edad y madurez.



En el caso que la medida hubiere sido ya renovada por dos períodos, la audiencia de seguimiento se podrá realizar en lo sucesivo cada dos años.



El Director del Centro Residencial o el Tribunal, si aquél no lo hubiere informado, deberá comunicar a la respectiva Dirección Regional del Servicio la medida decretada cuando se hubieren cumplido los plazos y configurado las causales establecidas en los números 1 y 2 del artículo 12 de la ley Nº 19.620.



Artículo 39.- Derechos y obligaciones de los padres. Cuando se decreten las medidas contempladas en las letras d), e) y f) del artículo 34, los padres siempre conservarán el derecho y el deber establecido en el artículo 229 del Código Civil, salvo que en la misma resolución se hubiere adoptado expresamente alguna de las medidas previstas en las letras e) y f) del artículo 35. En todo caso, siempre conservará el deber de contribuir a los gastos de educación, crianza y establecimiento de sus hijos e hijas.



Artículo 40.- Rol del Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia en la protección jurisdiccional de derechos. En este ámbito, al Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia le corresponderá el cumplimiento de las resoluciones judiciales que disponen la aplicación de medidas de protección en alguno de los proyectos de su red de organismos acreditados y la obligación de mantener a disposición de los tribunales la información actualizada acerca de la oferta de atención existente en las distintas jurisdicciones del país.

TÍTULO V

ACTUACIÓN DE LA POLICÍA EN EL ÁMBITO DE LA PROTECCIÓN DE DERECHOS



Artículo 41.- Asistencia inmediata a víctimas de delitos o frente a vulneraciones de derechos. Carabineros de Chile deberá otorgar en forma inmediata la asistencia que requiera todo niño, niña o adolescente víctima de una falta, crimen o simple delito, o que esté expuesto a una vulneración de sus derechos o a una amenaza de la misma.



La acción de Carabineros se orientará a repeler el delito y poner fin a la vulneración de sus derechos, otorgándole para estos fines la asistencia indispensable.



Para ello, deberá otorgar protección inmediata a un niño, niña o adolescente que se encuentre en situación de peligro grave, directo e inminente para su vida o integridad física, para lo cual podrá ingresar a un lugar cerrado y retirar al niño, niña o adolescente, debiendo en todo caso poner de inmediato los hechos en conocimiento del Juez de Familia o del Fiscal del Ministerio Público, según corresponda. En lo demás, procederá de conformidad a lo dispuesto en el artículo siguiente.



En casos de urgencia, deberá conducir al niño, niña o adolescente a un centro de salud para que reciba la atención médica correspondiente.



Del mismo modo, Carabineros deberá denunciar ante el Juez de Familia correspondiente el que una niña, un niño o adolescente no esté matriculado en un establecimiento educacional o el que haya sido sorprendido realizando trabajos prohibidos o indebidos por orden y en beneficio de terceros.



Artículo 42.- Obligación de entregar al niño, niña o adolescente a sus padres. Una vez repelido el delito o superada la vulneración de derechos, el niño o niña será entregado en forma directa e inmediata a cualquiera de sus padres o a la persona responsable de su cuidado personal.



Tratándose de adolescentes, Carabineros procederá de conformidad al inciso anterior cuando éstos se encuentren en una situación de peligro grave, directo e inminente para su vida o integridad física. En los demás casos, éstos podrán solicitar a Carabineros asistencia para reunirse con sus padres o con quienes tienen su cuidado personal. En ambos casos, Carabineros deberá informar a los padres o personas responsables de su cuidado personal de las actuaciones realizadas al efecto.



Respecto de un niño, niña o adolescente  perdido sobre el cual hubiere una solicitud de búsqueda vigente, a consecuencia de su desaparición, Carabineros procederá conforme a lo dispuesto en el presente Título, informando al Tribunal que hubiere formulado la solicitud o al Ministerio Público, en su caso.



Artículo 43.- Excepciones a la obligación de entrega a los padres. En los casos en que los padres o la persona responsable hayan sido los causantes directos de la vulneración o amenaza o hayan sido imputados por su supuesta participación en el crimen, simple delito o falta de que fue víctima el niño, niña o adolescente, y, en general, cuando por otras circunstancias no sea posible o conveniente entregarlo directamente a esas personas, Carabineros lo pondrá bajo la responsabilidad del tribunal competente.



Si el procedimiento se adoptare fuera del horario de funcionamiento de los tribunales, Carabineros podrá conducir al niño, niña o adolescente a los establecimientos que, para estos efectos, determine el Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia por resolución de su Director Nacional, e informará de los hechos a primera audiencia al Juzgado de Familia y de inmediato al Ministerio Público, si procediere.



En todo caso, el director de un establecimiento de los que alude el inciso anterior, podrá entregar directamente al niño, niña o adolescente a sus padres o personas responsables de su cuidado personal, siempre que no hayan sido los causantes directos de la vulneración o amenaza, o imputados por su supuesta participación en el crimen, simple delito o falta de que se trate. Verificada la entrega, informará al Juzgado de Familia competente.



Artículo 44.- Conducción y permanencia en unidades policiales. En el cumplimiento de las funciones establecidas en los artículos anteriores, Carabineros podrá conducir al niño, niña o adolescente a la unidad policial correspondiente. En ningún caso dicho traslado se efectuará en condiciones similares a las de una persona detenida.



El tiempo de permanencia en dichas unidades será el menor posible, exceptuándose de esta limitación aquellas unidades especializadas y habilitadas para la atención residencial de niños, niñas o adolescentes y, en todo caso, hasta que sea posible la entrega a sus padres o responsables de su cuidado, al tribunal competente o al establecimiento a que alude el inciso segundo del artículo anterior, según corresponda.



En ningún caso los niños, niñas o adolescentes conducidos a las unidades policiales podrán permanecer en las mismas dependencias o tomar contacto con detenidos.


Artículo 45.- Respeto por la dignidad e intimidad en el cumplimiento de sus obligaciones. En el cumplimiento de sus obligaciones, Carabineros actuará respetando la intimidad y dignidad de los niños, niñas y adolescentes, privilegiando la intervención de funcionarios o profesionales capacitados para la atención de los mismos.



Artículo 46.- Policía de Investigaciones de Chile. Las disposiciones del presente título serán aplicables a la Policía de Investigaciones de Chile.

TÍTULO VI

MALTRATO DE NIÑOS, NIÑAS O ADOLESCENTES, FUERA DEL ÁMBITO FAMILIAR


Artículo 47.- Maltrato. Todo maltrato que afecte a un niño, niña o adolescente, que no sea constitutivo de delito, cometido por una persona que no tenga respecto del ofendido alguna de las calidades señaladas por el artículo 1° de la ley Nº 19.325, será sancionado con alguna de las siguientes medidas:



a) Multa, a beneficio municipal, del equivalente de uno a diez días de ingreso diario del condenado calculado en la forma señalada en el artículo 4º de esa ley; y



b) Realización de trabajos en beneficio de la comunidad con acuerdo del ofensor. La resolución que aplique esta sanción deberá señalar expresamente el tipo de trabajo, el lugar donde deba realizarse, su duración y la persona o institución encargada de controlar su cumplimiento. En caso de incumplimiento de la sanción en la forma dispuesta por la sentencia, se dejará sin efecto la medida decretada debiendo imponerse en su lugar el máximo de la multa señalada en la letra anterior.



Artículo 48.- Competencia. Conocerá de la materia señalada en el artículo anterior el Juzgado de Familia del territorio jurisdiccional en que tenga residencia o domicilio el afectado.

TÍTULO VII

DISPOSICIONES VARIAS



Artículo 49.- Modificaciones al Código Civil. Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Civil:



1) Agrégase al artículo 226 el siguiente inciso, nuevo:



 “Para los efectos de este artículo, se entenderá que uno o ambos padres se encuentran inhabilitados física o moralmente cuando:



1° Sufrieren de alguna discapacidad mental grave, judicialmente declarada.



2° Padecieren de consumo dependiente de drogas o alcohol, circunstancia diagnosticada por, a lo menos, dos facultativos.



3° Hubieren sido condenados por secuestro o abandono de menores.



4° Maltrataren al hijo vulnerando gravemente su derecho a la vida, integridad física o psíquica.



5° Incumplieren sus obligaciones de protección, cuando con ello comprometan gravemente su integridad física o psíquica o su vida.”.



2) Derógase el artículo 234.



3) Reemplázase el artículo 240 por el siguiente:



“Artículo 240. Si el hijo abandonado por sus padres hubiere sido alimentado y criado por otra persona y quisieren éstos recuperar el cuidado personal, deberán ser autorizados por el juez para hacerlo, el que en su resolución determinará la forma y plazo en que se producirá la entrega.



La persona que lo hubiere alimentado o criado podrá solicitar al juez, en el mismo procedimiento, la tasación y reintegro de los gastos de crianza y educación en que hubiere incurrido. El no pago de dichos gastos, en ningún caso, impedirá la entrega del niño a sus padres.



El solo hecho de haber confiado el cuidado del menor de edad a terceros no constituye abandono para los efectos de lo dispuesto en este artículo.”.



4) Incorpórase el siguiente artículo 274:



“Artículo 274. La pérdida o suspensión del ejercicio de la patria potestad deja subsistente la obligación de los padres de contribuir a los gastos de educación, crianza y establecimiento de sus hijos.”.



Artículo 50.- Modificaciones al Decreto Ley N° 2.465, de 1979, Ley Orgánica del Servicio Nacional de Menores. Introdúcense las siguientes modificaciones al Decreto Ley N° 2.465, de 1979, Ley Orgánica del Servicio Nacional de Menores:



1) Sustitúyese la denominación del Servicio creado por esta ley de “Servicio Nacional de Menores” a “Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia”.



Todas las referencias efectuadas por otras leyes y reglamentos al Servicio Nacional de Menores, deberán ser entendidas al Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia.



2) Incorpórase al artículo 22 un inciso segundo nuevo del siguiente tenor:



“Asimismo, serán consideradas como establecimientos de beneficencia para los efectos del artículo 1056 del Código Civil.”.



Artículo 51.- Modificación a la ley N° 14.908, sobre de abandono de familia y pago de pensiones alimenticias. Agrégase el siguiente artículo 16 nuevo a la ley Nº 14.908, sobre abandono de familia y pago de pensiones alimenticias:



“Artículo 16. El juez podrá ordenar, durante la tramitación del juicio de alimentos y sujeto a las disposiciones anteriores, que el padre, madre o la persona obligada a proporcionar alimentos al menor de edad, pague la respectiva pensión al centro, establecimiento o persona que lo tenga a su cargo, la que se destinará íntegra y directamente al menor de edad.



Si los menores de edad que se encontraren en la situación descrita en el inciso anterior tuvieren bienes propios, su representante legal deberá destinar, de las rentas provenientes de dichos bienes, las cantidades que sean necesarias para su cuidado y educación, de acuerdo con el monto y plazo fijados por el juez.”.



Artículo 52.- Derógase la ley N° 16.618, de Menores.”.

_______________

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S. E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que modifica el sistema de nombramiento y calificaciones de los ministros, jueces, auxiliares de la administración de justicia y empleados del Poder Judicial, con segundo informe de la Comisión de Constitución, 

Legislación, Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el sistema de nombramiento y calificaciones de los ministros, jueces, auxiliares de la administración de justicia y empleados del Poder Judicial, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, correspondiente al Boletín Nº 3.788-07.



Previene el señor Secretario General que el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia que los distintos numerales que integran el artículo único de la iniciativa de ley, deben ser aprobados con rango orgánico constitucional, de conformidad con lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 77 de la misma Carta Fundamental. Asimismo, se consigna que al haberse introducido en el segundo informe enmiendas que no han sido conocidas por la Corte Suprema, la Comisión remitió el proyecto al Máximo Tribunal, en cumplimiento de lo preceptuado por los artículos 77 de la Ley Fundamental y 16 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



Agrega que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento efectuó una serie de modificaciones al proyecto aprobado en general, las que fueron acordadas por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Aburto, Espina, Chadwick, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés).



El señor Secretario General expresa que, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia de lo siguiente:

 

1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: artículo único, números 2, letra a) y 5.



2.- Indicaciones aprobadas: no hay.



3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: la número 1.



4.- Indicaciones rechazadas: no hay.



5.- Indicaciones retiradas: no hay.



6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.

- - -



El señor Secretario General hace presente que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento somete a consideración de la Sala el proyecto aprobado en general, con las siguientes modificaciones:

Artículo único

Número 1)



Anteponer, en el inciso primero, la expresión “Artículo 263.”.



Iniciar con mayúsculas las siguientes expresiones:



En el inciso primero: “escalafón primario” y “escalafón secundario”.



En el inciso segundo: “escalafón secundario”, “tercera serie”, “escalafón del personal de empleados” y “sexta serie”. 

Número 2)

Letra b)



Reemplazar la forma verbal “pasará” por “pasa”.



Acentuar la palabra “periodo”.



Agregar una coma (,) en su segunda oración, luego de la frase “En el caso de los jueces”.



Intercalar una coma (,) después del vocablo “Además”.



Añadir un punto (.) antes del cierre de comillas. 

Letras c) y d)



Reemplazar la expresión “del actual inciso cuarto” por “del inciso cuarto, que pasa a ser quinto,”.

Número 3)

Letra a)



Agregar un punto final (.).

Letra b)



Consignar entre comas la palabra “además” y agregar un punto final (.).

Número 4)



Agregar dos puntos (:) luego de la expresión “la siguiente frase”. 

Número 6)



Suprimir, en el inciso cuarto del artículo 277, la expresión “ministros visitadores” y la coma (,) que la precede. 

Número 7)

Inciso segundo



Intercalar la expresión “se” entre las palabras “cual” y “detallarán”. 

Número 8)

Letra a)



Sustituirla por la siguiente:



“a) Agrégase, en el inciso primero, luego de la expresión “Presidente de la República” la frase “o al Presidente de la Corte respectiva, según corresponda”;”.

Letra b)



Eliminar los dos puntos (:) luego de la palabra “frase” y agregar un punto final (.).

Número 9)



En el encabezado, eliminar el punto (.), luego de la expresión “bis”.

Letra a)



Reemplazar la expresión “Sustitúyese” por “Agrégase”.

Letra b)



Reemplazarla por la siguiente:



“b) Agrégase, al final del inciso quinto, pasando el punto aparte (.) a ser coma (,), la frase “por el Presidente de dicha Corte.”.

Número 10)



Agregar una coma (,) luego del número “291”; reemplazar el infinitivo “agregar” por el imperativo“agrégase”, seguido de una coma (,), y agregar un punto final. 

Número 11)



Sustituir el texto del artículo 291 bis, nuevo, que se propone incorporar, por el siguiente:



“Artículo 291 bis. En los nombramientos de los Ministros de la Corte Suprema y del Fiscal Judicial de ese tribunal, el Presidente de la República deberá proponer, para su aprobación por el Senado, según lo establecido en el artículo 53, número 9, de la Constitución Política de la República, el nombre de uno de los integrantes de la quina en el plazo de 60 días desde que ella le fuera comunicada. 



Transcurrido el plazo sin que se hubiere hecho proposición, se tendrá por propuesto el nombre de quien hubiere recibido la mayor votación para integrar la quina y, en caso de igualdad de votos, se preferirá de entre ellos al más antiguo.



Las demás designaciones que, conforme a la Constitución Política, a este Código o a otras leyes, deban ser hechas por el Presidente de la República, se efectuarán en el plazo de 45 días contados desde que le sean comunicadas las ternas respectivas. Si no se efectuare la designación en dicho plazo, se aplicará lo dispuesto en el inciso precedente. 

 

Los plazos a que se refiere este artículo se entenderán cumplidos con el oficio que formula la proposición o con la dictación del decreto correspondiente.”. 

Número 12)

Letra a)



Reemplazarla por la siguiente:



“a) Sustitúyese, en el inciso primero, la frase “en cargos del Escalafón del Personal de Empleados, se hará” por la siguiente, precedida de una coma (,): “en calidad de interinos y de suplentes en cargos del Escalafón del Personal de Empleados, se hará por el Presidente de la respectiva Corte,”. 

Letra b)



Intercalar el sustantivo “permiso” entre los términos “por” y “pre y post natal”.



Sustituir el numeral “2°” por el cardinal  “segundo” y agregar una coma (,) después del número “340”. 

Número 13)

Letra a)



Sustituir las palabras “las expresiones” por “la expresión”, y agregar un punto final (.).

Letra b)



Reemplazar los vocablos “Sustitúyense” por “Sustitúyese”; “las expresiones” por “la expresión”, y “las siguientes” por “la siguiente”, y agregar un punto final (.).

Número 14)

Letra a)



Reemplazar la coma (,) ubicada entre las expresiones “los conservadores” y “los archiveros” por una conjunción copulativa “y”.

Letra b)



Sustituir los vocablos “al final” por “a continuación”; agregar una coma (,) luego de las palabras “aparte” y “seguido”; consignar con mayúsculas las palabras “tercera”, “sexta”, “serie”, “escalafón” y “secundario”, y agregar un punto final (.).

Número 15



Agregar una coma (,) después del sustantivo “nombramiento”. 

Número 16



Reemplazar, en el inciso tercero del artículo 498, la frase “República, a propuesta de la Corte Suprema;” por la siguiente: “Corte Suprema, de una terna formada por la propia Corte;”.

- - -



Inmediatamente, el señor Presidente, de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 124 del Reglamento de la Corporación, anuncia que dará por aprobadas las disposiciones del proyecto de ley que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones en el segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, esto es, la letra a) del número 2) y el número 5) del artículo único del proyecto de ley, salvo que algún señor Senador, con el acuerdo unánime de los señores Senadores presentes, solicite someter a discusión y votación los preceptos indicados.



El señor Secretario General indica que la letra a) del número 2) y el número 5) del artículo único de la iniciativa de ley deben ser aprobados con rango de ley orgánica constitucional.



Quedan, en consecuencia, aprobadas las referidas disposiciones con el voto favorable de 26 señores Senadores, de un total de 38 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Espina, quien le solicita que recabe el asentimiento de la Corporación, en orden a que esta iniciativa sea devuelta a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para analizar la constitucionalidad del inciso segundo del artículo 291 bis, nuevo, que se agrega al Código Orgánico de Tribunales y que hace aplicable la institución del silencio administrativo al Presidente de la República.



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Chadwick, quien coincide con la solicitud del Honorable Senador señor Espina y agrega que el proyecto de ley, además, estaría vulnerando la atribución del Senado en materia de nombramiento de los Ministros y Fiscales Judiciales de la Corte Suprema.



Luego, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Prokurica.



El señor Presidente recaba el asentimiento de la Corporación para enviar esta iniciativa de ley a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para un nuevo segundo informe.



La Sala así lo acuerda.

- - -



El señor Presidente concede la palabra al señor Secretario General, quien, en atención al acuerdo precedentemente adoptado por la Corporación de enviar la iniciativa legal a la Comisión respectiva para un nuevo segundo informe, indica que cabe dejar sin efecto la aprobación que se había hecho de las normas del proyecto de ley que no habían sido objeto de indicaciones ni de modificaciones en el segundo informe, esto es, la letra a) del número 2) y el número 5) del artículo único.



La Sala deja sin efecto el acuerdo adoptado respecto de las normas del proyecto de ley que no habían sido objeto de indicaciones ni de modificaciones en el segundo informe.

__________________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que modifica la ley Nº 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia 

y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, correspondiente al Boletín Nº 3.626-07.

 

Previene el señor Secretario General que el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia que el párrafo segundo de la letra b) que la iniciativa agrega al artículo 2º de la ley Nº 19.913, y el artículo 23, nuevo, que se incorpora al citado cuerpo legal, deben ser aprobados con rango de ley orgánica constitucional, de conformidad con lo preceptuado por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 77 de la misma Carta Fundamental.



Agrega que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la idea de legislar sobre la materia por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Espina y Viera-Gallo, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados y propone, en consecuencia, a la Sala, la aprobación en general del proyecto, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero:



1.- Incorpórase, en el inciso primero del artículo 2°, la siguiente letra b), pasando las actuales letras b) a g), a ser letras c) a h), respectivamente:



“b) Solicitar a cualquiera de las personas naturales o jurídicas contempladas en el artículo 3° de esta ley, los antecedentes que con ocasión de la revisión de una operación sospechosa previamente reportada a la Unidad o detectada por ésta en ejercicio de sus atribuciones, resulten necesarios y conducentes para desarrollar o completar el análisis de dicha operación y los que deba recabar de conformidad con la letra g) del presente artículo. Las personas requeridas estarán obligadas a proporcionar la información solicitada, en el término que se les fije.



Si los antecedentes a que se refiere este literal estuvieren amparados por el secreto o reserva, o deban requerirse a una persona no contemplada en el artículo 3° de esta ley, la solicitud deberá ser autorizada previamente por el ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, que el Presidente de dicha Corte designe por sorteo en el acto de hacerse el requerimiento. El ministro resolverá de inmediato, sin audiencia ni intervención de terceros. La resolución que rechace la solicitud será someramente fundada y la Unidad de Análisis Financiero podrá apelar de ella. La apelación será conocida en cuenta y sin más trámite por la sala de cuentas de la mencionada Corte, tan pronto se reciban los antecedentes. El expediente se tramitará en forma secreta y será devuelto íntegramente a la Unidad, fallado que sea el recurso.



El otorgamiento de los antecedentes requeridos de conformidad a esta letra será gratuito y libre de toda clase de derechos e impuestos.



No quedarán sometidas a lo dispuesto en el presente literal, las personas que no están obligadas a declarar por razones de secreto, únicamente en aquello que se refiera a éste, en los términos que señala el artículo 303 del Código Procesal Penal.”.



2.- Agréganse, en el inciso primero del artículo 2º, los siguientes literales i) y j):



“i) Acceder, en la forma en que se convenga con el jefe superior de la entidad respectiva, a las informaciones y antecedentes existentes en las bases de datos de los organismos públicos que, con ocasión de la revisión de una operación sospechosa previamente reportada a la Unidad o detectada por ésta en ejercicio de sus atribuciones, resulten necesarios y conducentes para desarrollar o completar el análisis de dicha operación y a los que deba recabar de conformidad con la letra g) de este artículo. En el caso que algún antecedente se encuentre amparado por el secreto o reserva, se aplicará lo dispuesto en segundo párrafo del literal b) de este artículo.



j) Imponer las sanciones administrativas que establece esta ley.”.



3.- Modifícase el inciso primero del artículo 3°, del siguiente modo:



a) Reemplázase la expresión “los representantes legales de zonas francas”, por “las sociedades administradoras y los usuarios de zonas francas”.



b) Suprímese la palabra “generales” entre las expresiones “los agentes” y “de aduana”.



c) Sustitúyese la conjunción “y” que separa las expresiones “los notarios” y “los conservadores” por un punto y coma (;), e intercálese a continuación de esta última expresión, la frase “las administradoras de fondos de pensiones, y las sociedades anónimas deportivas profesionales, regidas por la ley N° 20.019”.



4.- Intercálase, en el inciso primero del artículo 4°, entre las expresiones “al portador,” y “hacia el país”, las palabras “desde y”; y sustitúyese en el mismo inciso, la expresión “las cuatrocientas cincuenta unidades de fomento” por “los diez mil dólares de los Estados Unidos de América”.



5.- Modifícase el artículo 6º, en el siguiente sentido:



a) Introdúcese, a continuación de la palabra “empleados” la siguiente oración: “o personas que presten servicios a cualquier título”.



b) Agrégase, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase:



“Igual prohibición regirá para quienes sean requeridos en conformidad al artículo 2°, letra b), de esta ley.”.



6.- Agrégase, en el artículo 7°, el siguiente inciso segundo:



“La misma pena se aplicará a quienes, estando obligados de conformidad a esta ley a proporcionar información a la Unidad, destruyan, alteren u oculten los antecedentes o documentos que deban entregar, o entreguen antecedentes o documentos falsos.”.



7.- Incorpórase, en el artículo 13, el siguiente inciso segundo, pasando los actuales incisos segundo y siguientes, a ser tercero y siguientes:



“Lo previsto en el inciso anterior no obsta a la facultad del Director para dar a conocer o proporcionar información global y no personalizada, para fines exclusivamente estadísticos o de gestión.”.



8.- Intercálase, a continuación del artículo 18, el siguiente Título II, pasando el actual a ser Título III, corrigiéndose, según corresponda, la numeración de sus artículos:

“TITULO II

De las infracciones y sanciones



Artículo 19.- Sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que pudiera corresponderles, las personas naturales o jurídicas que no cumplan con el deber de informar contemplado en el artículo 3°, aquellas que infrinjan las obligaciones establecidas en los artículos 4° y 5°, quienes se nieguen a proporcionar la información solicitada en conformidad al artículo 2º, letra b), y aquellas que contravengan lo instruido por la Unidad para el cumplimiento de cualquiera de estas obligaciones, serán sancionadas por el Director de la Unidad con alguna de las siguientes medidas:



1) Amonestación.



2) Multa a beneficio fiscal hasta por un monto equivalente a 5.000 Unidades de Fomento. En el caso de tratarse de infracciones reiteradas, podrá aplicarse una multa de hasta dos veces el monto máximo señalado.



Para la determinación de la  sanción y del monto de la multa, en su caso, se considerarán la gravedad y las consecuencias del hecho u omisión y la capacidad económica del infractor.



Se entenderá que hay reiteración, cuando se cometan dos o más infracciones de la misma naturaleza entre las cuales no medie un período superior a doce meses.



Artículo 20.- En el caso que la infracción haya sido cometida por una persona jurídica, las sanciones señaladas en el artículo precedente podrán, además, ser aplicadas a sus directores, administradores y a toda persona que haya participado en el acto u omisión respectiva.



Artículo 21.- Los procedimientos administrativos para la aplicación de las sanciones administrativas previstas en este Título, se sujetarán a las siguientes reglas:



a) El procedimiento se iniciará con una formulación precisa de los cargos, que señalará una descripción de los hechos que se estimen constitutivos de infracción y la fecha de su verificación, la norma eventualmente infringida y la disposición que establece la infracción, la sanción asignada y el plazo para formular descargos.



b) Las notificaciones se harán por escrito mediante carta certificada dirigida al domicilio del requerido registrado en la Unidad o en aquel que ejerza su profesión o industria. Las notificaciones se entenderán practicadas a contar del tercer día siguiente a su recepción en la oficina de correos que corresponda.



c) El requerido tendrá un plazo de diez días hábiles, contado desde la notificación, para contestar los cargos.



d) Recibidos los descargos o transcurrido el plazo otorgado para ello, se abrirá un término probatorio de ocho días.



La Unidad dará lugar a las medidas o diligencias probatorias que solicite el requerido en sus descargos, siempre que resulten pertinentes y conducentes. En caso contrario, las rechazará mediante resolución motivada.



e) Los hechos investigados y las responsabilidades de los infractores podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba admisible en derecho, los que se apreciarán de acuerdo a las reglas de la sana crítica.



f) La resolución que ponga fin al procedimiento sancionatorio será fundada y resolverá todas las cuestiones planteadas en el expediente, pronunciándose sobre cada una de las alegaciones y defensas del imputado, y contendrá la declaración de la sanción que se imponga al infractor o su absolución. Esta resolución deberá dictarse dentro de los diez días siguientes a aquél en que se haya evacuado la última diligencia ordenada en el expediente.



g) La resolución que aplique sanciones deberá indicar los recursos administrativos y judiciales que procedan contra ella en conformidad con esta ley, los órganos ante los que deban presentarse y el plazo para interponerlos.



Artículo 22.- En contra de las resoluciones de la Unidad que apliquen sanciones, se podrá interponer el recurso de reposición establecido en el artículo 59 de la ley N° 19.880, dentro del plazo de cinco días, contado desde la notificación de la sanción. La Unidad dispondrá de diez días para resolver. 



La interposición de este recurso suspenderá el plazo para deducir el reclamo de ilegalidad a que se hace referencia en el artículo siguiente.



Artículo 23.- Los afectados por resoluciones de la Unidad que se originen en el procedimiento sancionatorio reglado en esta ley, que estimen que éstas no se ajustan a la ley, al reglamento o demás disposiciones que corresponda aplicar, podrán deducir reclamo en contra de las mismas, dentro del plazo de diez días, contado desde la notificación del acto, ante la Corte de Apelaciones correspondiente al domicilio de la Unidad.



Las sanciones que impongan multa serán siempre reclamables y no serán exigibles mientras no esté vencido el plazo para interponer la reclamación, o ésta no haya sido resuelta.



Para interponer la reclamación contra una multa deberá acompañarse boleta de consignación a la orden de la Corte, por el 10% del monto de la misma.



Una vez acogida a tramitación, la Corte de Apelaciones dará traslado de la reclamación a la Unidad, otorgándole un plazo de diez días para formular sus observaciones, contado desde que se notifique la reclamación interpuesta.



Evacuado el traslado por la Unidad, o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, el tribunal ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. 



La Corte podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días, y deberá escuchar los alegatos de las partes si una de éstas los pide.



La Corte dictará sentencia dentro del término de quince días.



Contra la resolución de la Corte de Apelaciones se podrá apelar ante la Corte Suprema, dentro del plazo de diez días, la que conocerá en la forma prevista en los incisos anteriores. 



En caso de no acogerse el reclamo, el monto de la consignación se entenderá abonado al pago de la multa y, en caso de acogerse, se ordenará su devolución por la Tesorería General de la República, debidamente reajustada en la forma que señalan los artículos 57 y 58 del Código Tributario.



Artículo 24.- La Unidad comunicará la aplicación de las sanciones una vez ejecutoriadas, al organismo que tenga la superintendencia de las entidades infractoras, si lo hubiere.



Artículo 25.- Los plazos administrativos establecidos en este Título son de días hábiles, entendiéndose que son inhábiles los días sábado, domingo y festivos.”.



9.- Reemplázase, en los artículos 1º, 2º, 13, 23, 24, 25 y 27 de la ley Nº 19.913, la referencia a los artículos “19” y “20” por los guarismos “26” y “27”, según corresponda.



10.- Reemplázase el artículo 26, que pasa a ser 33, por el siguiente:



“Artículo 33.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 32, cuando en la investigación de los delitos contemplados en los artículos 26 y 27 de esta ley, tuviere lugar la entrega de los antecedentes o copias de documentos sujetos a secreto o reserva y no aparecieren antecedentes que permitieren desarrollar actividades conducentes al esclarecimiento de los hechos, no obstante lo previsto en el artículo 167 del Código Procesal Penal, el fiscal podrá archivar provisionalmente la investigación hasta que aparezcan mejores y nuevos antecedentes.”.



Artículo 2º.- Agrégase, en el inciso final del artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 707, de 1982, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley sobre Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques, luego del punto aparte (.) que pasa a ser seguido(.), el siguiente párrafo:



“Asimismo, en las investigaciones seguidas por los delitos establecidos en los artículos 26 y 27 de la ley N° 19.913, el Ministerio Público, con autorización del juez de garantía, podrá requerir la entrega de todo antecedente relacionado directa o indirectamente con cuentas corrientes bancarias, incluidos entre otros, sus movimientos completos, saldos, estados de situación y demás antecedentes presentados para su apertura, de personas naturales o jurídicas, de comunidades, o de cualquier otro tipo de entidades o asociaciones de hecho, que sean objeto de la investigación.”.



Artículo 3º.- Agrégase, el siguiente inciso final, en el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos:



“Con todo, en las investigaciones seguidas por los delitos establecidos en los artículos 26 y 27 de la ley N° 19.913, los fiscales del Ministerio Público, con autorización del juez de garantía, podrán requerir la entrega de todos los antecedentes o copias de documentos sobre depósitos, captaciones u otras operaciones de cualquier naturaleza, de personas naturales o jurídicas, de comunidades, o de cualquier otro tipo de entidades o asociaciones de hecho, que sean objeto de investigación.”.”.

- - -



El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto de ley y hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Espina, Orpis y Chadwick.



Cerrado el debate y puesta en votación en general esta iniciativa de ley, es aprobada por 25 votos a favor, de un total de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

 

En seguida, la Sala acuerda fijar como plazo para presentar indicaciones el día 12 de abril de 2006, a las 12 horas.



Queda terminada la discusión en general de este proyecto.



El texto despachado en general por el Senado es el transcrito anteriormente.

______________________________



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________________________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los señores Senadores que a continuación se señalan, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



--Del Honorable Senador señor García:



1) Al señor Contralor General de la República, acerca de instrucción a la Contraloría Regional de La Araucanía en cuanto a presuntas irregularidades ocurridas en la Novena Región.



2) Al señor Director del Servicio Electoral, respecto de materia relacionada con el artículo 17 de la Constitución Política de la República.



3) Al señor Director de Vialidad de la Novena Región, sobre la reparación de puentes en sectores rurales de la comuna de Pucón y del puente Chapod, en la comuna de Padre Las Casas.



--Del Honorable Senador señor Horvath:



1) A los señores Ministros del Interior, de Obras Públicas, de Transportes y Telecomunicaciones y a la señora Intendenta de la Undécima Región, respecto de la construcción de una pasarela sobre el Río Pangal, comuna de Aysén.



2) Al señor Ministro de Educación, a la señora Intendenta de la Undécima Región y a la señora Directora de CHILEDEPORTES, acerca del Programa de Obras y Apoyo a las Organizaciones Deportivas de Aysén para el año 2006.



3) Al señor Ministro de Obras Públicas, sobre aclaración del contenido del Oficio Ord. Nº 98, del Director Nacional de Planeamiento.



4) Al señor Ministro de Obras Públicas, a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo y al señor Contralor General de la República, respecto de la nueva Variante Vespucio-El Salto-Kennedy, Región Metropolitana.



--Del Honorable Senador señor Larraín, al señor Ministro de Obras Públicas, acerca de la reapertura al uso público del camino Los Boldos-Pehuenche, comuna de Colbún y en cuanto a la realización de una investigación de la caída del puente sobre el Río Maule.



--Del Honorable Senador señor Prokurica, al señor Ministro de Obras Públicas, reiterando oficios números 25.149, 25.808 y 26.009, y sobre la necesidad de analizar el caso de una persona afectada por el actuar de la empresa constructora TRICAM LTDA:



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los señalados señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

_________________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Bianchi, quien se refiere a la participación de los independientes en la vida política.

- - -



Seguidamente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Kuschel, quien expone acerca de las consecuencias de un accidente aéreo ocurrido en la comuna de Palena.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, al Director General de Aeronáutica Civil y al señor Superintendente de Valores y Seguros para que, si lo tienen a bien, informen a esta Corporación sobre las alternativas de solución a los problemas que enfrentan los familiares de las personas fallecidas en el mencionado accidente.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



A continuación, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Horvath, quien se refiere a las condiciones de aislamiento que sufren distintas zonas del país y, especialmente, las que afectan a muchos niños de la comuna de Aysén, que los colocan frente a peligros que pueden poner en riesgo sus vidas.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, a los señores Ministros del Interior, de Obras Públicas y a la señora Intendenta de la Undécima Región para que, si lo tienen a bien, efectúen una investigación respecto de la materia.



Asimismo, el Honorable Senador señor Horvath se refiere a la necesidad de finalizar las obras pendientes del Camino Longitudinal Austral.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, a los señores Ministros del Interior y de Obras Públicas para que, si lo tienen a bien, informen a esta Corporación sobre dicha situación.



El Honorable Senador señor Kuschel manifiesta que adhiere a los oficios solicitados por el Honorable Senador señor Horvath.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los mencionados señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



Luego, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Prokurica, quien hace un recuerdo de los jóvenes conscriptos del Ejército de Chile que fallecieron en Antuco y señala que hace más de un año presentó un proyecto de acuerdo, que fue aprobado unánimemente por la Sala, cuyo objetivo era compensar, de alguna forma, con pensiones y otros recursos a las familias afectadas, requiriendo, en su momento, que el Ejecutivo presentara un proyecto de ley sobre la materia.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Defensa Nacional para que, si lo tiene a bien, envíe a tramitación legislativa una iniciativa que contenga las ideas expresadas en el referido proyecto de acuerdo.



Los Honorables Senadores señores Cantero y Kuschel manifiestan su adhesión al oficio solicitado por el Honorable Senador señor Prokurica.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre de los mencionados señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

________________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Muñoz Aburto, quien se refiere a la necesidad de fiscalizar el cumplimiento de las normas laborales en la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, a la señora Directora Nacional del Trabajo para que, si lo tiene a bien, informe a esta Corporación acerca de los planes de fiscalización que contempla respecto de las diversas empresas y comercios de la Duodécima Región y acompañe una estadística sobre las infracciones laborales cometidas por dichas entidades.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



Seguidamente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien se refiere a las siguientes materias:



1) Los accidentes de tránsito que involucran a buses interurbanos y la necesidad de que éstos cuenten con cinturón de seguridad.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, al señor Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito, al señor Jefe de la Sección de Investigación de Accidentes en el Tránsito y al señor Director del Fondo Nacional de Salud para que, si lo tienen a bien, informen a esta Corporación respecto de la materia mencionada.



2) El aumento, en los últimos diez años en todas las Regiones del país, del cáncer de próstata.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Ministro de Salud para que, si lo tiene a bien, informe a esta Corporación sobre los recursos que destinará para la educación, prevención y combate de la referida enfermedad.



3) La solicitud de concesión eléctrica provisional presentada por la empresa ENDESA-España para el denominado “Proyecto Hidroeléctrico Aysén”.


Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, a la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia y a la señora Directora Nacional de la Comisión Nacional del Medio Ambiente para que, si lo tienen a bien, informen a esta Corporación acerca del cumplimiento por parte de ENDESA-España de diversas exigencias legales relacionadas con la materia.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

- - -

____________



Se deja constancia de que no hicieron uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión los Comités Partido Unión Demócrata Independiente, Partido Demócrata Cristiano, Mixto Partido Por la Democracia y Partido Radical Socialdemócrata.

_____________

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CONCEDE UN REAJUSTE EXTRAORDINARIO A PENSIONES MAS BAJAS Y ENMIENDA LEYES QUE INDICA

(4131-13)


Con motivo del Mensaje, Certificados y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Concédese, a contar del día 1 del mes siguiente a la entrada en vigencia del artículo 7° de la presente ley, un reajuste extraordinario de un 10% a las pensiones asistenciales del decreto ley N° 869, de 1975, a las pensiones mínimas de los artículos 24, 26 y 27 de la ley N° 15.386 y del artículo 39 de la ley N° 10.662 y a las pensiones de regímenes previsionales administrados por el Instituto de Normalización Previsional y por las Cajas de Previsión y las pensiones del seguro de la ley N° 16.744, cuyo monto a la fecha indicada no exceda de $100.000 mensuales.


Aquellas pensiones de regímenes previsionales administrados por el Instituto de Normalización Previsional y por las Cajas de Previsión y las pensiones del seguro de la ley N° 16.744, cuyo monto mensual a la fecha indicada en el inciso anterior sea superior a $100.000, pero inferior a $110.000, se incrementarán a esta última cantidad.


Las personas que sean beneficiarias de más de una pensión, tendrán derecho al reajuste otorgado en el inciso primero, en la medida que la suma de sus pensiones y de las bonificaciones de las leyes N° 19.403, 19.539 y 19.953, si las tuvieren, no exceda de $100.000 mensuales. En el evento que la suma de las pensiones y las referidas bonificaciones exceda dicho monto, pero sea inferior a $110.000 mensuales, tendrán derecho a que la pensión de mayor monto se incremente en la cantidad necesaria para alcanzar en conjunto el último valor indicado. Si una de las pensiones fuere mínima, ésta y las citadas bonificaciones si las hubiere, se reajustarán en el porcentaje señalado en el inciso primero; y si la suma de los montos reajustados más la otra u otras pensiones resultare inferior a $ 110.000, la otra pensión o la mayor de las otras, se incrementará en la cantidad necesaria para alcanzar este último valor.


El reajuste e incrementos a que se refiere este artículo se aplicarán sin perjuicio de los reajustes automáticos que correspondan de conformidad al artículo 10 de la ley N° 18.611, al artículo 14 del decreto ley N° 2.448 y al artículo 2° del decreto ley N° 2.547, ambos de 1979.


Artículo 2°.- Los beneficiarios de las pensiones a que se refiere el artículo anterior, que cumplan 70 ó 75 años de edad con posterioridad a la fecha señalada en dicho artículo, tendrán derecho a las respectivas pensiones, en sus montos debidamente reajustados, a contar del día primero del mes siguiente a aquél en que cumplan las correspondientes edades.


Artículo 3°.- Concédese, a contar del día 1° del mes siguiente a la entrada en vigencia del artículo 7° de la presente ley, un reajuste extraordinario de un 10% a las bonificaciones establecidas en las leyes N° 19.403, 19.539 y 19.953. 


Artículo 4°.- Para conceder el reajuste e incrementos establecidos en los artículos precedentes, respecto de las pensiones a que se refiere el artículo 2° del decreto ley N° 2.547, de 1979, serán aplicables las normas de la ley N° 18.694, y lo dispuesto en el artículo 83 de la ley N° 18.948 y en el artículo 66 de la ley N° 18.961. 


Artículo 5°.- Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social impartir las correspondientes instrucciones para la aplicación de los artículos anteriores.


Artículo 6°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto ley N° 869, de 1975:


1) A contar de la entrada en vigencia del numeral 2) del presente artículo, deróganse el inciso tercero del artículo 2° y los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 8°, y suprímese en el inciso segundo del artículo 2° la frase ”al momento de selección”.


2) Reemplázase, a contar del día 1 del mes subsiguiente a la entrada en vigencia del artículo 7° de la presente ley, el inciso primero del artículo 2° del decreto ley N° 869, de 1975, por el siguiente:


“Las pensiones asistenciales a que tengan derecho las personas carentes de recursos, conforme a este decreto ley, serán otorgadas por los intendentes regionales a aquellas que reúnan los requisitos señalados en el artículo 1° y que, por aplicación de lo dispuesto en el inciso siguiente, obtengan un puntaje igual o inferior en el respectivo instrumento, establecidos por el reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, con la firma del Ministro de Hacienda. Ello sin perjuicio de las instrucciones que imparta la Superintendencia de Seguridad Social.”.


Artículo 7°.- Derógase, a contar de la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial, el literal b) del artículo 1° de la ley N° 19.888.


Artículo transitorio.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año 2006, se financiará con cargo al ítem 50-01-03-24-03.122 de la partida presupuestaria Tesoro Público. Con todo, los beneficios a que se refieren los artículos 1° y 3°, en lo que dicen relación con el seguro de la ley N° 16.744, se financiarán con cargo a dicho seguro.”.

******

Hago presente a V.E. que los artículos 5° y 6° del proyecto fueron aprobados en general y en particular con el voto favorable de 117 Diputados presentes, de 120 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ANTONIO LEAL LABRÍN, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y URBANISMO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE FACULTA PARA REGULARIZAR CONSTRUCCIONES, EN PLAZO QUE INDICA, EN INMUEBLES DONDE FUNCIONEN JARDINES INFANTILES

(4088-04)

HONORABLE SENADO
Vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de informaros el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que faculta para regularizar construcciones en inmuebles en los que funcionen jardines infantiles, en el plazo que indica.

El proyecto ha sido calificado de "suma urgencia", en todos sus trámites, según Mensaje de S.E. el Presidente de la República del que se dio cuenta al Senado en sesión de 4 de abril de 2006.

- - -

A la sesión en que  vuestra Comisión se ocupó de esta iniciativa, concurrieron, especialmente invitados, la Ministra de Vivienda y Urbanismo, doña Patricia Poblete Bennett; la Subsecretaria de Vivienda y Urbanismo, doña Paulina Saball Astaburuaga y la Asesora Jurídica de la Ministra, doña Jeannette Tapia Fuentes.

ACUERDO DE COMITÉS

Previamente, debe dejarse constancia de que los Comités Parlamentarios, por unanimidad, autorizaron a esta Comisión para estudiar dicha iniciativa de ley en general y en particular.

ANTECEDENTES DE DERECHO

El artículo transitorio de la ley Nº 19.864, publicada el 8 de abril del 2003, estableció un plazo de dos años, contado desde la publicación de esta ley, para que los propietarios de los inmuebles en que funcionen jardines infantiles, cuyas edificaciones o ampliaciones hayan sido construidas con anterioridad al mes de agosto de 2001, con o sin permiso de edificación y que no cuenten con recepción final, puedan regularizar la situación de sus inmuebles.

Para tales efectos, estos propietarios deberían elevar solicitud ante la Dirección de Obras Municipales respectiva, acompañada de una serie de documentos que la misma norma legal señala.

El referido plazo legal de dos años venció el 8 de abril de 2005.

ANTECEDENTES DE HECHO

En estas circunstancias, el Ejecutivo ha estimado ahora que este procedimiento de regularización excepcional no fue ampliamente difundido, razón por la cual los sostenedores de jardines infantiles pudieron hacer un uso muy limitado, lo que amerita otorgar un nuevo plazo para lograr dichas regularizaciones.

En síntesis, el proyecto de ley en estudio, en su artículo 1º, faculta a los propietarios y meros tenedores de los inmuebles en los cuales funcionen jardines infantiles, construidos o ampliados con anterioridad al 31 de diciembre del 2005, con o sin permiso de edificación y que no cuenten con recepción definitiva, para regularizar tal situación presentando, dentro del plazo de dos años, contado desde la publicación de esta ley, una solicitud de permiso y recepción simultánea. 

Dicha solicitud deberá ser acompañada de los documentos que la justifiquen, tales como planos de ubicación, de arquitectura de pisos, de estructuras e informe del estado de conservación de la construcción y sus instalaciones, todos ellos suscritos por un profesional competente; certificado de dominio vigente de la propiedad en que se encuentre la construcción o ampliación; informe técnico suscrito por un arquitecto o ingeniero civil, sobre el buen estado estructural y constructivo del edificio y de la carencia de riesgo físico para los usuarios; certificado de higiene ambiental; descripción de las instalaciones de electricidad, agua potable, alcantarillado y gas e informe sobre las condiciones generales de seguridad contra incendio y de evacuación de personas.

Sin perjuicio de lo anterior, respecto de dichas edificaciones, no tendrá que existir reclamaciones de vecinos directamente afectados por incumplimiento de las normas urbanísticas vigentes; se deberán haber cumplido las normas de seguridad contra incendios, y esas construcciones no deberán haberse levantado en áreas de riesgo, ni en áreas declaradas de utilidad pública por el instrumento de planificación territorial.

En su artículo 2º, la iniciativa autoriza a la Dirección de Obras Municipales para devolver las solicitudes de regularización que no acompañen todos los documentos pedidos, pudiendo sí el solicitante subsanar esas omisiones.

La Dirección de Obras Municipales correspondiente deberá pronunciarse dentro del plazo de 90 días a la presentación de la solicitud, y transcurrido el plazo sin que ésta hubiere emitido un pronunciamiento, se tendrá por aprobada la solicitud respectiva.

En caso de rechazo de la solicitud, se establece un recurso para reclamar ante la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, en el plazo de quince días corridos, contado desde la fecha en que se notifique dicho rechazo.

La regularización podrá ser solicitada tanto por el propietario como por el mero tenedor del inmueble, facultándose a la Municipalidad para paralizar el trámite cuando el propietario se oponga a la regularización de las obras.

Por ultimo, el artículo 3º declara que la regularización de las obras acogidas a esta ley estará exenta del pago de los derechos de edificación a que se refiere el artículo 130 del decreto con fuerza de ley Nº 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcción

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

La señora Ministra de Vivienda y Urbanismo señaló que la ley Nº 19.864, de 8 de abril de 2003, contempló un sistema de regularización de la situación de los inmuebles en que funcionaban los jardines infantiles que no tenían permisos de calificación ni contaban con recepción definitiva.

Dicha ley fijó un plazo de 2 años, que venció el 8 de abril de 2005, para que se regularizaran tales situaciones.

Sin embargo, muchos sostenedores no pudieron acogerse a este beneficio por falta de difusión de la norma legal. Agregó que esta falta de regularización de los jardines infantiles perjudica alrededor de 75.000 preescolares sólo en los jardines de la Fundación Integra puesto que, por estudiar en establecimientos a los que no se les reconoce la calidad de tales por no tener los permisos municipales correspondientes, no pueden acceder a los seguros de accidentes personales.

Agregó la señora Ministra que actualmente existen en el país 6.893 jardines infantiles, de los cuales un 90% no cuenta con los permisos finales de edificación.

- Después de un debate acerca de sus propósitos y alcances, vuestra Comisión aprobó, en general y en particular, la iniciativa de ley en estudio, por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores Carlos Cantero, Pablo Longueira, Jaime Naranjo, Víctor Pérez y Hosaín Sabag.

- - -

En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de proponeros unánimemente que aprobéis, en general y en particular, el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados en informe, sin modificaciones.

- - -

A título meramente ilustrativo, el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que se somete a consideración del Senado es del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.-
Los propietarios y meros tenedores de los inmuebles en los que funcionen jardines infantiles, cuyas edificaciones o ampliaciones hayan sido construidas con anterioridad al 31 de diciembre de 2005, con o sin permiso de edificación y que no cuenten con recepción definitiva, podrán, dentro del plazo de dos años contado desde la publicación de esta ley, presentar solicitud y antecedentes de regularización de  la situación del inmueble.

Para tales efectos, se deberá presentar ante la dirección de obras municipales respectiva, una solicitud de permiso y recepción simultánea, acompañada de los siguientes documentos, de cargo del interesado:

a)
Plano de ubicación, plantas de arquitectura de los pisos, planos de estructuras e informe del estado de conservación de la construcción y sus instalaciones, todos los cuales deberán ser suscritos por un profesional competente;

b)
Certificado de dominio vigente de la propiedad en que se encuentre ubicada la construcción o ampliación;

c)
Informe técnico de un profesional arquitecto o ingeniero civil, sobre el buen estado estructural y constructivo del edificio y de la carencia de riesgo físico para los usuarios;

d)
Certificado de Higiene Ambiental expedido por la autoridad de salud competente;

e)
Descripción de las instalaciones de electricidad, agua potable, alcantarillado y gas, si correspondiere, elaborado por un profesional competente, y

f)
Informe de un profesional competente sobre las condiciones generales de seguridad contra incendio y de evacuación de personas.

Sin perjuicio de lo señalado en los incisos anteriores, las edificaciones deberán cumplir con los siguientes requisitos:

1.- 
Que no se hubieren presentado, con anterioridad a la publicación de esta ley, reclamaciones de los vecinos directamente afectados por incumplimiento de las normas urbanísticas vigentes.

2.-
 Que se hubieren cumplido las normas de seguridad contra incendio de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, y

3.-
 Que no estuvieren emplazadas en áreas de riesgo, ni en áreas declaradas de utilidad pública por el instrumento de planificación territorial.

Artículo 2º.-
La dirección de obras municipales devolverá aquellas solicitudes de regularización que no incluyan la totalidad de la documentación exigida, debiendo el solicitante subsanar las omisiones. Cumplido lo anterior, la dirección de obras municipales deberá pronunciarse dentro de los noventa días siguientes a la presentación de la solicitud. Transcurrido dicho plazo sin que se hubiere emitido un pronunciamiento, ésta se tendrá por aprobada, siempre que cumpla con todos los requisitos establecidos en esta ley.

Si el permiso o la recepción, o ambos según el caso, fueren denegados, se podrá reclamar ante la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo en un plazo de quince días corridos, contado desde la notificación del rechazo, la que deberá pronunciarse sobre el reclamo y, si fuere procedente, ordenará que se otorgue, en tal caso, el permiso o la recepción, o ambos según de que se trate.

La regularización de que trata la presente ley podrá ser solicitada tanto por el propietario como por el mero tenedor del inmueble, debiendo en caso de ser necesario, acompañar una autorización notarial del propietario. La solicitud de regularización que presente el tenedor del inmueble no presume la voluntad del propietario y deja a salvo el derecho a ser indemnizado de todo daño por el tenedor, cuando no haya contado con su aprobación.

A solicitud del propietario que se oponga a la regularización de las obras, la municipalidad respectiva deberá paralizar dicho trámite.

Artículo 3º.-
 Las regularizaciones acogidas a la presente ley estarán exentas del pago de los derechos a que se refiere el artículo 130 del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones.”.
- - -





Acordado en sesión celebrada el día 4 de abril de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosaín Sabag (Presidente), y señores Carlos Cantero, Pablo Longueira, Jaime Naranjo, y Víctor Pérez.




Sala de la Comisión, a 4 de abril de 2006.
(Fdo.):CÉSAR BERGUÑO BENAVENTE,

Secretario de la Comisión.
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES CHADWICK, COLOMA, LONGUEIRA, NOVOA Y PÉREZ VARELA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE AMPLÍA PLAZO PARA RECLAMAR POR AVALÚO DE BIENES RAÍCES NO AGRÍCOLAS

(4134-05)

Honorable Senado:

1.
Que, el Servicio de Impuestos Internos envió a los contribuyentes cartas informando solo las cuotas de contribuciones primer y segundo semestre del año 2006 sin informar el incremento de las cuotas y en cuanto aumentaran los montos a partir del 2° semestre del 2006 hasta el año 2010, dado que la ley estableció una tabla de incremento en el tiempo. Ello incluso ha hecho creer a muchos contribuyentes que sus contribuciones bajaron pero ello ocurre tan solo el 1 semestre subiéndoles significativamente en el tiempo

2.
Que, de acuerdo a los plazos establecidos en la ley vigente los reclamos solo podían presentarse hasta el 31 de marzo, plazo claramente insuficiente para tomar conocimiento acabado de los nuevos reavalúos. A partir de esta fecha los contribuyentes de Bienes Raíces no agrícolas lo podrán hacer pero no en el tribunal tributario sino comparten la resolución de SU ya que este pasara a ser juez y parte en los nuevos reclamos.

3.
Que, con la entrada en vigencia de la ley de Rentas 2, miles de chilenos han tomado conocimiento de un alza desmesurada en el pago de contribuciones respecto de sus bienes raíces. Ello sin duda refleja el total desconocimientos de estas normas legales por parte de la población a pesar de que el artículo 8 del Código Civil se señala que una vez publicada una ley en el Diario Oficial, ella se presume conocida por todos los habitantes de la República, sin perjuicio que esta afirmación, es una ficción jurídica necesaria, pero que en la práctica y en este caso particular de alza de contribuciones no se ha cumplido acarreando el desconcierto en muchos chilenos.

4.
Que, a pesar de que el Gobierno ha señalado públicamente que aplicará la ley en los términos actuales. Los afectados por aumentos de contribuciones son un millón 180 mil inmuebles, de un total de cuatro millones 471 mil que están catastrados; 545 mil han visto aumentado su avalúo en más de 25 por ciento. Entre estos últimos se registran diferentes situaciones, algunas visiblemente injustas. Asimismo, se han detectado casos de transgresiones legales por parte del SIl y en perjuicio del contribuyente, situaciones que, se supone, deberán ser subsanadas por el propio SU ante el respectivo reclamo.

5.
Que, profundizando esta situación, el propio Colegio de Abogados ha señalado que la Ley de Rentas 2 "ha transgredido seis garantías constitucionales: la que reserva a la ley el establecimiento de impuestos, pues en este caso los materializa una simple decisión del SU; la de igualdad en la repartición de los tributos, violada porque en numerosos casos se determinan los avalúos sin respetarla; la de no discriminación arbitraria, al gravarse de manera injustificada a ciertos sectores urbanos y eximirse o gravarse menos a otros; la de que los tributos deben afectar las rentas y no el patrimonio de las personas; la de que deben ser proporcionados y justos, siendo los derivados de este reavalúo, en algunos casos, confiscatorios; en fin, se transgredería la prohibición constitucional de que los impuestos estén afectados a una finalidad específica, al destinarse en este caso al financiamiento municipal".

6.
Que, por estos fundamentos creemos necesario y urgente presentar esta iniciativa legal, para que se amplié el plazo contemplado en el artículo 149 del Código Tributario ( Decreto Con Fuerzo de Ley N° 830) por el cual se establece el procedimiento de reclamos de los avalúos de bienes raíces y de esta forma los chilenos puedan en igualdad de derecho, tomar conocimiento preciso de la forma en que podrán reclamar eficientemente ante el Servicio de Impuestos Internos sus derechos, los que en los términos actuales se encuentran conculcados, por falta de conocimiento de la ley y por una información poco clara, transparente y engorrosa de este Servicio.

Proyecto de Ley:

Artículo único: "Solo para los efectos de lo dispuesto en la Ley N° 20.033, el plazo de reclamación de los avalúos de Bienes Raíces no Agrícolas se extenderá hasta el 31 de Mayo del presente año".

(Fdo.):Pablo Longueira M.,


Andrés Chadwick Piñera,

Senador.





Senador.

Juan Antonio Coloma Correa,


Jovino Novoa Vásquez


Senador.





Senador.

Víctor Pérez Varela,


Senador.
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